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Se quiere hacer una gran aproximación y determinar si desde la perspectiva de la   
academia se observa incremento en la impunidad en la Capital de la República 
para el período de enero de 2005 a diciembre de 2009, de los agentes del Estado 
investidos con funciones de policía judicial en el manejo del protocolo de  la 
Cadena de Custodia en el delito de Lavado de Activos en lo que tiene que ver con 
los procedimientos efectuados en el lugar de los hechos, todo esto haciendo un 
estudio claro y serio a los diferentes estamentos que adelantan estudios 
académicos para los operadores judiciales encargados de estos roles en la 
investigación criminal, como la Policía Nacional, a través de su Escuela de 
Investigación Criminal, el Departamento Administrativo de Seguridad con su 
Escuela de  formación y La Fiscalía General de La Nación, con el apoyo de su 
Escuela e igualmente con la participación activa del Cuerpo Técnico de 
Investigación, así mismo, verificar si la formación académica de estos funcionarios 
ha sido la más adecuada, como también comprobar que los medios logísticos que  
emplean estos servidores públicos son los idóneos que ordena el protocolo en el 
manual único de cadena de custodia y los que debe contener y ser empleados en 





¿Es eficaz o eficiente la ley 906 de 2004 con relación al  manejo de la Cadena de 
Custodia en el delito de Lavado de activos en el período de 2005 al 2009 en el 
D.C. con base en el daño antijurídico y consecuente responsabilidad del Estado en 
los eventos en que puedan causar los agentes estatales investidos con funciones 
de Policía Judicial en el manejo de este figurag procesal? 
 
1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
Con la entrada en vigencia de la Ley 906 de agosto de 2004, Código de 
Procedimiento Penal, se ha evidenciado una serie de falencias, que conllevan a 
dejar entrever una debilidad del Estado en la Administración de justicia y de sus 
organismos con funciones de Policía Judicial, para establecer la verdad frente al 
delito de Lavado de Activos, específicamente en lo concerniente a la Cadena de 
Custodia, por procesos confusos, al parecer por falta de conocimiento, medios y/o 
por la sumatoria de todos.  La conducta  de estos agentes con funciones de 
Policía Judicial enmarcados en sus roles, conllevan a un comportamiento activo, 
omisivo o negligente, esto inspira a principios tan elementales para el 
cumplimiento de sus funciones, por tanto esto hace  que la justicia se pronuncie 
sobre la responsabilidad estatal, por el daño antijurídico que puedan causar estos 
agentes estatales con sus conductas activas, omisivas o negligentes y para esto la 
Carta Política integró el artículo 90 sobre la responsabilidad patrimonial del Estado 





La Constitución Nacional de Colombia de 1991 en su artículo 1º, dice que 
Colombia es un Estado Social de Derecho, por lo que tiene que brindar al máximo 
todas las garantías sociales a sus administrados y en el artículo 90 de la carta, 
donde trata sobre la responsabilidad patrimonial del mismo Estado, por los daños 
antijurídicos causados por sus agentes en actividades donde resultan 
responsables por su acción o por su omisión y consecuentemente el artículo 86 
del Código Contencioso Administrativo con el cual, los particulares previamente 
causado el daño antijurídico acuden a la administración de Justicia.  Igualmente, la 
Ley 906 de agosto 2004, Código de Procedimiento Penal, cuyo objetivo es 
garantista, les entrega herramientas a los diferentes organismos del Estado con 
funciones de Policía Judicial, para que en su proceso investigativo utilice múltiples 
variables que coadyuven a una eficiente y proba administración de Justicia. Es de 
considerar además que el Estado a través de esos diferentes organismos con 
funciones de Policía Judicial, se pueden ver involucrados por acción u omisión de 
sus funciones al no utilizar adecuadamente la Cadena de Custodia como se 
preceptúa: “El manejo de la cadena de custodia es garantía de protección de 
todas las evidencias o elementos materiales probatorios que se puedan encontrar 
en la escena del crimen”; muy especialmente en una conducta punible tan confusa 














3.1 OBJETIVO GENERAL 
 
Analizar las tendencias, dinámicas y sus causas asociadas por las cuales  se ha 
incrementado la responsabilidad Estatal con ocasión de la impunidad en la Capital 
de la República frente al delito de Lavado de activos y su relación con el Manual 
Único de Cadena de Custodia, conforme lo previsto en la Ley 906 de 2004, 
establecida en su libro II, Título I, capítulo V, Código de Procedimiento Penal, para 
de esa manera plantear mecanismos tendientes a evitar las eventuales demandas 
administrativas en la que es responsable el Estado por el daño antijurídico 
causado con ocasión de la acción u omisión de parte de sus agentes en la mala 
aplicación de esta figura procesal. 
 
3.2 OBJETIVOS ESPECIFICOS 
 
 Establecer cómo los procesos empleados por los operadores judiciales en el 
manejo de la Cadena de Custodia desde el lugar de los hechos frente al delito 
de Lavado de Activos fueron los apropiados en el periodo de enero de 2005 a 
diciembre de 2009 y cuál ha sido la posible responsabilidad Estatal por su 
inaplicación. 
 
 Verificar si los programas de capacitación de los funcionarios comprometidos 
o que desempeñan funciones de operadores judiciales en el campo de Lavado 
de Activos y manejo de Cadena de Custodia durante el periodo de enero de 
2005 a diciembre de 2009 permite soportar su idoneidad. 
 
 Comprobar si los organismos judiciales del Estado, responsables de 
suministrar los medios logísticos para la protección de la Cadena de Custodia 
son los más eficientes, en el período investigado. 
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4. MARCO DE REFERENCIA 
 
4.1 MARCO TEORICO 
 
En esta parte se pretende desarrollar la fundamentación conceptual sobre el 
artículo 90 de la Constitución de Colombia en lo que tiene que ver con la 
responsabilidad patrimonial en concordancia con el artículo 86 del Código 
contencioso Administrativo para acudir a la Administración de Justicia y lograr la 
reparación del daño,  el delito de Lavado de Activos establecido en el Código 
Penal en su título X Delitos contra el orden económico social, Capítulo V, artículo 
323, modificado artículo 8, Ley 747 de 2002, y sobre la Cadena de Custodia 
ubicada en la Ley 906 de agosto de 2004, en su libro II, título I, Capítulo V, artículo 
254 y ss. 
 
4.1.1 RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y SUS REGÍMENES 
 
Se analizará el régimen tradicional de responsabilidad subjetiva y el régimen de 
responsabilidad objetiva a través de los títulos de imputación como el daño 
especial, el riesgo especial, de tal suerte que sean elementos importantes en la 
responsabilidad objetiva para analizar claramente el artículo 90 constitucional. 
 
Falla en el servicio 
 
La falla en el servicio corresponde al régimen de responsabilidad subjetiva, donde 
predomina la culpa de la administración por extralimitación de funciones, retardo 
en el cumplimiento de obligaciones, obligaciones cumplidas de forma tardía o 
defectuosa, o por el incumplimiento de obligaciones a cargo del Estado. Son 
entonces acciones u omisiones que se predican de la administración y que, en su 
funcionamiento, resultan en cualquiera de aquellas irregularidades generadoras de 
daños imputables al Estado, régimen tradicional en constante evolución, al margen 
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de la responsabilidad objetiva reconocida positivamente en norma superior, 
consignada en el artículo 90 de la Constitución Política. 
 
Cada una de estas irregularidades tiene unas connotaciones que deben analizarse 
de acuerdo a las circunstancias de cada caso en concreto; en el caso de retardo 
de la administración, ha reiterado la Sección Tercera del Consejo de Estado que 
los elementos que perfilan la responsabilidad de la Administración por falla 
administrativa derivada del retardo y de cuya concurrencia surge el deber de 
reparar los daños que se ocasionen, se pueden resumir en los siguientes: i) la 
existencia para la Administración de un deber jurídico de actuar, es decir, la 
obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada de ejercitar sus 
competencias y atribuciones en un plazo determinado por la propia Ley o el 
reglamento, o en un tiempo razonable y determinable cuando se satisface el 
supuesto de hecho de las normas que regulan la actividad del órgano, acción con 
la cual se habrían evitado los perjuicios; ii) el incumplimiento de esa obligación, es 
decir, la expedición tardía de un acto administrativo que finalice la actuación, por la 
omisión de poner en funcionamiento los recursos de que se dispone para el 
adecuado cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares 
del caso. La demora debe ser injustificada, pues el sólo transcurso del tiempo o 
incumplimiento de los plazos procesales para resolver no genera automáticamente 
un derecho a la indemnización; iii) un daño antijurídico, esto es, la lesión real y 
evaluable económicamente de un derecho o de un bien jurídico protegido al 
interesado o a un grupo de ellos, que no están en el deber jurídico de soportar; y 
iv) la relación causal entre la demora (funcionamiento anormal del servicio) y el 
daño1. 
 
En síntesis, para resolver si en un caso concreto hay lugar a la responsabilidad del 
Estado por fallas del servicio de la administración derivadas del retardo en adoptar 
                                                          
1 RUIZ OREJUELA, Wilson. Responsabilidad del Estado y sus Regímenes. Sistema de Imputación de 
Responsabilidad Civil Extracontractual del Estado. Primera edición: Bogotá, D.C junio de 2010. ECOE 
Ediciones. (Pp. 2 – 26). 
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decisiones, debe decidirse si ese retardo estuvo o no justificado, conclusión a la 
cual se llegará luego de señalar la complejidad del asunto, el comportamiento del 
recurrente, la forma como haya sido llevado el caso, el volumen de trabajo que 
tenga el despacho de conocimiento y los estándares de funcionamiento, que no 
están referidos a los términos que se señalan en la Ley, sino al promedio de 
duración de los procesos del tipo por el que se demanda la  mora, ya que este es 
un asunto que hay que tratar no desde un Estado ideal sino desde la propia 
realidad de una administración". 
 
Con todo, en los eventos de retardo según se anota en la jurisprudencia, no todo 
retardo es causante de daño antijurídico, se refiere a que no sólo existen retardos 
justificados que pueden dar lugar al incumplimiento de las obligaciones del Estado 
en la oportunidad legal o que normalmente se espera para determinados 
procedimientos, sino también a que necesariamente deben conjugarse los otros 
presupuestos de responsabilidad como el nexo causal, porque el daño finalmente 
causado puede no ser proveniente del retardo de la administración2. En el caso 
por ejemplo de la retención de unas aeronaves que hizo la autoridad de aduanas 
para verificar la existencia o no de irregularidades en su importación, el trámite de 
dicho procedimiento no sólo superó el término legal, sino que además la entidad 
competente no demostró causal alguna que justificara el retardo en el caso 
específico de trámite del caso, generando perjuicios materiales por la mora en los 
procedimientos de verificación. 
 
En los casos de omisión de la administración, lo que se revela es una absoluta 
ausencia de acción o de funcionamiento de las agencias o entidades del Estado 
en el cumplimiento de sus funciones legalmente encomendadas y en detrimento  
de los asociados, cuando de esa omisión en la prestación de un servicio, el 
cumplimiento de una obligación contenida en la Ley o en los reglamentos, resultan 
daños por la negligencia injustificada. En este sentido, la jurisprudencia distingue 




entre omisiones laxas y omisiones en sentido estricto, refiriéndose las primeras a 
la negligencia u olvido en los deberes de cuidado, que de haberse cumplido 
pudieron haber evitado un resultado dañoso previsible. Las segundas se refieren 
al incumplimiento de un deber legal previamente establecido y que el Estado está 
en la obligación de ejecutar, resultando de su incumplimiento, igualmente, un 
resultado dañoso. 
 
Son los eventos típicos en los que se requiere la acción de los servicios de 
seguridad del Estado sin obtener respuesta o se niega la prestación de un servicio 
de forma injustificada a pesar de tener el deber legal de brindarlo a la comunidad 
como son los servicios de salud, infraestructura de servicios públicos domiciliarios 
cuando los presta el Estado, infraestructura vial o concesionada, servicios de 
registro, control aéreo, etc. 
 
Frente al defectuoso funcionamiento, este se refiere a todas las fallas o 
irregularidades que provocan la prestación de un mal por parte de la 
administración, las que, debe decirse, coinciden con la comisión de delitos, 
conductas de flagrante impericia o excesos por parte de las autoridades. Dentro 
de este régimen subjetivo de responsabilidad, también pueden distinguirse 
tipologías de falla de servicio, como la falla probada, la falla anónima, la falla 
presunta y la falla relativa 3 . La falla probada es el tradicional régimen de 
responsabilidad en el que deben demostrarse por la parte interesada todos los 
elementos que la conGráficon, como son la falla o falta, el daño y el nexo causal. 
La falla anónima presupone que el hecho dañoso fue por causa de la 
administración, aun cuando no se haya podido determinar la identidad del agente. 
 
La falla presunta, de acuerdo con la doctrina jurisprudencial, admite la presunción 
de la falta en los eventos de responsabilidad medica con la actual consideración 
en algunos casos de la teoría de la carga dinámica de las pruebas y, por un buen 




tiempo, por el uso de armas de dotación oficial, que posteriormente seria 
revaluado para admitir el título jurídico de imputación de responsabilidad por 
riesgo excepcional, entendiendo que el uso de las armas es una actividad 
peligrosa que genera riesgo. La falla relativa por su parte, se basa en el principio 
de que “nadie está obligado a lo imposible" incluyendo al Estado, de manera que 
el incumplimiento de una obligación a cargo del Estado y que genere un daño 
antijurídico debe estar precedida de las circunstancias y posibilidades concretas 
de prestar un servicio, de lo contrario la falla será relativa. 
 
Responsabilidad objetiva  
 
Existe una errada consideración acerca de que la responsabilidad objetiva 
extracontractual del Estado surge a partir de la aplicación del artículo 90 de la 
constitución de 1991, pues la jurisprudencia anterior a dicha constitución nos 
enseña lo contrario. 
 
Así, encontramos la sentencia de 29 de julio de 1947 del Consejo de Estado, en la 
que se analizó el caso del periódico El Siglo S.A., que demandó al Estado 
Colombiano por la clausura y suspensión de ese periódico, lo que impidió que se 
imprimiera y circulara entre el mes de julio y agosto de 19444. 
 
En medio de la alterada situación de orden público que vivía el país luego de que 
el Dr. Darío Echandía asumiera en encargo la Presidencia de la República debido 
al encarcelamiento del presidente electo Dr. Alfonso López, aquel ordenó a todas 
las autoridades tomar las medidas necesarias para el restablecimiento del orden 
público. 
En virtud de tales órdenes, el entonces Director de la Policía Nacional dictó la 
resolución de 10 de abril de 1944, ordenando la intervención de todos los 
periódicos y revistas de Bogotá. 





En dicha oportunidad, de los hechos demandados, el Consejo de Estado verificó lo 
siguiente; De todo lo expuesto hasta aquí, se desprenden, como acreditados, los 
siguientes hechos fundamentales 1°) Las medidas tomadas por el gobierno 
provisional de la Nación, por conducto del Director General de la Policía, durante 
el estado de turbación del orden público decretado el 10 de julio de 1944, 
referentes a la revisión de todo el material impreso destinado a la publicidad en las 
redacciones de los periódicos de la ciudad de Bogotá, a cuyo efecto fue nombrado 
un Comandante para permanecer en cada uno de los periódicos nombrados en el 
artículo 2° de la Resolución No. 882 de aquel día, entre las cuales no Gráfico la de 
El Siglo, sin que por ello quedara eximido de las restricciones en tal acto 
especificadas; 2°) El envío, con fecha 10 de julio de 1944, y con motivo de los 
sucesos de esa fecha atrás relacionados, de una escolta de la Policía Nacional al 
edificio de El Siglo a cumplir órdenes e instrucciones del Director de esa 
institución, entre las cuales estaba la de impedir la entrada y salida de personas 
del edificio, si bien por medio de dicha escolta pudo evitarse la destrucción de las 
maquinarias del periódico, que intentaba una multitud que se había dirigido al 
indicado sitio; y 3°) La orden emanada del funcionario nombrado y dirigida a los 
gerentes de la Compañía de Energía Eléctrica de Bogotá y de la Empresa de 
Teléfonos de Bogotá, para que se abstuvieran de prestar los servicios 
correspondientes a El Siglo. Son pruebas de los hechos que se dejan 
enumerados, los documentos, testimonios y observaciones que se han 
reproducido en esta providencia o de los cuales se ha hecho mención, pues si es 
cierto que algunas de aquellas pruebas son incompletas por sí solas, también lo 
es que cada una está debidamente establecida y todas guardan estrecha conexión 
con el hecho principal averiguado, cual es el de la suspensión de las actividades 
del periódico El Siglo por cierto número de días, en virtud de hechos u 
operaciones de la Administración". 
 
Una vez determinado por la Corporación que la administración, debido a la 
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perturbación del orden público, obró con derecho y en virtud de las facultades5 que 
la Ley le otorgaba al Presidente en situaciones como la que se presentaba, 
concluyó que, sin embargo, ello no obstaba para reconocer la acusación de 
perjuicios de cierto grupo de particulares y, luego de analizar los diferentes 
sistemas de imputación que ofrecía la doctrina para casos como el estudiado, 
concluyó que el Estado debía responder patrimonialmente por haber causado un 
daño especial pues, aun obrando legalmente, causó perjuicios que debía costear, 
lo cual se dijo en estos términos: Examinadas las anteriores doctrinas modernas, 
bien se ve que, comparadas con remotas teorías de derecho, la jurisprudencia ha 
venido en constante progreso, no por saltos sino lentamente, partiendo del viejo 
principio de la irresponsabilidad total y pasando gradualmente por los de la 
responsabilidad culposa y la responsabilidad sin falta, a los actualmente en vigor 
del enriquecimiento sin causa y del daño especial, señalando los avances del 
derecho tanto en el tiempo como en el espacio. Ahora bien: al aplicar tales 
doctrinas jurídicas, expuestas, según se ha visto, con envidiable claridad por 
eminentes tratadistas, es evidente, desde luego, que en el caso de autos debe 
desecharse por improcedente la relativa al enriquecimiento, puesto que el Estado 
no derivó ningún aumento de patrimonio con la suspensión del diario El Siglo, ni 
mucho menos con detrimento de esta empresa; y, en cambio, acogerse la del 
daño especial, en armonía con la de la responsabilidad sin falta. En efecto: tanto 
por omisión como por acción, el periódico en referencia fue objeto de tratamiento 
excepcional. Lo primero, porque no se le nombró censor, al tiempo que a los 
demás órganos de la prensa diaria de Bogotá se les designó el suyo; y, lo 
segundo, porque fueron suspendidos los servicios de fuerza eléctrica y de 
teléfonos en el edificio donde funciona, y éste rodeado de una escolta de la Policía 
Nacional, que impedía la entrada y salida de las personas, elementos sin los 
cuales y medida con la cual no podía actuar. 
 
Es cierto que esta última fue tomada, en primer término, para proteger la empresa 




de una multitud amenazante, pero la prolongación de ese estado de cosas hasta 
después de la diligencia de inspección ocular extrajuicio, colocó al prenombrado 
diario en situación excepcional.  
 
Otro de los fallos que ilustra la responsabilidad objetiva antes de la Constitución de 
1991 es el fallo de 23 de mayo de 1973, actor Vitalia Duarte V de Pinilla, quien 
demandó al Estado por la destrucción de la casa situada en Bogotá, en la calle 27 
sur distinguida con el número 14-A-28, y de los muebles y enseres que en ella se 
encontraban, efectuada por el Ejército Nacional con motivo de la captura del sujeto 
Efraín González, hecho ocurrido el día 9 de junio de 1965, por lo cual reclamó el 
pago de los perjuicios materiales y morales. En este caso la Sección Tercera del 
Consejo de Estado consideró que no se trataba de un típico evento de falla en el 
servicio por negligencia o abuso de la fuerza, por el contrario, una acción legítima 
del Ejército Nacional persiguiendo a un delincuente, provocó un daño que debía 
ser indemnizado por ser consecuencia de una actividad peligrosa. En dicha 
providencia la Corporación concluyó: La Sala está de acuerdo con el señor Fiscal, 
por las razones expuestas, en que en el caso de autos no puede hablarse 
propiamente de 'falla del servicio', ni por imprudencia o negligencia en el empleo 
de las armas oficiales, ni por desproporción entre la agresión, en este caso la 
resistencia armada que opuso quién debía ser capturado, y los medios empleados 
para hacer cumplir la orden judicial6. En una situación tan dramática y confusa 
como la que se vivió en esos momentos (varias horas), era el jefe militar que 
comandaba la fuerza pública encargada de capturar a González quien estaba en 
capacidad de determinar o adecuar los medios que debía emplear para cumplir la 
orden judicial, dada la resistencia armada, muy eficaz, que oponía aquél. Resta 
decidir si la tesis planteada por el señor agente del Ministerio Público sobre 
distribución de las cargas públicas puede aplicarse al caso de autos dadas sus 
características especiales y que puede sintetizarse así: la acción armada ejercida 
para capturar a Efraín González en cumplimiento de una orden judicial expedida 




por funcionario competente no constituye falla del servicio y fue, por lo mismo, 
legítima, pero ella causó un perjuicio económico a un tercero ajeno a esos hechos, 
consistente en la destrucción de una casa de propiedad de ese tercero, razón por 
la cual al Estado corresponde indemnizar el perjuicio causado, lo que equivale a 
hacer una equitativa distribución de las cargas públicas entre todos los 
contribuyentes; desde luego que tal indemnización deberá hacerse con cargo al 
presupuesto de la Nación. Es evidente que, por lo menos, por razones de equidad 
y de justicia distributiva quien ha sufrido un perjuicio causado por la Administración 
debe ser indemnizado, y ciertamente en el caso de autos la señora Vitalia V. de 
Pínula no tiene porqué sufrir ella sola los daños producidos por un acto de la 
Administración, legítimo desde luego, al cual fue tan extraña como cualquier otro 
ciudadano. Ya el Consejo de Estado, en sentencia de fecha 30 de septiembre de 
1949, citada por el señor Fiscal, publicada en los Anales del Consejo, Tomo LXIIl 
No. 367.371. Pg. 372, se expresó así sobre este punto: En derecho público no 
todo daño genera la obligación de indemnización en los mismos términos que en 
derecho privado, que se basa en la justicia conmutativa, y que nadie puede causar 
daño a otro. Sólo cuando con la acción administrativa se quebranta la justicia 
distributiva, surge para el Estado la obligación de indemnizar 7 . El Estado en 
ejercicio de su soberanía puede en veces afectar los derechos de los particulares, 
pero si esta afectación es igual para los dos individuos que se encuentran en las 
mismas condiciones, no hay violación de la justicia distributiva que justifique 
jurídicamente la responsabilidad. El daño debe ser, por tanto, excepcional y anor-
mal, porque la responsabilidad no proviene de la naturaleza del hecho que cause 
el daño, sino del carácter singular o excepcional del daño causado. 
 
Encontramos igualmente el fallo de 28 de julio de 1987, actor Tiberio Restrepo 
Álvarez y otros, quienes demandaron la responsabilidad del Estado por la 
destrucción de la residencia ubicada en la calle 44E, número 99-30 de Medellín, 
en el curso de operativo realizado por el Comando Antiextorsión y Secuestro, 




CAES, al amanecer del 7 de diciembre de 1981. En este caso el Consejo de 
Estado concluyó que la responsabilidad del Estado estaba dada por el daño 
especial ocasionado a los demandantes reconociéndoles incluso los perjuicios 
morales sufridos por el impacto emocional producido por el actuar de la Fuerza 
Pública, según los términos expresados en dicha providencia: Para la Sala, la 
sentencia deberá confirmarse en lo fundamental, con algunas modificaciones. Los 
hechos bien probados mediante testimonios ponen de presente la responsabilidad 
estatal por el daño especial; posición doctrinaria que tiene amplio respaldo no sólo 
en la doctrina sino en la jurisprudencia nacionales. Precisamente la cita que hace 
el Tribunal del fallo de octubre 28 de 1976, de esta misma Sala, con ponencia del 
señor Consejero Valencia Arango, es bastante ilustrativa y sintetiza en forma 
afortunada la idea central: cuando la actividad de la administración deba cumplirse 
en salvaguarda de los cometidos que tiene que desarrollar y de los intereses 
generales que deba proteger y daña a alguien en forma excepcional en su vida, 
honra o bienes, le está imponiendo a éste una carga especial que no tiene por qué 
sufrir aisladamente8. En otros términos, cuando se rompe el principio de la igual-
dad frente a las cargas públicas porque éstas exceden las conveniencias 
generales y normales, el Estado estará obligado a ese resarcimiento a nombre de 
todos para, así sea patrimonialmente, restablecer el principio aludido. En este 
aspecto de la controversia no existe discrepancia, y sobra hacer otras reflexiones. 
En ese operativo antisecuestro no puede hablarse de culpa de la administración. 
No, ella debía actuar y lo hizo. Pero en su ejercicio se produjo una lesión en el 
patrimonio de los moradores de la casa de habitación que sufrió los efectos de la 
operación. Para el Tribunal esos daños no fueron sino materiales. 
 
Para el demandante se produjo, así mismo un perjuicio moral. Y la Fiscalía estima 
que éstos no se produjeron y que los materiales no debieron concretarse por el 
Tribunal por deficiencias probatorias.  
 




Para la Sala el aspecto de los perjuicios decidido por el Tribunal merece algunos 
reparos; reparos que se dan no sólo frente a los morales, sino también a los 
materiales. Frente a los primeros, se anota: si bien es cierto ha sido reiterada la 
jurisprudencia de la Corporación en el sentido de que, en principio, no cabe hablar 
del pretiumdoloris por la pérdida de bienes materiales, sino sólo por la de los seres 
queridos, en el caso concreto éstos no se reclaman por la destrucción de la casa 
de habitación, sino por la angustia que tuvieron que sufrir durante el operativo 
antisecuestro, en el que estuvieron en grave peligro de perder sus vidas. Esa 
angustia o conmoción fuerte produjo un impacto psicológico difícil de olvidar, 
gratuito para los demandantes, exagerado, fuera de lo común y excepcional frente 
a los riesgos que se deben soportar por vivir en comunidad.  
 
De allí que con estos perjuicios morales se busque no mitigar el dolor por la 
destrucción de su casa de habitación, sino por el efecto emocional que produjo en 
sus vidas la acción represiva de la autoridad pública. En ese campo no puede 
establecerse una tabla matemática para su evaluación y ni siquiera puede 
acudirse a una peritación como auxilio9. Con todo, dentro del arbitrio judicial, esa 
'guerra' particular que le tocó sufrir a los demandantes (en beneficio de todos, se 
recalca) merece su retribución. De allí que, tanto el señor Tiberio Restrepo A., 
como su cónyuge Clara Inés Ramírez de Restrepo y su hija Clara Cecilia Restrepo 
R., recibirán como compensación por los hechos que tuvieron que padecer el 
equivalente en pesos colombianos a 250 gramos oro para cada uno. Se observa 
que no es necesario que ese impacto emocional sea permanente, porque con esta 
nota no podría pensarse en la compensación de tales perjuicios morales.  
 
Con el anterior enfoque, la Sala se separa de la apreciación del Tribunal porque a 
pesar de que éste reconoce que el hecho pudo producir alteración de tipo 
emocional estima que estos perjuicios fueron comunes a todos los asociados. Y es 
aquí precisamente donde radica la discrepancia, porque es evidente que esta 




carga o angustia no fue la general o corriente a que están sometidas las personas 
por el hecho de vivir en sociedad, sino que fue algo excepcional y con notas de 
especial rigor10. 
 
Citamos finalmente el fallo de 30 de enero de 1987, actor Bertha María Martínez 
Zamudio, en la que se demandó al Estado por los perjuicios causados con motivo 
de la construcción del puente vial elevado de la intersección de la calle 53 con 
carrera 30 de Bogotá. En este evento la Sala estableció lo siguiente: Se puso en 
evidencia que la obra del puente de la 53 con la carrera 30 produjo un daño de 
carácter excepcional a los dueños del inmueble aledaño a dicha obra (número 
28A-05 de la calle 53). Daño o perjuicio que no surge de una falla del servicio (la 
actividad de la entidad demandada fue legítima) sino del hecho de habérsele 
impuesto a los demandantes una carga especial en beneficio de la comunidad, 
carga que rompe el principio de la igualdad frente a las cargas públicas (forma del 
principio general de la igualdad ante la Ley). La Sala estima que el apoyo 
jurisprudencial citado por el a quo conserva su vigencia, ya que él no hace otra 
cosa que relievar el postulado de que interés general debe prevalecer sobre el 
particular. Fuera de las sentencias citadas y transcritas en parte en la motivación 
del fallo recurrido la Sala menciona el fallo del Banco Bananero en el que se hace 
la presentación de la tesis doctrinaria del daño especial con sus alcances, 
precisiones y exculpaciones (Sentencia de fecha 28 de octubre de 1976. Ponente: 
Doctor Valencia A.). No encuentra tampoco la Sala razones para no acoger las 
apreciaciones probatorias hechas por el Tribunal. Tanto la inspección judicial 
como el dictamen pericial constituyen plena prueba no sólo de la existencia del 
perjuicio sino de su magnitud, V se refuerzan sus conclusiones con las 
declaraciones de los testigos que son contestes en las circunstancias de modo, 
tiempo y lugar. Así mismo nada hay que objetar en tomo a la autoría de la obra, a 
los beneficios generales que ella reporta y a los perjuicios particulares que implicó 
para los demandantes. 





Así en los fallos comentados el Consejo de Estado concluyó que los avances de la 
doctrina y la jurisprudencia para entonces, permitían considerar no sólo nuevos 
sistemas de imputación de responsabilidad11 del Estado, sino que éstos podían 
serlo de responsabilidad sin falta, responsabilidad objetiva en la que el Estado 
limitaba su actuación a lo legítimamente concebido en las leyes y reglamentos 
pero sin embargo, sin que pudieran ignorarse los perjuicios causados a los 
particulares de forma excepcional, sin que debieran tolerarlo como un daño común 
o carga colectiva. 
 
Daño especial        
 
Esta teoría parte de un principio básico del derecho moderno cual es, la igualdad 
de los ciudadanos frente a las cargas públicas. Como lo citaba GARCÍA OVIEDO, 
mientras un ciudadano soporte las mismas cargas que los demás, nada puede 
reclamarle al Estado pero si llega a soportar una carga especial surge el deber de 
indemnizar a cargo de éste último. Se trata entonces de un principio de derecho 
basado en el pensamiento del colectivo, según el cual las necesidades de la vida 
colectiva exigen que cada uno soporte sin indemnización los daños resultantes del 
ejercicio legal y regular de la potencia pública, a menos que el Legislador no 
disponga otra cosa. Así concebido, el daño producido por la Administración no da 
lugar a reparación sino en el caso en que es anormal por su importancia y por su 
carácter excepcional. 
 
La Administración tiene el derecho de imponer este sacrificio especial como 
gestora suprema del interés público pero mediante indemnización, al efecto de 
restablecer la igualdad de las cargas. Insiste el autor en lo siguiente: Tratase, 
pues, de un principio justo que parte, en las colisiones de intereses, del 
predominio del interés colectivo, predominio que autoriza a la Administración a 




imponer a un ciudadano un sacrificio especial, limitado por la regla de justicia de 
que la colectividad temple este rigor compensando al particular el daño por éste 
recibido12. 
 
Esta teoría es superior a la del enriquecimiento sin causa, por ser más 
comprensiva. Puede asegurarse que en todos los casos en que se produce un 
enriquecimiento, se padece igualmente un daño especial, mas no el contrario, a 
menos que al concepto del enriquecimiento se le dé una significación amplísima, 
entendiéndose por tal todo aumento de bienestar público y no concretamente de 
patrimonio administrativo, como sabiamente lo estima la doctrina corriente Daño 
especial no significa daño considerable. El ciudadano que cumple el deber militar 
sufre una carga importante, más por pesar sobre todos los ciudadanos no le 
produce un daño especial. Por esta circunstancia el servicio militar no origina 
indemnización no procede indemnización tampoco en los casos de daños 
cotidianos que sufrimos como resultado de la vida colectiva (ejemplo: un 
comerciante que por reparación en la calle donde tiene instalado su negocio ve 
disminuidas sus ventas) tampoco, finalmente, cuando el daño no menoscaba el 
derecho tal como está concebido y reglamentado por la Ley, esto es, con 
limitaciones impuestas por razón de policía (saneamiento de un terreno, 
demolición de un edificio ruinoso, etc.) 
 
Son típicos eventos en que se declara la responsabilidad del Estado por daño 
especial la privación injusta de la libertad, en donde la responsabilidad objetiva se 
basa en los principios de justicia y libertad que inspiran el Estado Social y 
Democrático de Derecho13. 
La persecución de los agentes a la subversión, en un actuar legítimo del Estado 
de garantizar la seguridad y el orden y combatir la delincuencia, también puede 
generar responsabilidad civil a título de daño especial, porque impone al particular 






un sacrificio anormal del que el resto de los ciudadanos se están beneficiando y, 
por ello, la Nación con cargo al presupuesto de todos debe indemnizar esa carga 
excepcional. 
 
Lo mismo ocurre en los casos en que la utilización de un bien inmueble particular 
o privado por parte de las autoridades públicas, sufre un daño que menoscaba el 
patrimonio de su dueño, aunque no haya mediado negligencia del Estado. 
 
La misma jurisprudencia ha reconocido que "ha existido una gran confusión, tanto 
en la jurisprudencia como en la doctrina entre el daño especial y el riesgo 
excepcional, quizás porque de pronto los dos regímenes se fundamentan en el 
principio de igualdad de las personas frente a las cargas públicas y porque ambos 
han invocado, para su existencia, razones de equidad, sin detenerse a pensar que 
la actividad legítima del Estado causante del daño puede ser riesgosa o no. En el 
riesgo excepcional, el título de la imputación del daño al Estado será el Riesgo, de 
modo que el daño sufrido surge de la actividad riesgosa; en cambio, el daño 
especial será directamente la ruptura del principio de igualdad frente a las cargas 
públicas de modo que la antijuridicidad del daño dependerá exclusivamente de tal 
desequilibrio y deberá tener las características de anormalidad y especialidad. 
 
El Estado expone en riesgo a unas personas más que otras en su actuar legítimo, 
como por ejemplo el vivir cerca a instalaciones oficiales como lo son los CAÍ, que 
son apetecidas por este tipo de delincuentes. Es ese riesgo creado por el Estado 
lo que hace que el daño le sea imputable y no la vulneración a la igualdad frente a 
las cargas públicas. Sin duda, el planteamiento de la Sala encuentra sustento, en 
estos dos fallos, en una razón distinta del incumplimiento de un deber por parte del 
Estado. Se reconoce en éstos la legitimidad y legalidad de su actuación, pero se 
considera que, en cumplimiento de sus funciones, ha puesto en situación especial 
de riesgo a una o varias personas en particular, por lo cual su sacrificio se torna 
30 
 
excepcional y da lugar al surgimiento de la responsabilidad14. También se ha 
incluido dentro de este sistema de imputación la responsabilidad del Estado por el 




La responsabilidad objetiva por riesgo excepcional ha sido decantada por la 
jurisprudencia en los eventos de actividades peligrosas, como el uso de armas de 
dotación oficial, la conducción de vehículos, las redes de energía eléctrica y toda 
situación que implique riesgo como los atentados terroristas a objetivos públicos 
ubicados cerca de bienes o personas particulares o la ejecución de determinadas 
obras públicas. 
 
También con anterioridad a la constitución de 1991 se había desarrollado la teoría 
del riesgo excepcional como parte de los sistemas objetivos de responsabilidad. El 
Consejo de Estado, en sentencia de 20 de febrero de 1989, expediente 4655, 
había expresado que "el régimen de responsabilidad por riesgo excepcional podía 
incluirse dentro de los denominados regímenes objetivos, en los que el elemento 
falla del servicio no entra en juego. 
 
En efecto, no está el actor obligado a probarla ni el demandado a desvirtuarla, y la 
administración sólo se exonera demostrando la existencia de una causa extraña 
que rompa el nexo de causalidad". 
 
En relación con los daños provocados por actividades de peligro como la 
conducción de redes de energía eléctrica, éstas siempre han sido consideradas 
como fuentes de riesgo que de concretarse en perjuicio de un particular, el Estado 
no puede exonerarse probando una ausencia de falla. 
En cuanto a las colisiones de vehículos, los daños generados por su conducción 




estuvieron sometidos en un principio y hasta 1989 al régimen de la falla probada. 
Posteriormente a ese año se consideró para resolver estos casos el régimen de la 
falla presunta en atención a que "un vehículo automotor, por su peligrosidad, al ser 
nexo instrumental en la causación de un perjuicio, compromete de por si la 
responsabilidad del ente público a quien el vehículo pertenece, sin necesidad de 
que se pruebe la falla del servicio, que por demás bien puede existir". 
 
Sin embargo, luego del año 1992, el Consejo de Estado señaló que la falla 
probada o presunta sólo debía aplicarse a los casos de fallas médicas donde sí se 
juzgaba la conducta de la administración; en cambio, tratándose de actividades o 
cosas peligrosas, lo que se juzga es el daño antijurídico, pasándose de una 
presunción de falla a una mal llamada presunción de responsabilidad, criterio éste 
que se aclararía en sentencia de 2000 cuando se dispuso que tal presunción de 
responsabilidad no existía porque ello implicaba que todos los elementos de la 
responsabilidad podían inferirse no siendo ello posible jurídicamente15. 
 
Con todo, en la actualidad se considera en principio el régimen de responsabilidad 
objetiva, pero sin desconocer que en ciertos eventos, cuando a ello haya lugar la 
concurrencia de culpas puede presentarse cuando los vehículos colisionan en 
marcha y tienen similares características en tamaño, volumen o potencial para 
desarrollar velocidad, entre otras. Ya en los eventos en que se produce la 
violación de normas de tránsito será factible la responsabilidad del Estado por el 
régimen subjetivo de responsabilidad por falla en el servicio. 
 
Sobre el uso de armas de dotación oficial la jurisprudencia ha distinguido 
situaciones en que todavía puede predicarse el régimen de la falla en el servicio, 
aunque en la actualidad el primero aplicable es el de la responsabilidad por riesgo 
excepcional, evento en el cual sólo basta demostrar el daño y la relación de 
causalidad, cuando en actos de servicio, con armas de dotación oficial y en cum-




plimiento de deberes oficiales se producen lesiones, muerte o daños a los bienes, 
sin embargo, si los agentes del orden pese a usar las armas oficiales o incluso en 
servicio activo están incumpliendo su legítimo deber, los daños ocasionados lo 
serán por una falla en el servicio. 
 
Tratándose de situaciones que impliquen riesgo, la jurisprudencia ha declarado la 
responsabilidad extracontractual del Estado por los atentados terroristas, siempre 
que éstos vayan dirigidos a un objetivo institucional del Estado y que su ocurrencia 
no haya sido anunciada o prevista por los organismos de inteligencia, casos éstos 
en los que de causarse perjuicios a los particulares por un atentado a un edificio 
público, no hablaríamos de daño especial sino de una falla del servicio de 
seguridad del Estado por omisión o negligencia16. 
 
Con respecto a la ejecución de obras públicas, el principio base por el cual 
responde patrimonial mente el Estado a pesar de haber sido contratada una obra, 
es el principio ubiemolumentiimibionusessedebet (donde está la utilidad debe estar 
la carga), de manera que por el hecho de contratarse a un particular para ejecutar 
una obra pública, el Estado no se exonera por la situación de riesgo creada por las 
obras de construcción si dicho riesgo finalmente se concreta causando perjuicios. 
Señala la jurisprudencia que en estos casos, "desde el año de 1985 en sentencia 
del 3 de octubre de 1985, expediente 4556, se ha considerado que cuando la 
administración contrata la ejecución de una obra pública es como si la ejecutara 
directamente. Es ella la dueña de la obra, su pago afecta siempre el patrimonio 
estatal y su realización obedece siempre a razones de servicio y de interés 
general.  
 
El hecho de que no la ejecute con personal vinculado a su servicio obedece más a 
insuficiencia o incapacidad técnica de su propio personal o a falta de equipo 
adecuado. Esta posición fue reiterada por la Sala en otra providencia del 25 de 




junio de 1997, expediente 10.504, en la cual se señaló que la responsabilidad que 
se le puede imputar a la administración en estos eventos está sustentada en los 
siguientes principios: -Cuando la administración contrata la ejecución de una obra 
pública es como sí ella misma la ejecutara directamente, -Que es ella la dueña de 
la obra. -Que su pago afecta siempre patrimonio estatal. -La realización de esas 
obras obedece siempre a razones de servicio y de interés general. -Que no son 
oponibles a terceros los pactos de indemnidad que celebre con el contratista, vale 
decir para exonerarse de responsabilidad extracontractual frente aquellos, pues 
ella es la responsable de los servicios públicos y por ende se obliga17. 
 
Con todo, la jurisprudencia ha señalado que, tratándose de la responsabilidad ob-
jetiva basada en la teoría del riesgo excepcional para la prueba de los elementos 
de responsabilidad, debe tomarse en cuenta lo siguiente: "Respecto al hecho 
dañador: al demandante le basta demostrar la ocurrencia del hecho vinculado al 
ejercicio de la actividad peligrosa y por esto no tiene que probar la calificación de 
la conducta subjetiva del demandado, como sí ocurre en el régimen de 
responsabilidad por falla probada; por aquello mismo, el demandado no se 
exculpa demostrando diligencia y su cuidado. En cuanto al daño: el actor tiene que 
demostrar la existencia de un daño con las siguientes cualidades: cierto, particular,  
anormal y que recaiga o sobre una situación de acto o de hecho que esté 
protegida jurídicamente o sobre la cual el Estado haya generado confianza 
legítima. -En cuanto al nexo de causalidad: el accionante también tiene que 
demostrar enjuicio la causalidad adecuada entre el daño padecido y la conducta 
de riesgo imputada al Estado mediante prueba directa o indirecta, porque la Ley 
no ha señalado en materia de relación causal ni presunciones legales respecto de 
las cuales, probado un hecho, el Legislador infiera su causalidad adecuada, ni 
tampoco los conocimientos del juez sobre la realidad social lo autorizan para 
deducir con certeza el nexo de causalidad eficiente y determinante. La prueba del 
nexo puede ser: a) directa, mediante los medios probatorios que lo representan 




por sí mismo y/o b) indirecta, mediante indicios; este medio de convicción lógico 
indirecto requiere de la demostración de unos hechos indicadores que apunten 
con fuerza el hecho indicado"18. 
 
Debe advertirse finalmente que, tratándose ya sea del sistema del daño especial 
como el del riesgo excepcional, la Administración sólo puede exonerarse de 
responsabilidad demostrando en el litigio que el hecho dañoso fue producto de la 
culpa exclusiva y determinante de la víctima, del hecho también exclusivo de un 
tercero o de la fuerza mayor, no pudiendo alegarse como eximente el caso fortuito. 
 
La responsabilidad patrimonial del estado a partir de la constitución de 1991 
 
En la vigencia del artículo 90 el Estado asumió responder patrimonialmente por los 
daños antijurídicos que le sean imputables causados por la acción o la omisión de 
las autoridades públicas, dando un viraje total y proceder a asumir la 
responsabilidad por parte del Estado y así lo ha manifestado la sección tercera, 
señalando que desplaza el problema de la antijuridicidad de la conducta de la 
persona administrativa funcionamiento irregular del servicio público y lo radica en 
la antijuridicidad del daño19. 
 
De conformidad con el artículo 90 de la Constitución Nacional: 
 
A. Se establece un tipo de responsabilidad institucional que abarca a los daños 
que cause cualquier autoridad pública. 
B. Un daño antijurídico producido por falla en el servicio o la responsabilidad 
objetiva. 
C. Debe ser imputable por acción u omisión a una autoridad pública. 
                                                          
18 Ibidem. 
 
19 AREVALO REYES, HECTOR DARIO, Responsabilidad del estado y de sus funcionarios; Ediciones 




La Sentencia del Banco Bananero 1976, ponente doctor JORGE VALENCIA ARANGO, 
Sección Tercera del Consejo de Estado hace recorrido completo sobre los temas 
de responsabilidad extracontractual del Estado, recuento de la evolución de la res-
ponsabilidad directa e indirecta hasta llegar al concepto de falla del servicio, 
responsabilidad objetiva, responsabilidad sin culpa. 
 
 
Falla del servicio   +    nexo causal  +  daño   = falla = culpa 
 
Falla del servicio:  
 
La responsabilidad requiere del soporte de la falla del servicio, la existencia del 
daño y el nexo causal entre los dos, si logramos demostrar los tres elementos, hay 
que declarar responsabilidad, pero si no se demuestran ni peligro que se deba 
declarar. 
 
Siempre que hay responsabilidad hay falla del servicio, pero no siempre que haya 
falla del servicio cargamos con responsabilidad20. 
 
Entonces, hay falla del servicio: 
 
 Cuando el servicio no se presta 
 Cuando se presta en forma irregular 
 Cuando se presta tardíamente. 
 
Ejemplo: estoy llegando a mi casa a media cuadra del Cai, observo que se están 
entrando los ladrones, me dirijo allí y les informó lo que veo, y los policías 
responden: 'espere un momento que ya vamos; y al llegar ya se han llevado todo. 




(Prestación tardía del servicio), en el mismo ejemplo, los agente responden: no 
podemos ir porque no podemos dejar el Cai solo, si quiere vaya que en otro barrio 
lo pueden ayudar (falla del servicio porque no lo prestaron), en el mismo ejemplo, 
llego al Cai y les digo que hay cuatro tipos armados robándome y los 4 agentes 
salen con bolillos (prestación irregular), cuando llegan allá los ladrones los cogen a 
tiros y se fugan. Estas son las tres formas tradicionales de establecer cuando hay 
falla del servicio. 
 
Cuando hablábamos de falla del servicio se debía tomar en cuenta el contenido 
obligacional, es decir, el compromiso que normativamente obliga al Estado a 
asumir una determinada función y que para establecer cuándo había falla del 
servicio uno debía acudir a la norma y observar si ésta se había o no violado, en 
caso que se presentara la violación se podía afirmar con seguridad que se daba 
una falla en el servicio21. 
 
Es el mismo caso que se presenta cuando una persona le da a otra, a título de 
mutuo, un dinero, en el momento en que el deudor incumpla su obligación 
podemos hablar de culpa del deudor, aquí en vez de decir culpa del Estado, 
hablamos de falla del Estado en la prestación del servicio, nos vamos a la norma; 
y si se violó el contenido obligacional de la norma, hay falla del servicio. 
 
Ese contenido obligacional tiene dos formas de presentarse: una forma específica 
y una forma genérica. La forma específica la encontramos en cada norma 
determinada precisa. Cuando el agente de policía mata al raponerito con su fusil 
Galil, le pega 15 tiros en la cabeza ¿qué está haciendo? Está incumpliendo una 
norma que le dice a la fuerza pública, las armas son de defensa, no de agresión, 
son para persuadir, no para agredir. No utilice las armas a menos que el caso sea  
extremo, si necesita utilizarlas en caso extremo procure hacerle el menor daño 
posible a la víctima. No lo estaba cumpliendo el policía porque en vez de tirar a los 




pies le tiró a la cabeza; entonces ahí se está incumpliendo claramente la 
obligación. 
 
Cuando hay una norma que dice hay que transitar por la derecha, respetar los 
semáforos y las demás señales de tránsito, entonces, en el momento en que el 
conductor de un vehículo oficial transita por la izquierda, en contravía, no debe 
manejar embriagado, y está embriagado, no respeta las señales de tránsito, se 
está presentando una falla en el servicio en cada situación, está irrespetando el 
contenido obligacional de la norma en cada caso específico. 
 
Pero hay ocasiones en las que no se presenta tan claro ese contenido 
obligacional, entonces se dice que es un contenido obligacional de carácter 
genérico y la norma a la cual se accede en esos casos es la imposición 
constitucional, antes artículo 16 de la Constitución de 1886 hoy artículo 2ºde la  
 
Constitución Política de 1991. Que contiene la obligación del Estado de proteger 
en vida, honra y bienes a las personas, obligación de medio y no de resultado, 
distinción que más adelante vamos a ver22. 
 
Hay ocasiones en las que ese contenido obligacional casi no se encuentra ni 
siquiera en la norma, sino que es el mismo juez, el tallador, el que lo va 
estableciendo jurisprudencialmente. 
 
En relación con este contenido obligacional genérico que en ocasiones es el 
mismo juez que lo señala, tenemos como ejemplo el caso del presidente del 
Tribunal Superior de Valledupar. Ya había sufrido un atentado, superado el hecho 
le colocaron alguna vigilancia que con el tiempo le retiraron más adelante se 
presentó un atentado y ahí murió. La esposa y los hijos demandaron en acción de 
reparación directa. En la decisión inicial del Consejo de Estado consideró que no 




había lugar a declarar falla del servicio porque el magistrado no le había pedido en  
forma expresa y por escrito la protección al Estado. No les escribió a los señores 
comandantes de Policía que lo estaban amenazando, que su vida estaba en 
peligro, que por favor le prestaran una vigilancia adecuada. Como no se hizo en 
esta forma el Consejo de Estado llegó a la conclusión, en una primera decisión, 
que no había falla del servicio porque se necesitaba la petición escrita y expresa 
de protección, entonces, fíjense que el mismo juez está poniendo el contenido 
obligacional genérico (hay que pedir la protección expresamente, para que se dé 
la falla del servicio, en caso que no se tenga la misma). 
 
La sentencia del Consejo de Estado fue recurrida en súplica extraordinaria, 
recurso que se da contra las sentencias de las secciones del Consejo de Estado 
cuando el fallo de alguna de las secciones va en contra de la jurisprudencia 
sentada por la sala plena de la corporación, entonces, con base en que se estaba 
contradiciendo alguna jurisprudencia de la sala plena de la corporación, 
interpusieron el recurso de súplica que fue fallado negativamente23. 
 
Más adelante interpusieron recurso de anulación y el Consejo de Estado al 
estudiarlo dio un vuelco a su criterio; cabe anotar cómo en relación con la primera 
sentencia, la que denegó porque no se había pedido la protección por escrito, 
hubo dos salvamentos de voto, uno de ellos por el doctor CARLOS BETANCUR 
JARAMILLO y otro el doctor LOU MURTRA, Cuando el Consejo de Estado conoció el 
recurso de anulación se cambió y se dijo: "No, lo importante no es que la persona 
pida la protección, eso no siempre es así, hay ocasiones en que la situación 
misma del individuo, la situación misma de la persona, por si sola, genera la obli-
gación estatal de brindarle protección, entonces en el caso del magistrado del 
Tribunal de Valledupar que había sido víctima ya de un atentado y que la gente 
estaba enterada de las amenazas que circulaban en el medio, y que las 
autoridades de la región conocían del peligro en que se encontraba, ha debido el  




Estado voluntariamente brindarle la vigilancia, no se la brindó, incurrió en falla del 
servicio y condenaron responsabilidad. Curiosamente es de los pocos negocios 
que ha ido a la sala plena en dos oportunidades. 
 
La tesis inicial del Consejo de Estado era la exigencia de solicitar por escrito la 
protección luego cambia y dice: no, hay ocasiones en las que no se requiere la 
petición escrita, sino que la situación de la persona obliga a prestarle una vigilan-
cia adecuada al momento, sin necesidad que la requiera. 
 
¿Qué sucede cuando la fuerza pública deja de prestar el servicio sin informar al 
magistrado? Aquí dejó de prestar el servicio y el magistrado tampoco hizo nada 
sobre el particular; consideraron que el peligro había cesado cuando pasó el 
primer atentado y dejaron las cosas así. Posteriormente se presentaron amenazas 
(en el proceso aparecen testimonios de los amigos), pero sin hacer expresa 
manifestación ante las autoridades, entonces, por eso lo negaron24. 
 
El punto es que se puede dar simultáneamente el contenido obligacional 
específico con el contenido obligacional genérico, no hay contraposición entre una 
y otra; ahora, hay ocasiones en las que no obstante haberse causado un daño, no 
es posible entrar a declarar la responsabilidad del Estado, cuando en razón que 
ese contenido obligacional encuentra unas limitaciones que por regla general son 
de orden económico, financiero, humano, tecnológico, que impiden materialmente 
la prestación adecuada del servicio, en cuya falla, en cuya omisión se dio el hecho 
dañoso, es el relacionado con la relatividad de la falla del servicio, acerca de la 
posibilidad en que se encuentra el Estado en un momento determinado de prestar 
un auxilio a un ciudadano que se encuentra gravemente herido en una región 
abandonada del Amazonas. ¿Qué puede hacer el Estado frente a una situación de 
esas? ¿Si se le puede reclamar responsabilidad al estado porque se muere el 
lesionado, en un sitio donde apenas hay un médico recién egresado de la 




universidad, con unos implementos mínimos para hacer una cirugía? por ejemplo: 
llega un paciente en muy mal estado y el médico hace todo lo que puede, lo 
interviene, sutura, en fin, pero carece de todos los elementos técnicos necesarios 
para poderlo sacar adelante, ¿en esta situación se considera y se puede hablar de 
falla del servicio? No, porque se debe consultar la realidad del país. Otro ejemplo 
que guarda relación con el tema, es el de un grupo en un poblado de cualquier 
región de Colombia, de las muchas afectadas por la guerrilla, que amenazaron 
secuestrar a dos ganaderos y ellos piden a la Policía que por favor les brinde 
protección. El comandante de la Policía contaba con ocho agentes de los cuales 
dos le entrega a cada ganadero, queda con cuatro agentes en el pueblo; 
comienzan a circular rumores que la guerrilla se va a tomar el pueblo, frente a esta 
situación el comandante de policía dice a los cuatro que estaban de escoltas, 
¡vengan porque van a tomarse el pueblo! los policías regresan y llega la guerrilla y 
secuestra y mata a los ganaderos, después que se había pagado el dinero por el 
rescate. Los familiares de las víctimas demandaron y dentro del daño emergente 
que reclamaban solicitaban el pago de la suma que habían entregado como 
rescate para poderlos liberar, (hablamos de un momento en que la legislación era 
permisiva en ese sentido, todavía no se había prohibido legalmente el pago del 
rescate), entonces, esa es una situación en la que el Estado también dejó de 
prestarle la vigilancia a las personas, pero les dejó de prestar la protección porque 
no les podía entregar más vigilancia, so pena de sacrificar al resto de pobladores 
de la región, entonces, era más importante las dos, tres, cuatro o cinco mil 
personas que esos dos ganaderos que estaban allí en esas condiciones. Mientras 
pudo, el Estado les brindó los medios de protección, pero cuando no pudo tuvo 
que retirarlos. No se declaró la falla del servicio, porque se consideró que no podía 
el Estado sacrificar a la comunidad en pro de dos individuos25. 
 
Cuando se acude en busca de auxilio a un hospital para solicitar servicio médico 
para un enfermo, el médico y la entidad por él representada le están diciendo al 




señor, yo lo encuentro a usted gravemente lesionado y le ofrezco los servicios 
profesionales de un experto en la materia, le ofrezco los elementos indispensables 
con los que cuento para atenderlo, los medicamentos, la atención, todo, dentro de 
mis capacidades, pero no le garantizo que usted salga de aquí vivo ¿por qué? 
Porque es obligación de medio; se comprometen a dar la atención necesaria, 
colocando la diligencia, el cuidado, dándole el tratamiento correcto científicamente 
para que la persona se recupere, pero si se muere no hay culpa. SÍ el estado, el 
servicio médico, demuestra que prestó los medios suficientes, que el médico era 
un profesional capacitado, demuestre que el servicio de recuperación también lo 
fue que el tratamiento de drogas también lo fue, que se Je prestó cuidado hasta el 
momento en que salió de la clínica y después murió, o que si murió estando en la 
clínica, desde que el estado haya cumplido con las obligaciones de medio no hay 
lugar a reclamarle por falta en el servicio. Por ejemplo: en el caso del Doctor GA-
LÁN: ¿qué hizo el Estado respecto al Doctor GALÁN? El Estado dijo ¡Doctor GALÁN!, 
nosotros le damos custodia, le vamos a colocar 20 escoltas, le vamos a 
suministrar implementos de seguridad personal, uno o dos carros blindados, 
también carros para movilizar a los escoltas, vamos a colocarle una ambulancia 
cercana para cualquier emergencia, le vamos a hacer un seguimiento de 
seguridad, ¡usted es un hombre de riesgo número uno en el país, hoy por hoy  
Entonces, yo Estado colombiano, le ofrezco todo lo que le acabo de nombrar, pero 
hasta ahí llego26. El Estado no le podía decir: Doctor GALÁN tranquilo que a Usted 
no lo dejamos matar, eso era garantizar resultados, puede garantizar los medios, y 
la obligación del Estado era esa, garantizarle todos los medios posibles para que 
no sucediera lo que sucedió, entonces, la obligación del Estado se cumplió, 
porque era obligación de medio. El Estado hizo todo lo que pudo dentro de sus 
posibilidades; ya llegar al extremo que dentro de tres mil o cuatro mil personas un 
de ellas llegue y lo mate, eso se sale de la capacidad divina del Estado. 
Es importante recordar, que cuando reclamemos responsabilidad del Estado, 
existe una responsabilidad que es una obligación de medio y no de resultado. 




En relación con la falla del servicio, en Bogotá en la 7a con 6a. en un 
establecimiento de billar, estaba un individuo medio hampón que había tenido un 
problema de billar, llegó a jugar y pensó que había encontrado el personaje con el 
cual a la fija se podía recuperar y resultó que el muchacho con el que jugó le ganó, 
y entonces por ser perdedor debía pagar, cuando le pasaron la cuenta y no tenía 
con qué pagar, entonces. Empezó a discutir y a pelear con el muchacho y éste le 
pegó unos buenos golpes, él quedó mal y su orgullo quedó afectado en el sector. 
Al poco tiempo, en el mismo lugar, se encontraba este hamponzuelo tomando 
trago con un agente de la Policía, su compadre, el agente de la policía estaba de 
vacaciones, sin uniforme y tenía un revólver, sin salvo conducto y no era de 
dotación oficial, era personal del agente, estaban allí tomándose unas cervezas, 
cuando entró el muchacho que le había dado la paliza, cuando lo vio y le dijo al 
agente: ¡hermano présteme el revólver que voy a arreglar allí un asuntico, con el 
tal por cual que llegó, ese fue el que le conté que el otro día me dio unos golpes! 
Se lo entregó, el hombre comenzó la discusión con el muchacho y en un momento 
le disparó, estaba éste cayendo cuando entra el hermano menor, el joven ve eso y 
le pregunta ¿por qué le hizo eso a mi hermano? y disparó y el otro nuevamente 
entró la mamá de los heridos y también le disparó. El individuo sale corriendo y el 
policía sale detrás, ¡oiga, pare, espérese, devuélvame el revólver, no me lo quite! 
El agente solamente se fue preocupado por recuperar el arma, nada más, 
entonces, ¿hay o no hay falla del servicio? El hecho no es tan fácil de manejar, es 
de los puntos más difíciles que hay en derecho de responsabilidad, que consiste 
en establecer cuándo la culpa del agente (porque se considera culpa personal del 
agente), tiene nexo con el servicio y cuándo no27. 
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado no ha sido estable, uniforme sobre el 
particular, la misma doctrina ha vacilado mucho para establecer cuándo se da ese 
nexo de la culpa con el servicio o cuándo no se está dando la culpa con el 
servicio.  




Aquí se han planteado sentencias del Consejo de Estado donde se ha llegado a 
este extremo, de decir por el hecho que yo me encuentre en vacaciones no dejo 
de ser policía, desde que no sea separado del servicio, yo tengo relación con el 
mismo. 
 
En la misma forma que las sentencias penales no obligan al juez administrativo 
porque en lo penal se discute la responsabilidad personal y en lo administrativo la 
responsabilidad institucional, la del ente estatal, se les debe dar un manejo 
diferente. 
 
Se ha dicho que en el evento en que usted cometa un daño con revólver a 
particular y con el de dotación, eso implica una falla del servicio, ¿por qué? porque 
la institución le permitió a usted que utilizara un revólver para el cual no tenía 
salvoconducto, entonces, dicen que hay una falla del servicio y hacen la relación 
con el nexo del servicio, no es fácil delimitar una situación de otra. 
 
4.1.2 CONCEPTOS GENERALES SOBRE LAVADO DE ACTIVOS 
 
El lavado de activos considerado en muchos países como conducta criminal 
sancionada por la ley, tiene el mérito de ser, quizá, la actividad delictiva más 
compleja, especializado, de difícil detección y comprobación, así como una de las 
que mayor rentabilidad genera para las organizaciones criminales. Sin embargo y 
a pesar de que en el mundo se ha lavado dinero durante mucho tiempo, es sólo a 
partir de la década de 1920 que contra el problema se ejercieron controles por 
parte de algunas autoridades, inicialmente con timidez. 
 
Sin embargo, es en razón de la evolución de los mecanismos tendientes a 
combatir el lavado de activos, que la delincuencia diseña nuevas estructuras 
financieras y económicas a través de las cuales sea posible canalizar los recursos 
obtenidos como consecuencia de su actividades ilícitas sin ser percibidos, e 
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introducirlos en el torrente monetario y/o a través de algunos de los sectores 
económicos; generando mediante el desarrollo de actividades y operaciones 
comerciales, financieras, bursátiles y societarias entre otras, una apariencia de 
legalidad y/o de legitimidad sobre bienes que, siendo considerados producto, 
instrumento o efecto de un delito o como consecuencia de su transformación, 
logran incorporarse formalmente al patrimonio del delincuente, de la organización 
criminal o de sus auxiliadores, facilitando con ello el incremento de su capacidad 
económica, el acceso a las esferas de poder y en todo caso el incremento de la 
actividad criminal28. 
 
También se ha advertido, otro tipo de especialización y clasificación autónoma de 
la actividad del lavar dinero, haciendo uso de empresas que se dediquen 
específicamente a dicha labor. 
 
Algunos autores han considerado que tal nivel de especialización, puede ser 
valorado como una manifestación de debilidad de las organizaciones criminales 
incapaces de dar respuesta por sí misma a la entrada lícita de los capitales por lo 
que acuden a terceros ajenos a ellos, para realizar el lavado de los bienes que han 
generado ilícitamente. Sin embargo, en realidad tal situación debe verse como una 
necesidad propia de esas grandes organizaciones económicas que, al producir un 
volumen tan elevado de lavado de activos, pueden acudir a otros que poseen 
suficiente preparación como para garantizarles una adecuada gestión, discreción, 
esmerada atención, profesionalidad, etc., a cambio de una comisión, previamente 
establecida. 
 
De manera dolosa, se utilizan abogados, que conscientemente se prestan para 
lavar fondos, ya que este tipo de profesionales, puede romper el vínculo directo de 
esos bienes, quienes amparados por el secreto profesional, no tienen que declarar 
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las ilicitudes que conozcan29. 
 
Esta posibilidad aparece una vez ha sido encausado penalmente un sujeto 
dedicado al crimen organizado, que este aprovecha la incoación de un 
procedimiento penal para utilizar fondos ilícitos en el pago de los honorarios del 
abogado encargado de la defensa. 
 
En esta acción susceptible de ser considerada como constitutiva del delito de 
lavado de dinero, a modo de entender, podrá verificarse esencialmente de dos 
maneras: una, mediante el acuerdo con el letrado defensor que aceptare un monto 
real por el pago real de sus servicios y otra por garantizar el lavado de dinero de 
recursos del cliente, todo quedaría inmersa en una suma que sería debida al pago 
de sus honorarios. De otra parte si, por ejemplo, un conocido narcotraficante 
contrata un letrado para que lo represente en un proceso legal, estará pagando 
con fondos sucios sus servicios, y por tanto, puede entenderse que se está 
lavando dinero. 
 
Según estas dos posibilidades se aprecia que el abogado conoce que se trata de 
un sujeto conocido como narcotraficante; en el primero actúa dolosamente 
realizando el delito de lavado de dinero, y en el otro acepta por sus servicios un 
dinero posiblemente sucio. 
 
Por cualquiera de esas hipótesis, algunos autores han propuesto que se castigue 
al abogado defensor. 
 
Tal posibilidad ha generado preocupación en naciones como Italia y Estados 
Unidos, donde se ha pretendido truncar los beneficios que por partida doble 
pueden obtener los blanqueadores: por una parte legalizar sus bienes y por otra 
recibir una defensa ―rollsroyce‖, ya que como resultado de su riqueza se les 




permite pagar a los más expertos y costosos penalistas, lo que ha conducido a 
pronunciamientos extremos e inadmisibles, tendientes a eliminar el derecho del 
acusado a recibir los servicios de un abogado. 
 
Sin lugar a dudas, tomar partido, puede menoscabar derechos fundamentales, o 
generar un caos de inseguridad jurídica, al negar al procesado (que por tal calidad 
tiene la presunción de inocencia), el tener una defensa técnica de confianza. 
 
Corresponde señalar que la jurisprudencia y bibliografía en el país sobre el tema 
es muy escasa, por no decir que tímida y solapada, donde se advierte, decisiones 
heterogéneas, las que también pueden propiciar puntos de partida para abrir el 
debate que se propone desde el mejor escenario, la academia. 
 
DEFINICIÓN DEL DELINCUENTE QUE MATERIALIZA LA CONDUCTADE 
LAVADO DE ACTIVOS ATRAVÉS DE LA INTERNET 
 
El principal obstáculo que se presenta en la detección de delitos financieros, 
principalmente30 los de Cuello Blanco y específicamente Lavado de Activos, lo 
constituye los nuevos y cada vez más sofisticados métodos, como nuevos 
instrumentos financieros con el adelanto de la tecnología en manos de criminales 
que podemos denominar "delincuentes informáticos" los cuales se  denominan: 
HACKERS, CRAKERS y CIBERPUNK". 
 
LABOR Y OBJETIVOS DE LOS DELINCUENTES CIBERNÉTICOS O 
INFORMÁTICOS 
Estos criminales, delinquen, "los primeros, asumiéndolo como un reto; los 
segundos como la oportunidad para obtener ganancias económicas y los terceros 
por el solo placer de ocasionar graves daños en los archivos y documentos". 
                                                          
30  ANTOLINEZ CARDENAS, BLANCA NIEVES: Lavado de Activos. Capítulo III; Globalización e 




Es tema de actualidad y de público conocimiento, que estos delincuentes 
denominados cibernéticos, informáticos y/o virtuales, aprovechan la Internet y  
constituyen páginas web, a través de las cuales ofrecen sofisticados beneficios 
como la constitución de empresas que a la postre resultan de "inexistentes", 
apertura de paquetes bancarios (cuentas corrientes, cuentas de ahorros, créditos, 
tarjetas de crédito, títulos valores, cartas de crédito para sus cuentacorrentistas, 
etc.), venía de toda clase de bienes que van desde los más sencillos, como 
electrodomésticos, hasta los más sofisticados, como finca raíz, yates y naves31. 
 
Así mismo, publicitan empresas con objetos sociales diversos y llamativos, 
captadoras de grandes capitales que pagan intereses exorbitantes con el 100% 
mensual, como ha pasado con casos bien conocidos, en donde muchas personas 
ingenuas, la mayor parte con problemas económicos, pensionados con deseos de 
aumentar sus dineros y hasta servidores públicos, cayeron en la trampa de las 
famosas "pirámides" que creyendo hacer la inversión del siglo, entregaron sus 
ahorros y terminaron estafados. 
 
Igualmente es sano señalar, a manera de información, el caso conocido por los 
medios de comunicación, de algunas pirámides, con sede en las ciudades de 
Zipaquirá, Bogotá y Villavicencio (Colombia), las cuales están siendo investigadas 
por las autoridades, por posible manejo irregular de dineros. 
 
Según información de varios medios noticieros, en dichas empresas llamadas "de 
interés social", se aplica un sistema inteligente denominado "aspiral" consistente 
en que, cada persona hace una inversión de un millón de pesos para obtener alta 
rentabilidad hasta cuando se cierre dicho círculo y así sucesivamente. 
 
Es preocupante, que en estafas por captación ilegal de dinero, se puedan ver 




involucrados servidores de la Fuerza Pública, y lo que es peor, no solo aportando 
el dinero para captar intereses, sino al parecer, algunos son propietarios de estos 
negocios ilícitos. A manera de ejemplo podemos citar la publicación del periódico 
"Hoy", de fecha día 21 de febrero de 2008, sobre el artículo titulado "Policías de 
las pirámides", lo cual se supone, debe estar siendo investigado por las 
autoridades correspondientes, para constatar la existencia o no de responsabilidad 
por parte de servidores públicos32. 
 
Se reitera, que se han efectuado reformas al Código Penal Colombiano, sin que se 
haga un austero y eficiente estudio de las modernas y sofisticadas formas 
delictivas en el ámbito financiero, bancario y bursátil, tipificando las mismas, 
dentro de la normatividad legislativa, con el objetivo de que dichas conductas no 
queden en la impunidad y lo que es más grave, se continúen cometiendo cada vez 
con más celeridad y prodigiosa invención. 
 
Los delincuentes virtuales, a menudo, intentan hurtar datos a través del Internet. 
"Uno de los fraudes más frecuentes, es el llamado "SCAM", que busca la 
captación de personas por medio de correos electrónicos, anuncios de trabajo en 
la web, entre otros, en donde empresas ficticias ofrecen a la víctima la posibilidad 
de trabajar cómodamente desde casa cobrando unos beneficios muy altos. Nada 
más lejano de la realidad, ya que sin saberlo, el inocente internauta está 
blanqueando dinero obtenido por medio del "phishing", que no es más que la 
estafa consistente en la obtención del mayor número de datos, claves, cuentas 
bancarias, números de tarjeta de crédito e identidades de un usuario para acceder 
a sus cuentas corrientes y desvalijarle". Actualmente este es el principal medio 
para blanquear dinero y activos, la tecnología avanzada en esta clase de temas, 
hace más viable los fraudes y estafas. Sin olvidarnos del afán de la vida diaria, el 
trabajo cada vez más exigente y competitivo, la modernidad y la globalización, que 
hacen que el hombre acuda a esta clase de medios "on line" (en línea), para dar 




celeridad a las operaciones y transferencias bancarias y financieras, pago de 
servicios, compra de loterías, trámites sobre visas, pasaportes, multas de tránsito, 
adquisición de bienes, arreglos y remodelaciones locativas, etc., cayendo 
fácilmente en manos de estos criminales33. 
 
Es importante resaltar, que son tantos y tan innovados los mecanismos utilizados 
por estos delincuentes, que algunas entidades bancarias y financieras de Europa, 
entre ellas, Alemania y Suiza han optado por probar ayudas tecnológicas de 
control, que van desde la tarjeta bancaria inteligente que a través del cajero 
automático lee la huella digital, hasta la información codificada que contiene 
detalles concretos de la operación bancaria que el cliente ha solicitado realizar. 
 
4.1.3 CONCEPTO GENERAL DE LA CADENA DE CUSTODIA 
 
La cadena de custodia es el documento escrito en donde quedan reflejadas todas 
las incidencias de una prueba.  En este documento se reflejan los movimientos y 
acciones ejercidas sobre el elemento físico de la prueba34. 
La cadena de custodia se basa en los procedimientos que aseguran las 
características originales de los elementos físicos de prueba, comenzando desde  
la protección del lugar de los hechos, recolección, embalaje, transporte, análisis, 
almacenamiento, preservación, recuperación y disponibilidad final de estos 
elementos, e identifica a los responsables en cada una de las etapas35. 
 
La cadena de custodia tiene como objeto demostrar que las muestras y objetos 
analizados, en cualquier tiempo, son los mismos que se recogieron en el lugar de 
los hechos. 
                                                          
33 Ibidem. 
 
34 34 ANGULO GONZALES, RUBEN DARIO; Cadena de custodia en criminalística. Capítulo I; Cadena de 







La cadena de custodia se debe llevar a cabo científicamente.  Nunca se debe 
olvidar que este proceso obliga no solo a quien obtiene la evidencia en el lugar de 
los hechos, sino también a secretarios, técnicos, jueces, fiscales, laboratorios, 
médicos forenses y toda persona que tenga contacto con la evidencia. 
 
La cadena de custodia asegura la autenticidad de la evidencia y optimiza la 
investigación criminal.  Toda muestra o elemento probatorio deberá ser sometido 
al registro de la cadena de custodia.  La cadena de custodia comprende aspectos 
muy complejos, por lo tanto se requiere ser muy estricto en el cumplimiento de sus 
normas.  
 
La evidencia debe someterse al rigor científico y debe tenerse en cuenta que lo 
técnico se refiere a los elementos que utiliza el método científico.  En la 
recolección de evidencias se aplican las técnicas, teniendo en cuenta los 
procedimientos científicos y dando como resultado la cadena de custodia de la 
evidencia. 
 
Se debe entender que todos los documentos de la investigación como las actas, 
los oficios y demás papelería que acompaña a la evidencia son también objetos de 
la cadena de custodia. 
 
Los funcionarios como secretarías, escribientes, mensajeros, auxiliares y otros, 
deben conocer los procedimientos de la cadena de custodia, y llevar el control y 
registro de su actuación directa dentro del proceso. 
 
La cadena de custodia garantiza la seguridad, preservación  e integridad de las 
evidencias.  Establece la posesión de la evidencia en cualquier momento. 
 
La cadena de custodia tiene por objeto garantizar que ninguna de las partes en el 
51 
 
proceso judicial, pongan en duda la integridad de la evidencia. 
 
La cadena de custodia es la garantía procesal que afirma verazmente que el 
elemento de prueba en el juicio es el que fue recaudado o practicado, y que su 
integridad no ha sido sustituida o alterada a lo largo del proceso penal. 
 
4.1.3.1 PRUEBA MATERIAL 
 
Prueba material es cualquier objeto que se presente en el juicio oral.  Esta prueba 
debe ser individualizada para poder identificarla. 
 
Cuando los elementos materiales de la prueba acrediten  que el imputado es autor 
o partícipe del delito, el fiscal formulará la imputación ante el juez de control de 
garantías y posteriormente presentará la acusación y ello es lo que origina el juicio 
oral y público, en el cual se practicarán las pruebas y se ejercerá el derecho de 
contradicción. 
 
Deben establecerse los procedimientos de cadena de custodia para cada clase de 
evidencia, ya sean fluidos biológicos o no, o cualquier elemento tangible y esta 
responsabilidad recae por mandato de la ley en LA FISCALIA GENERAL DE LA 
NACION. 
 
El caso de O.J. SIMPSON, en Estados Unidos, se ha puesto de ejemplo como un 
caso de sistema de evaluación científica procesal.  En este caso la defensa se 
basó en el ataque a los procedimientos y a las técnicas que usaron los expertos.   
 
Entonces se refutaron dos aspectos fundamentales:  
A. La Certeza de los métodos científicos utilizados,   
 
B. la contaminación de la evidencia por los procedimientos que fueron seguidos 
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por las autoridades policiales. 
 
Se demostró paso a paso los errores de la investigación y de la recolección de las 







5. NORMATIVIDAD RELACIONADA 
 
En este capítulo se pretende dar a conocer una serie de antecedentes normativos 
con los cuales se empezó a manejar el tema de responsabilidad del Estado en  
como comenzó a tratar el delito de Lavado de Activos y el manejo de la cadena de 
custodia; tanto en la ley 600 de 2000 como en la ley 906 de 2004, de igual manera 
la resolución 6394 de 2004 como también la resolución 02770 de 2005 en lo que 
tiene que ver con el manual de procedimiento de la Cadena de Custodia. Así  
mismo los tratados internacionales que ha realizado Colombia ratificados por el 
Congreso Nacional para combatir este flagelo y sus actividades estatales con las 
diferentes empresas privadas; por lo que se hace necesario establecer algunos 
antecedentes históricos y normativos para lo cual vamos a tener en cuenta: los 
decretos 1038 del 1 de mayo de 1984, el cual consagra el Estado de sitio; el 
decreto 1895 de agosto de 1989, que nos habla sobre el enriquecimiento ilícito de 
particular; el decreto 2266 del 4 de octubre de 1991, sobre turbación del orden 




El Decreto 1038 del 1º de mayo de 198436 (Estado de sitio)  
 
La Carta Magna de 1886, que en su artículo 121 (Modificado por Acto Legislativo 
de 1968 artículo 41), consagraba el Estado de sitio, Gráfico bajo el cual nació a la 
vida jurídica el delito de enriquecimiento ilícito de particulares. Al amparo de esa 
disposición se expidió el Decreto 1038 de 1984, el cual se fundamentó en los 
atentados contra el régimen constitucional ocasionados por grupos armados y la 
acción persistente de grupos relacionados con el narcotráfico que perturbaron el 
normal funcionamiento de las instituciones, en desafío criminal a la sociedad 
colombiana, con sus secuelas en la seguridad ciudadana, la tranquilidad y la 
                                                          
36
 Publicado en el Diario Oficial No 39335 del 1º de mayo de 1984 
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Salubridad pública y la economía nacional. 
 
La declaratoria de Estado de Sitio, facultó al Presidente de la República para 
tomar las medidas necesarias para conjurar la crisis. 
 
El Decreto 1895 del 24 de agosto de 1989 37 (Enriquecimiento ilícito de 
particular) 
 
Con dicha norma fue tipificado por primera vez el delito de enriquecimiento ilícito 
de particulares, con el fin de combatir el incremento patrimonial injustificado de 
personas vinculadas directa o indirectamente a grupos armados y organizaciones 
relacionadas con el narcotráfico. 
 
El artículo 1º de dicho decreto, dictado al amparo del artículo 121 de la 
Constitución Política de 1886, dispuso  la vigencia transitoria del delito: 
 
Mientras subsista turbado el orden público y en estado de sitio todo el territorio 
nacional, el que de manera directa o por interpuesta persona obtenga para sí o 
para otro incremento patrimonial no justificado, derivado, en una u otra forma de 
actividades delictivas incurrirá por ese solo hecho, en prisión de cinco (5) a diez 
(10) años y multa equivalente al valor del incremento ilícito logrado. 
 
Decreto 2266 del 4 de octubre de 199138  (Turbación del orden público) 
 
La turbación del orden público a que se refería la norma, solo podía predicarse 
durante la vigencia de la Carta Magna de 1886, desaparecida ésta con la entrada 
en vigor de la Constitución Política de 1991, dejaría de existir tal reato; pero ello no  
ocurrió así por el contrario se prorrogó su vigencia por noventa (90) días, en virtud 
                                                          
37
 Publicado en el Diario Oficial No 39335 del 1º de mayo de 1984 
 
38
 Publicado en el Diario Oficial No. 40.078 de 5 de octubre de 1991 
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del artículo 8º transitorio de la nueva Carta Política y mantuvo su vigencia al no ser 
improbado por la Comisión Especial Legislativa, en tanto, el Presidente de la 
República estaba autorizado para convertir en legislación permanente los decretos 
expedidos en ejercicio de las facultades del estado de sitio y con base en esas  
facultades emitió el Decreto 2266 del 4 de octubre de 199139, que en su artículo 
10º estableció: 
 
 Adóptese como legislación permanente las siguientes disposiciones del 
Decreto Legislativo 1895 de 1989 
 
 Artículo 1º: El que de manera directa o por interpuesta personas obtenga para 
sí o para otro incremento patrimonial no justificado, derivado, en una u otra 
forma de actividades delictivas, incurrirá por ese solo hecho en prisión de 
cinco (5) a diez (10) años y multa equivalente al valor del incremento ilícito 
logrado. 
 
El texto amplió considerablemente su significación porque al ser expedido en 
vigencia de la Carta Política de 1991, desapareció la limitante del estado de sitio 
que restringía las actividades delictivas a las derivadas de los delitos de  
narcotráfico y conexos, resultando entonces, aplicable a todos los incrementos 
patrimoniales relacionados con cualquier actividad delictiva, en virtud del artículo 
34 ib. 
 
Ley 599 de 200040 (Código Penal) 
 
Finalmente se consiguió incorporar el delito de enriquecimiento ilícito de 
particulares, en el artículo 327 del Código Penal – ley 599 de 2000-incrementando 
                                                          
39
 Publicado en el Diario Oficial No. 40.078 de 5 de octubre de 1991 
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Dicha normatividad hace parte del capítulo V del Título X, que compila los delitos  
que atentan contra el orden económico social, bien jurídicamente tutelado, el cual 
queda comprendido dentro de un objeto jurídico de mayor amplitud como lo es la 
moral social, protegido por el Constituyente de 1991, lo que implica que las 
actividades delictivas a que se refiere la norma sustantiva ya no quedan limitadas 
a los delitos de narcotráfico y conexos, sino que se extienden a cualquier delito 
que vulnere o ponga en peligro la moral social, interés jurídico que comprende el 
orden económico social, se reitera. Finalmente el artículo 14 de la Ley 890 de 
2004, a partir del 1o. de enero de 2005, aumentó las penas de una tercera parte a 
la mitad. 
 
5.1 NORMATIVIDAD DIRECTRICES Y ORGANIZACIONES DE APOYO A NIVEL 
NACIONAL 
 
Los avances en el tema normativos 
 
La ley 1121 de diciembre de 2006 impuso un nuevo desafío a todos los sectores 
de la economía, a la fuerza pública y a las entidades del Estado: combatir el 
terrorismo desde sus finanzas41. El desarrollo de la misma se ha materializado en 
varias acciones: 
 
• Ampliación de la obligación de reporte de información a la UIAF para el sector de 
juegos de suerte y azar, constituido por 475 obligados dentro de los que se 
cuentan loterías, chances, apuestas, Juegos novedosos y bingos, entre otros. 
 
Desde abril de 2007 estas empresas deben reportar las operaciones sospechosas 
                                                          
41
 REVISTA ASOBANCARIA. Semana Económica. Directora, María Mercedes Rueda. Número 616, Agosto 
3 de 2007. 
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o la ausencia de éstas, clientes que compren fichas en un día por montos 
superiores a los 10 millones de pesos o en un mes por 50 millones y los 
ganadores de premios de cualquier tipo por valor igual o superior a 10 millones de 
pesos. 
 
• Fortalecimiento de la obligación de reporte de las notarías. A partir del 1º de 
agosto de este año empezaron a regir las resoluciones 033 y 044 de la UIAF que 
obligan a todos los notarios del país a reportar todos los actos notariales que una 
persona natural o jurídica realice en un mes por valor igual o superior a 130 
millones de pesos, o que en el mes superen 650 millones de pesos. 
 
• Ampliación de la obligación de reporte de información por parte de los 
profesionales de compra y venta de divisas42. A partir del 1º de julio de 2007 se  
deben reportar las operaciones de compra y venta de divisas iguales o superiores 
a USD 200, las transacciones trimestrales iguales o superiores a USD 1.000, las 
operaciones sospechosas o la ausencia de las anteriores transacciones. 
 
• Según la Circular 022 del 19 de abril de 2007 de la Superintendencia Financiera, 
se debe identificar a la persona que físicamente realiza la transacción individual 
igual o superior a 10 millones de pesos o 5.000 dólares en efectivo. 
 
Además de lo anterior, la UIAF manifestó que el Gobierno está trabajando en un 
proyecto de ley que contempla los siguientes aspectos: ampliar la obligación de 
reporte a todas las personas naturales y jurídicas que realicen transacciones en 
efectivo mayores a 10 millones de pesos, crear el tipo penal denominado 
encubrimiento de lavado de activos o financiación del terrorismo y por último dar a 
la UIAF la capacidad de sancionar el incumplimiento de reporte de información. 
Vemos con preocupación el tema de sanciones y confiamos en que las bases de 
ese proyecto se discutan ampliamente antes de su presentación al Congreso de la 







La importancia del intercambio de información 
 
La coordinación e intercambio de conocimiento entre los investigadores de la 
policía judicial, la unidad de información financiera y las entidades financieras es la 
herramienta más efectiva para combatir el lavado de activos y el financiamiento 
del terrorismo. Tanto el Vicepresidente de la República, como el Director de la 
Policía Nacional recalcaron que para lograr una efectiva lucha contra estos 
flagelos, es vital establecer esquemas efectivos de intercambio de información con 
el sector privado. Es muy conveniente que los sectores público y privado 
compartan la información disponible de manera oportuna y aprovechen las 
ventajas de mecanismos como el actual Pijao, sistema centralizado de consulta de 
información que permite que diferentes instituciones puedan estar interconectadas 
para consultar en línea la información existente en las bases de datos de cada 
una. 
 
¿Hasta dónde va el sector financiero? 
 
Es oportuno precisar que las entidades financieras están obligadas a controlarlos 
riesgos, pero no pueden garantizar su eliminación. 
 
Así, por ejemplo, cuando la banca administra el riesgo de crédito, ello no implica 
que no se presenten incumplimientos en el pago de algunas obligaciones por parte 
de los deudores43 . En el caso del lavado de activos, se busca ante todo la 
prevención, para lo cual los bancos establecen una serie de controles con el 
propósito de reducir la posibilidad de ser utilizados para actividades delictivas. 
 
La tarea de las entidades financieras es disponer de procedimientos para 





identificar operaciones inusuales y proceder a reportarlas. De esta forma, la banca 
cumple dos papeles muy importantes en materia de lavado de activos: de un lado, 
estableciendo mecanismos de control y, de otro, colaborando activamente con las 
autoridades en la detección de operaciones inusuales no justificadas. Ello no 
significa que la banca pueda o deba asumir el papel de juez o de investigador de 
conductas penales, cuya competencia es del Estado. 
 
Trabajo de los organismos internacionales 
 
Las entidades internacionales están adelantando diferentes estrategias y trabajos 
conjuntos con sus contrapartes en otros países, segmentando los riesgos por tipo 
de entidades y por exposición al riesgo, buscando un mayor cubrimiento de la  
regulación y las investigaciones a todos los sectores de la economía. Además 
trabajan en lograr una mayor retroalimentación entre los diferentes actores del 
mapa de riesgos de lavado de activos y financiación del terrorismo, entre ellos los 
estamentos judiciales, los gobiernos y los sectores financieros. 
 
En particular, el Grupo de Cumplimiento Preventivo de GAFISUD, (Grupo de 
acción financiera de Suramérica) está desarrollando tres tópicos de importancia en 
la gestión de la prevención de LA y FT, estos son: 
 
• El intercambio de información. En este punto se está evaluando la factibilidad de 
compartir información clave entre los diez países miembros de GAFISUD en 
aspectos relacionados con operaciones de remesas, compra y venta de divisas y 
transporte transfronterizo de dinero44. 
 
• La construcción de un marco normativo homogéneo en la región con el fin de 
desarrollar un documento guía de buenas prácticas para la administración del 
riesgo de la administración de portafolios de las Personas Políticamente 







• La mejora de las recomendaciones de supervisión de organismos 
internacionales, las cuales en su mayoría son de tipo teórico. Es decir, se 
desarrollarán metodologías normativas con unas pautas mínimas homogéneas 
para la región en temas de supervisión, cubriendo aspectos críticos como la 
debida diligencia en el conocimiento de los clientes, manejo de cuentas 
corresponsales, actuación de intermediarios o terceros, participación del nivel 
directivo, requerimientos de capital, entre otros. 
 
El resultado de este trabajo se presentará en el pleno de miembros de GAFISUD 
que tendrá lugar en Argentina en diciembre de 2009. Las entidades financieras 
han creado como un nuevo Sistema de Administración de Riesgos de Lavado de 
Activos y Financiación del Terrorismo (SARLAFT) 
 
Con la emisión de la Circular 022 de 2007 de la Superintendencia Financiera, se  
introduce un cambio importante en la gestión en la prevención del riesgo de lavado 
de activos (LA) y financiación del terrorismo (FT) en Colombia. La implementación 
de un Sistema de Administración de Riesgo de Lavado de Activos y Financiación 
del Terrorismo (SARLAFT) supone pasar del tradicional modelo de supervisión de 
cumplimiento a un nuevo modelo de supervisión por riesgos. 
 
Esta norma se aplica bajo la óptica de supervisión del Acuerdo de Basilea II, que 
vincula de manera más precisa los requerimientos de capital al nivel de riesgo de  
las entidades financieras, establece pautas para la administración de los mismos y 
reconoce que las nuevas realidades del sistema financiero imponen a los 
reguladores y supervisores centrarse en los procesos de administración de riesgos 
más que en sus estados financieros o en el cumplimiento de las normas 
establecidas. No obstante, el riesgo de lavado de activos y financiación del 
terrorismo presenta características y especificidades propias, que lo diferencian de 
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manera sustancial de otros riesgos financieros 45 . La Circular 022 relativa al 
SARLAFT, indica que mientras que los mecanismos para la administración del 
riesgo de lavado de activos y de financiamiento del terrorismo se dirigen a 
prevenirlo, detectarlo y reportarlo en forma oportuna y eficaz, los de la 
administración de los riesgos de mercado, de crédito, de liquidez y operativos se 
enfocan a asumirlos íntegra o parcialmente en función del perfil de riesgo de la 
entidad, y de la relación entre rentabilidad y riesgo. 
 
La experiencia previa de las instituciones financieras en la implementación de 
otros sistemas de administración de riesgos, si bien es valiosa y constituye un 
marco de referencia, no es necesariamente apropiada o adaptable a la 
implementación del SARLAFT. Ello implica un reto importante para las entidades 
ya que no se cuenta con parámetros o guías en la orientación de su aplicación. Si 
bien un evento de lavado de activos no necesariamente afecta los resultados de 
una entidad de manera significativa, existe un enorme riesgo reputacional que 
podría tener consecuencias mayores. 
 
Actualmente, las entidades están definiendo la estructura de su SARLAFT, según 
los parámetros y orientaciones de la circular 022.  Las fechas críticas de 
cumplimiento que imparte esta circular son las siguientes: 
 
 1º de junio de 2007, las entidades dieron cumplimiento a la obligación relativa 
al reporte de información sobre campañas políticas. 
 
 1º de enero de 2008, cumplimiento a las instrucciones que se adoptan 
mediante la circular. 
 1º de abril de 2008, las entidades deberán acreditar el cumplimiento de lo 
relacionado con los requisitos exigidos al oficial de cumplimiento. 
 





Dado lo anterior, las entidades se encuentran planeando el proyecto de SARLAFT, 
en el que se deben cumplir, como mínimo los siguientes pasos: 
 
En la etapa de planeación se debe hacer un diagnóstico para determinar que 
quiere la entidad cómo resultado para el SARLAFT, se debe dar a conocer a todos 
los funcionarios, principalmente juntas directivas, representantes legales y alta 
gerencia, el alcance de la regulación y por último se debe definir la estructura del 
proyecto46. 
 
En la etapa de diseño se debe construir los planos del modelo de SARLAFT y 
desarrollar los planes de acción. 
 
En la etapa de desarrollo se deben definir los factores de riesgo (Funcionarios, 
clientes, productos, zonas geográficas, etc.), segmentar los factores, definir 
metodologías para identificar riesgos, por ejemplo, por medio de diagramas de 
flujo que permitan construir una matriz o mapa de evaluación de riesgos. 
 
Así mismo, en esta etapa se deben identificar las formas en que se pueden 
presentar los riesgos relacionados con lavado de activos y financiación del 
terrorismo, definir y aplicar metodologías de medición, evaluación y control del 
riesgo, monitorear el riesgo y por último realizar pruebas al modelo; 
 
Finalmente en la etapa de implementación las entidades deben adaptarlos 
procedimientos y las herramientas tecnológicas necesarias para cumplir con un 
efectivo SARLAFT. 
 
La lucha contra la financiación del terrorismo y el lavado de activos es de carácter 
mundial y permanente y los países no deben ceder ante las nuevas amenazas y 
modalidades que diariamente se presentan. 






La dinámica de la economía mundial tiende a eliminar las fronteras entre los 
países mediante acuerdos de libre comercio que permitan la integración regional, 
dinamizar los mercados y el flujo de capitales en el mundo. La globalización de la 
economía trae consigo, no obstante, la facilidad del movimiento de capitales 
ilícitos haciendo más difícil el rastreo de este tipo de operaciones.  Por esta razón 
la cooperación internacional constituye una de las herramientas fundamentales en 
la lucha contra el lavado de activos, principalmente en lo que se refiere a 
intercambiar y compartir información47. Es evidente que el lavado de activos y la 
financiación del terrorismo han permeado varios sectores de la economía y por 
ello los supervisores y unidades de información financiera han extendido sus 
controles a sectores como el comercio, notariado, bienes raíces, entre otros.  
 
Un mayor control en las actividades de prevención de estos riesgos en el sector 
real hace más transparentes las transacciones del sector financiero. Otro aspecto 
que vale la pena resaltares que el lavado de activos no se hace  solamente para 
limpiar recursos del narcotráfico o secuestro sino de toda actividad ilícita como el 
tráfico de órganos humanos, de obras de artes, del contrabando, entre otras. 
 
Con la implementación del SARLAFT Colombia da un importante paso y se coloca 
a la vanguardia en un enfoque que no dudamos terminará por imponerse en la 
mayoría de países del mundo. 
El reconocimiento público al sector financiero en su gestión en la lucha contra el 
lavado de activos y la financiación del terrorismo por parte del Gobierno, de la 
Policía Nacional y de la Fiscalía General de la Nación son una importante 
motivación para continuar en este empeño y constituye un reto para seguir 
innovando y mejorando las metodologías de control y prevención ya que los 
delincuentes acuden cada día a método más sofisticados. 
 





El sector financiero colombiano juega un papel importante dentro de la lucha 
contra la problemática global que representan el lavado de activos y la financiación 
del terrorismo.  
 
Es por ello que sigue comprometido en esta lucha y está dispuesto 
permanentemente a colaborar con las autoridades y demás organismos 
internacionales que así lo requieran. 
 
5.2 NORMATIVIDAD DIRECTRICES Y ORGANISMOS DE APOYO A NIVEL 
INTERNCIONAL 
 
Entre las principales y que guardan relación con nuestro país tenemos: 
 
La ONU en apoyo a la lucha antilavado 
 
Los Estados miembros de la Naciones Unidas finalmente alcanzaron un acuerdo 
sobre un pacto internacional para combatir la corrupción después de dos años de 
disputas sobre los términos del mismo, anunciaron funcionarios del organismo. 
Este acuerdo significa acción", dijo el jefe de la Oficina de Fiscalización de Drogas 
prevención del Delito de la ONU, Antonio María Costa. El proyecto convenido 
sanciona delitos como el soborno, el lavado de dinero y la malversación de 
públicos. Permite la recuperación de activos adquiridos ilegalmente y obligara a 
los países a prevenir la corrupción en vez de simplemente procesar a los lentes. 
 
Por su parte el diario la República de Colombia, del 20 de diciembre de 2003, 
comenta;"...El mundo se gasta el equivalente al 5% del PIB mundial en 
corrupción…” 
 
Los países de las Naciones Unidas concluyeron en México una inédita convención 
para combatir la corrupción, con un llamado del organismo para que los acuerdos 
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cumplan y se logren reducir los millonarios abusos48. 
 
La Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, negociada por dos años 
entre los países miembros, también concluye dando esperanzas a naciones en 
desarrollo para recuperar fortunas supuestamente desviadas a paraísos fiscales. 
 
“La  Convención de Mérida no es el final del proceso, es el final del proceso es el 
final de proceso de aprobación y es el principio, sobretodo, de su legitimación", 
dijo el director ejecutivo de la oficina de Naciones Unidas para el combate de las 
drogas y el crimen, Antonio María Costa. 
 
El documento establece un marco de referencia para tipificar conductas 
relacionadas con corrupción de funcionarios públicos y privados, como 
malversación fondos, cohecho, peculado, abuso de funciones, conflictos de interés 
y devolución fondos desviados a terceros países. 
 
También fungirá como tratado de extradición de funcionarios y empresarios 
corruptos49, pero el acuerdo no obliga llevar a cabo las disposiciones ni contempla 
sanciones. 
 
Noventa y cuatro de los 115 países asistentes firmaron el documento en la 
convención celebrada durante tres días en Mérida, en el sudeste de México.  
 
De América Latina avalaron el documento México, Brasil, Paraguay, Uruguay, 
Guatemala. Bolivia, Costa Rica, Venezuela. El Salvador, Nicaragua, Perú, 
Ecuador, Panamá, Argentina, República Dominicana y Colombia.  
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Para entrar a regir, el documento deberá ser ratificado por los congresos de al 
menos 30 países firmantes. Se calcula que en dos años entrará en vigencia. 
 
Uno de los capítulos más novedosos del acuerdo es el de la recuperación de 
capitales fugados a paraísos fiscales, que abre las puertas a países como México 
y Nigeria para la devolución de millonarios fondos saqueados por supuestos actos 
de corrupción.  
 
El tratado fue fuertemente promovido por naciones como México y Nigeria, que 
buscan el retorno de millonarios recursos asociados a supuestos casos de 
corrupción de gobiernos anteriores. Nigeria espera recuperar unos 5.000 millones 
de dólares sacados del país durante el gobierno militar de Sani Abacha. 
 
Estados Unidos, Italia, Japón. Francia, Reino Unido, Suecia, Finlandia, Rusia y 
China también firmaron el acuerdo. 
 
LA DIRECTIVA 2005/60/CE 
 
La referida disposición del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de octubre 
de 200550, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el   
blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo actualizó el marco 
jurídico europeo sobre la prevención del blanqueo de capitales tras la adopción en 
2003 por el Grupo de Acción Financiera Internacional sobre el blanqueo de 
capitales (GAFI), entidad que marca la pauta internacional en este ámbito, de las 
Cuarenta Recomendaciones revisadas sobre el blanqueo de capitales. 
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En junio de 2003, el GAFI decidió proceder a una revisión sustancial de las 
Cuarenta Recomendaciones con objeto de reforzar y perfeccionar, tomando en 
consideración la experiencia adquirida, las medidas necesarias para combatir más 
eficazmente este fenómeno. 
 
El GAFI amplió el grado de detalle de sus recomendaciones en una serie de 
ámbitos, sobre todo en lo que respecta a la identificación y verificación de la 
identidad de los clientes y a las situaciones en las que el mayor riesgo de 
blanqueo de capitales puede requerir la adopción de medidas más estrictas y, así 
mismo, a aquellas otras situaciones en las que un menor riesgo puede justificar la  
aplicación de controles menos rigurosos. A la luz de los compromisos 
internacionales contraídos, la aprobación de la Directiva 2005/60/CE se convirtió 
en una prioridad política para el Consejo, el Parlamento y la Comisión. No sólo se 
aprobó en primera lectura, sino que su adopción fue enormemente rápida: el 
Parlamento votó el texto 11 meses después de su presentación por la Comisión. 
En beneficio de la claridad, se decidió derogar la Directiva 1991/308/CEE3, con 
objeto de disponer de la nueva Directiva 2005/60/CE como texto autónomo. Ésta, 
no obstante, se basa en el acervo y en las disposiciones en vigor.  
 
Esta continuidad se aplica especialmente en lo que se refiere al trato de 
determinados profesionales, aspecto que no se cuestionó durante la elaboración 
del mencionado texto. En definitiva, con arreglo a la Directiva 2005/60/CE, los 
profesionales del Derecho (así como otros profesionales no financieros) siguen 
incluidos en el ámbito de aplicación del sistema comunitario de lucha contra el 
blanqueo de capitales, especialmente en lo que respecta a la obligación de 
identificación de los clientes, a la comunicación de las posibles sospechas de 
supuestas actividades de blanqueo de capitales y a otras obligaciones 
secundarias. Los profesionales del Derecho están sujetos al cumplimiento de 
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dichas obligaciones desde la modificación en 2001 de la Directiva de 199151. 
 
El texto final de 2001, en lo que respecta al ámbito de aplicación de las 
mencionadas obligaciones a los abogados, fue el resultado de un procedimiento 
de conciliación entre el Parlamento y el Consejo que se respetó luego en el texto 
de 2005. 
 
En lo que se refiere a la función de los abogados, la Directiva 2005/60/CE prevé 
algunas salvaguardias en relación con el papel tradicional de los profesionales del  
 
Derecho en materia de asesoramiento y defensa de sus clientes en los 
procedimientos judiciales. En primer lugar, los profesionales del Derecho (a 
diferencia de lo que sucede con otros profesionales no financieros) únicamente se  
incluyen en el ámbito de aplicación de la Directiva en algunos casos específicos, a  
saber, cuando prestan asistencia en la concepción o la realización de 
transacciones por cuenta de su cliente en relación con determinadas operaciones 
inmobiliarias, financieras o empresariales o cuando actúan en nombre de su 
cliente en cualquier transacción financiera o inmobiliaria. 
 
En segundo lugar, la Directiva establece expresamente en su artículo 23, apartado 
2, que los Estados miembros no estarán obligados a imponer a los profesionales  
del Derecho la obligación de comunicar sus sospechas sobre un posible blanqueo 
de capitales cuando tales sospechas hayan sido suscitadas por “la información 
que éstos reciban de uno de sus clientes u obtengan sobre él al determinar la 
posición jurídica en favor de su cliente o desempeñar su misión de defender o 
representar a dicho cliente en procesos judiciales o en relación con ellos, incluido 
el asesoramiento sobre la incoación o la forma de evitar un proceso, 
independientemente de si han recibido u obtenido dicha información antes, 
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durante o después de tales procesos”52. 52 
 
El delito de Lavado de activos (Blanqueo de Capitales) frente a la directiva 
 
Si bien la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, no contrae 
su articulado al delito de blanqueo de capitales, sino que pretende extenderse a lo 
que denomina delitos subyacentes, es indudable que su referente la Directiva 
91/308/CEE del Consejo, se elaboró con la finalidad de prevenir aquella modalidad 
delictiva, y en consideración a la problemática que origina su investigación y su 
prueba, además del hecho de que, en la mayoría de las ocasiones, la infracción, 
por su multiterritorialidad, afecta a los ordenamientos criminales de distintos 
Estados, cuando se concluye que se considera que hay blanqueo de capitales aun 
cuando las actividades que hayan generado los bienes que vayan a blanquearse 
se hayan desarrollado en el territorio de otro Estado miembro o en el de un tercer 
país53. 
 
Así, en fecha reciente, y a modo de ejemplo, se han enumerado motivadamente 
los problemas que encuentra la actuación investigadora de la Policía en materia 
de blanqueo de capitales, a saber: el marco legal existente no es homogéneo, la 
cooperación judicial y policial internacional no se produce con la intensidad y 
agilidad que requieren estas investigaciones, dificultad de acceso a la información, 
recursos humanos claramente insuficientes, estructuras policiales encartadas de 
su investigación difusamente definidas, falta de especialistas cualificados, 
globalización del sistema económico, desaparición de fronteras físicas para la libre 
circulación de personas, mercancías y servicios, y la aparición de nuevas 
tecnologías54. 
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De suerte que bien puede decirse que el delito de blanqueo de capitales se 
caracteriza de manera primordial por su opacidad, buscada de propósito por sus 
autores a través de toda una amalgama de operaciones financieras o comerciales 
cuyos ilícitos fines se confunden con la apariencia de una actividad legal. 
 
Como ha escrito González Cuellar Serrano, ―el delito de blanqueo de capitales 
resulta gravemente perjudicial para el orden socioeconómico, pero no provoca 
víctimas directas, y ello dificulta su descubrimiento por la administración de justicia 
penal, la cual normalmente detecta los delitos gracias a las denuncias de los 
ofendidos”55. 
 
Este hecho es el que motiva que la Directiva, centre primordialmente sus objetivos 
en el establecimiento de obligaciones de identificación e información que, basadas 
en una no disimulada presunción de culpabilidad, invierten de forma manifiesta la 
carga de la prueba, pues son los actores de dichas operaciones los que han de 
demostrar la inexistencia efectiva de un delito de blanqueo de capitales, en los 
términos que se detallarán más adelante. 
 
Y es que, inicialmente, la Directiva 91/308/CEE, del 10 de junio de 1991, ahora 
corregida, parte de que las autoridades responsables de la lucha contra este  
fenómeno no pueden impedir la utilización del sistema financiero para el blanqueo 
de capitales si no cuenta con la cooperación de la entidades de crédito y de las 
instituciones financieras y de sus autoridades de supervisión, que debe levantarse 
el secreto bancario en esos casos, que la manera más eficaz de lograr la 
mencionada cooperación es a través de un sistema obligatorio de declaración de 
cualquier operación sospechosa, que garantice que las informaciones se hagan  
llegar a las autoridades antes mencionadas sin poner aviso a los clientes de que 
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se trate. Este espíritu es el que ilustra la reciente Directiva 2004/97/CE, si bien 
extendiendo sus efectos a otras profesiones, entre ellas a la de abogado. 
 
En este sentido y a pesar de que el considerando decimoprimero de la Directiva se 
refiere a operaciones sospechosas, es cierto que a lo largo de su cuerpo se 
declaran actividades de esta clase automáticamente, sin aditamentos ni 
circunstancias concomitantes; así las transacciones por cuantía igual o superior a  
15.000 euros o la venta de fichas de juego por un valor superior o igual a 1.000 
euros, o todavía más, se dispone que ―tan pronto como existan sospechas de 
blanqueo de capitales las entidades, instituciones y personas sujetos en la 
presente Directiva deberán proceder a la citada identificación, incluso cuando el 
importe de la transacción sea inferior a los importes antes mencionados. (Art. 
3.8)”56. 
 
En suma: no se precisa la iniciación de unas diligencias penales tendientes a la 
averiguación de la comisión de un delito para la investigación de estas 
transacciones, sino que, en esos supuestos, operarán los mecanismos de 
revelación de la información a los que se refiere repetidamente la Directiva, en  
relación de causa-efecto con las labores anteriores de pesquisa. En principio, este 
planteamiento viene a suponer en la práctica una frecuencia mayor de 
oportunidades en la que los abogados, como el resto de entidades, instituciones o 
personas que se mencionan en el artículo 2º bis de la Directiva, habrían de poner 
en conocimiento del organismo autorregulador datos relacionados con específicas 
actividades de sus clientes. 
 
O lo que es lo mismo: dada la opacidad del delito de blanqueo de capitales, la 
Directiva adopta el sistema consistente en declarar la necesidad de transparencia 
de algunos negocios, trasladando a las autoridades supervisoras las labores de 
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investigación que, para el resto de los delitos, son privativas de los Juzgados de 
Instrucción.  
 
Frente a esta marcada vocación intervencionista de la Directiva, y, en general, 
contra las exigencias de identificación e información que se imponen en la misma, 
ha de alzarse el deber de secreto profesional de los abogados, en relación con las 
confidencias de todo orden que les trasladen sus clientes. 
 
Países que están sujetos a la Directiva 2005/60/CE 
 
El Parlamento Europeo 57  es considerado la "primera institución" de la Unión 
Europea: es mencionado en primer lugar en los tratados y tiene un precedente 
protocolario sobre todas las demás autoridades a nivel europeo. Junto con el 
Consejo de la Unión Europea, el PE forma parte de la rama bicameral legislativa 
de las instituciones de la Unión. Desde la fundación del Parlamento en 1952, sus 
competencias fueron ampliadas varias veces, sobre todo a través del tratado de 
Maastricht en 1992 y últimamente por el tratado de Niza en 2001. Sin embargo, 
todavía tiene menos poderes que los parlamentos nacionales en la mayoría de los   
 
Estados democráticos. Por una parte, sus poderes están limitados a las 
competencias entregadas a la Comunidad Europea por los Estados miembros, por 
lo que la institución no tiene control sobre las políticas sostenidas por los Estados 
en otros campos políticos. Por otra parte, su control tampoco es pleno en dos de  
los tres pilares de la Unión Europea: los que se refieren a la política exterior y de 
seguridad común y a la cooperación policial y judicial en materia penal. En el pilar  
comunitario, sin embargo, casi todas las decisiones exigen el acuerdo favorable 
del Parlamento que, además, es responsable de fijar el presupuesto anual de las 
Comunidades Europeas. 
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La sede oficial del Parlamento Europeo es Estrasburgo, otras sedes son Bruselas 
y Luxemburgo. El 20 de julio de 2004 se constituyó para su sexta legislatura. En 
ella, comenzó con 732 eurodiputados (oficialmente Miembro del Parlamento 
Europeo o MPE); desde el 15 de enero de 2007 (entrada de Rumania y Bulgaria) 
son 785. En la actualidad (2008), el Parlamento consiste de siete grupos y un  
número de diputados no inscritos58. En sus respectivos países, estos diputados 
son miembros de cerca de 160 partidos diferentes, que en su mayoría se han 
unido a nivel europeo para formar partidos políticos europeos.  
 
Los dos grupos parlamentarios más grandes del parlamento son el del Partido 
Popular Europeo Demócratas Europeos (PPE-DE) y el del Partido Socialista 
Europeo (PSE). Durante la primera mitad de la legislatura, el presidente del PE fue 
Josep Borrell (PSE); durante la segunda mitad, es Hans-GertPöttering (PPE). 
Según el actual tratado de la Comunidad Europea, está previsto que a partir de la 
séptima legislatura (2009-2014) el Parlamento ya sólo tenga 736 miembros. Si se 
aprobara el Tratado de Lisboa antes de las elecciones, el número sería de 751 
eurodiputados (750 más el Presidente).  
 
El Parlamento Europeo tiene, fundamentalmente, tres tareas: examinar y adoptar 
la legislación europea, aprobar el presupuesto de la UE y efectuar un control 
democrático de las otras instituciones, sobre todo la Comisión. Además, el 
Parlamento tiene que dar el visto bueno a acuerdos internacionales importantes 
tales como la adhesión de nuevos Estados miembros de la UE o acuerdos de 
asociación y comercio entre la UE y otros países. 
 
La Unión Europea está compuesta de 27 países soberanos independientes que se 
conocen como los Estados miembros: Alemania, Austria, Bélgica, Bulgaria, 
Chipre, la República Checa, Dinamarca, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, 
Hungría, Irlanda, Italia, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Malta, Países Bajos, 





Polonia, Portugal, Rumania, Eslovaquia, Eslovenia, España, Suecia y el Reino 
Unido. 
 
Declaración de principios de Basilea 
 
Suscrita por el grupo de los once en 1988 (representantes de los bancos centrales 
de Bélgica, Canadá, Francia, Alemania, Italia, Japón, Holanda, Suiza, Reino 
Unido, Estados Unidos y Luxemburgo), se convino que todos los bancos deben 
procurar identificar a sus clientes. 
 
Esta declaración conocida como la Prevención del uso delictivo del sistema 
bancario con el propósito de lavar dinero precisa: 
 
Con el fin de estar seguros de que el sistema financiero no es utilizado como 
medio para fines delictuosos, los bancos deben hacer esfuerzos razonables para 
establecer la verdadera identidad de todos los clientes que requieren los servicios 
de la institución59. 
 
Grupo de trabajo de acción financiera del G7 
 
En Paris, en la Cumbre Económica de julio de 1989, los países que integran el  
grupo de los siete (G7), los Estados Unidos, Japón, Alemania, Francia, El Reino 
Unido, Italia y Canadá y el Presidente de la Comisión de la Comunidad Europea, 
crearon el grupo de trabajo de Acción Financiera Internacional sobre el blanqueo 
de capitales (GAFI) que estableció cuarenta recomendaciones en relación con el 
lavado de activo de dinero las cuales buscan: 
La identificación del cliente, la recomendación sobre la criminalización del lavado 
de dinero, el incentivo para el denuncio de transacciones sospechosas, el reforzar 
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los controles internos, auditoria y capacitación del personal bancario, así como la 
insoslayable cooperación internacional en el control de esta ilícita actividad. 
 
Organización de los Estados Americanos 
 
En marzo de 1992, la Organización de los Estados Americanos adoptó las 
recomendaciones del grupo perito de la Comisión Interamericana contra el Abuso 
de las Drogas (CICAD), que buscaba en esencia establecer una ley modelo para 
controlar el lavado del dinero. 
 
Prioritariamente el modelo criminaliza el lavado de dinero; establece los 
procedimientos para congelar y embargar bienes, procura impedir el uso de los 
sistemas financieros para el lavado, transferencia de activos relacionados con el 
tráfico ilícito de drogas, limita la apertura de cuentas ficticias o a nombre de 
testaferros, recomienda la total identificación del cliente y que la documentación de 
las instituciones financieras deberá retenerse por más de cinco años después de  
realizada la transacción, de tal manera que se pueda reconstruir. 
 
El secreto bancario debe ceder para permitir que se comparta la información, 
haciendo posible la aplicación de la Ley y la mutua asistencia legal, propone dotar 
a las autoridades de los medios necesarios para identificar, rastrear, aprehender, 






6. MANEJO CADENA DE CUSTODIA 
 
La importancia de profundizar en el manejo de la cadena de custodia nos permite 
visualizar responsabilidad del Estado en el manejo de ésta haciendo énfasis en las 
reglas básicas y su secuencia. 
 
6.1 RESPONSABILIDAD DEL ESTADO EN EL MANEJO DE LA CADENA DE 
CUSTODIA  
 
Como quiera, que la falla del servicio presupone al régimen de responsabilidad 
subjetiva, donde la responsabilidad en su gran parte es de la administración, 
obviamente por el concurso de sus funcionarios, por la acción u omisión de las 
funciones, al mismo tiempo por su extralimitación, por el incumplimiento, de estos 
roles a cargo del Estado.  Al momento de convertirse en acciones y omisiones por 
parte del Estado, se predican en daños antijurídicos refutables con la 
responsabilidad del Estado y es el caso de los servidores públicos investidos de 
funciones de Policía Judicial cuando tienen que ver con el manejo de la  Cadena 
de Custodia y su responsabilidad patrimonial como lo establece en la Carta 
Política. 
 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 90 de la Carta Política, el Estado 
tiene el deber de responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que 
cause con ocasión de la acción y omisión de sus agentes, en el caso que nos 
ocupa como es el del manejo de la cadena de custodia, propiamente en el delito 
de Lavado de Activos, norma que le sirve de acompañamiento al artículo 86 del 
Código Contencioso administrativo, que tiene que ver con la acción de reparación 
directa, por la cual el interesado debe demandar por el daño causado en el mal 
manejo de dicha acción procesal.  Por tanto dicha reparación se debe realizar, 
porque la norma constitucional ratifica que la existencia del daño antijurídico como 
fuente de derecho a obtener la reparación de perjuicios, tiene que ser imputable a 
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una entidad del Estado, en este caso sería a todas aquellas que cuenten con 
agentes con funciones de policía judicial y que tengan que ver con el manejo de la 
Cadena de Custodia. 
 
El Estado ha venido sufriendo un desmedro patrimonial con ocasión de las 
demandas administrativas que entablan los particulares por el mal manejo por 
parte de sus agentes de la cadena de custodia en las diferentes escenas de 
crímenes, por lo que no siguen su protocolo y por esto los procesos penales se 
pierden.   
 
Por esta razón el Estado debe aumentar la capacitación a sus agentes para no 
incurrir en estas falencias y crear un protocolo especial en lo que tiene que ver con 
el delito de Lavado de Activos, para no incurrir en nuevos hechos que afecten el 
buen nombre de las instituciones, pues esto tiende a deslegitimar en muchos 
eventos a la función pública y la autoridad del Estado. 
 
6.2 REGLAS BÁSICAS DE LA CADENA DE CUSTODIA 
 
La cadena de custodia se inicia con la autoridad que recolecta los elementos 
probatorios.  Mediante fotografías, planos, videos y una descripción escrita, se fija 
el sitio exacto de donde se recolecta cada uno de los elementos materiales de 
prueba.  Se describe cada uno de dichos elementos, su naturaleza, cantidad 
características, así como la identificación del funcionario encargado de 
recolectarlos60. 
 
Debe evitarse la manipulación no necesaria de los elementos de prueba. 
 
Al embalar se debe tener en cuenta que lo más importante es la conservación del 
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Se deben tomar medidas para proteger el elemento de prueba de adulteraciones o 
robo. 
La cadena de custodia se aplica sobre cada uno de los elementos probatorios, ya 
sea el cadáver, armas, sustancias químicas, huellas, etc.  El formato de cadena de 
custodia se debe llenar en su totalidad. 
 
Se entiende como reglas básicas de la cadena de custodia, las siguientes: 
 
A. Dejar constancia en el acta de diligencia inicial, indicando dónde fue 
encontrada la evidencia, la ubicación exacta, la descripción, su naturaleza; 
nombre y cargo  del funcionario que hace la recolección, fecha y hora de la 
obtención. 
B. Aplicar los procedimientos de recolección, embalaje, preservación y rotulación 
de los elementos materiales de prueba. 
C. Iniciar el proceso de aseguramiento de las evidencias, diligenciando el formato 
de cadena de custodia para cada una de ellas. 
D. Adjuntar a cada una de las evidencias recolectadas el formato de cadena de 
custodia para ser diligenciado en el transcurso del proceso penal. 
E. Fijar mediante fotografías, video, plano y descripción escrita, clara y completa, 
el sitio exacto de donde se recolecta cada una de las evidencias. 
F. Describir cada una de las evidencias. 
G. Al embalar lo primordial es la conservación de la evidencia.  Para la 
conservación de algunas evidencias, se debe pedir la colaboración del experto 
según sea el caso. 
H. Tomar medidas necesarias para proteger la evidencia de posibles 
adulteraciones o perdida. 
I. Sobre cada uno de los elementos probatorios recolectados, actas u oficios, se 
debe aplicar la cadena de custodia. 
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J. Utilizar y llenar en su totalidad el formato de cadena de custodia para la 
entrega y recibo de las evidencias61. 
 
6.3 SECUENCIA DE LA CADENA DE CUSTODIA 
 
La secuencia de la cadena de custodia es la siguiente: 
 
A. Investigadores: Los investigadores realizan su labor con las víctimas, 
sospechosos y testigos. 
B. Criminalística: Los criminalísticos se encargan de toma de muestras (el 
experto forense, custodia la información y realiza el almacenamiento de 
acuerdo con las normas vigentes). 
C. Laboratorio: El laboratorio realiza análisis de muestras.  O sea los elementos 
de prueba. 
D. Autoridad competente: Recibe el formato de cadena de custodia. 
E. Fiscal: verifica lo descrito con lo observado. 
 
6.3.1 Responsables de la cadena de custodia 
 
Son responsables de la cadena de custodia los servidores públicos y particulares 
que contribuyan al aseguramiento de las características originales de los 
elementos físicos de prueba durante la protección del lugar de los hechos, 
recolección embalaje, transporte, análisis, almacenamiento, preservación, 
recuperación y disponibilidad final de estos, identificando al responsable de cada 
una de sus etapas62. 
 
Los responsables de la aplicación  del sistema de cadena de custodia, 
mantendrán al día el control de actualizaciones a medida que se presenten las 







modificaciones hechas por el Comité Permanente de Cadena de Custodia de la 
Fiscalía General de La Nación. 
 
El responsable del Manual del Sistema de Cadena de Custodia, luego de recibidas 
las actualizaciones debe sacar del formato aquellas que sean reemplazadas, con 
el fin de evitar posteriores confusiones de todos los funcionarios a quienes atañe 
la cadena de custodia. 
 
6.3.2 Cadena de custodia en las evidencias físicas 
 
Se entiende por evidencia física cualquier elemento que sea tangible, que sirve 
para probar o no un problema en discusión y que se utiliza para reconstruir un 
hecho punible.  Desde el hallazgo de la evidencia la cadena de custodia debe 
continuar bajo estricto control en las diferentes etapas del proceso investigativo.  
Los elementos de prueba se deben individualizar. 
 
La criminalística analiza la evidencia física para el descubrimiento y verificación 
científica del delito.  La evidencia física nos conduce a la identificación  del autor 
del hecho punible o nos permite asociarla con la víctima.  
 
Existen dos tipos de evidencias: 
 
 La que tiene características individuales, o que proviene de una fuente 
específica o persona y, 
 La que pese a tener características específicas, se desconoce su procedencia. 
 
La evidencia física, nos permite comprobar las declaraciones del imputado o de 
los testigos y reconstruir la secuencia de los hechos63. 
 





La recolección, embalaje y envío de los elementos físicos de prueba al laboratorio, 
almacén de evidencias o dependencia que haga sus veces, debe realizarse en 
condiciones de preservación y seguridad que garanticen la identidad, integridad, 
continuidad y registro de los elementos de acuerdo con su naturaleza.  Se inicia 
con búsqueda de los elementos físicos de prueba y la fijación fotográfica de la 
escena y termina con la entrega de dichos elementos al almacén de evidencias. 
 
Los elementos se deben embalar con base en las instrucciones que los 
laboratorios forenses impartan, diligenciando el formato preestablecido. 
 
La autoridad competente dispone el envío de los elementos físicos de prueba 
siguiendo técnicas y procedimientos establecidos, dejando constancia de su 
actuación en el formato de cadena de custodia.  Los residuos de sustancias 
químicas o biológicas, luego de analizados en el laboratorio, se guardan en éste 
hasta cuando la autoridad competente ordene su disposición final.  Cuando se 
trate de otro tipo de elementos y ya efectuado el análisis, se guardarán en el 
almacén de evidencias hasta su disposición final por parte de la autoridad 
competente64. 
 
La institución prestadora de servicios de salud que en el ejercicio de sus funciones 
tenga contacto con elementos físicos de prueba, suministrará a la autoridad con la 
mayor brevedad posible o dentro de las doce horas siguientes al ingreso del 
paciente, la historia clínica o epicrisis de aquellas personas atendidas como 
consecuencia de un hecho susceptible de investigación penal.   
 
Para que la cadena de custodia se lleve a cabo en forma confiable, y de estricto 
cumplimiento de las normas que la rigen se deben tener en cuenta los principios 
generales de Criminalística, que son: 
 





A. Protección del lugar de los hechos. 
B. Observación. 
C. Fijación. 
D. Recolección de evidencias, 
E. Envío para estudio. 
 
En la búsqueda de las evidencias se deben realizar las siguientes actividades: 
 
A. Ubicar y demarcar la posición de las evidencias. 
B. Establecer un orden en la ubicación de las evidencias. 
C. Garantizar el manejo técnico en la búsqueda de las evidencias. 
 
6.4  APROXIMACION A LA CONCEPTUALIZACION DEL DELITO  DE LAVADO 
DE ACTIVOS 
 
Concepto de lavado de activos 
 
La doctrina ha definido al lavado de activos (Legitimación de Capitales) de 
diferentes formas y de acuerdo con sus características. Pues bien, hay quienes lo 
definen como un "proceso en virtud del cual los bienes de origen delictivo se 
integran en el sistema económico legal con apariencia de haber sido obtenidos de 
forma licita"65. 
 
Otra definición: "Es la legalización de dinero proveniente del narcotráfico, 
terrorismo y de otras actividades criminales, que buscan entrar en el sistema 
financiero nacional o internacional, a través de depósitos, colocaciones, 
transferencias, participaciones o inversiones realizadas por clientes naturales o 
jurídicos.  
                                                          
65
 POLICIA NACIONAL DE COLOMBIA, DIRECCION NACIONAL DE ESCUELAS. Módulo de 
Capacitación para la Investigación Criminal para el Delito de Lavado de Activos en Colombia. Escuela de 






Denominaciones del lavado de activos    
 
Las legislaciones de los países han empleado múltiples denominaciones para 
referirse al delito de lavado de activos. Así por ejemplo en los siguientes países el 
lavado de activos recibe diferentes denominaciones:     
 
 Argentina: Lavado de Activos 
 Bolivia: Legitimación de ganancias ilícitas 
 Brasil: Lavado de Bienes, Derechos y Valores 
 Chile: Lavado de Dinero  
 Colombia: Lavado de Activos 
 Costa Rica: Legitimación de Capitales procedentes del narcotráfico        
 Cuba: Lavado de Dinero 
 Ecuador: Conversión o transformación de bienes (Lavado de Dinero).  
 El Salvador: Lavado de Activos  
 Guatemala: Transacciones e inversiones ¡lícitas 
 Honduras: Lavado de Dinero o Activos       
 México: Operaciones con recursos de procedencia ilícita. 
 Nicaragua: Lavado de Dinero y Activos de Actividades Ilícitas 
 Panamá: Blanqueo de Capitales      
 Paraguay: Lavado de Dinero o Bienes 
 Perú: Lavado de Activos 
 República Dominicana: Lavado de Bienes relacionados con el tráfico ilícito de 
drogas y delitos conexos. 
 Uruguay: Blanqueo de Dinero     




La terminología utilizada no obedece siempre a criterios estrictamente jurídicos, la 
mayoría de las veces de neologismos utilizados o sinónimos de palabras 
extranjeras, veamos:66 
 
 Lavado: Expresión utilizada de la traducción en ingles de "Money laude ring", 
o del alemán "gledwasche". La expresión "lavado" es utilizada por el 
Reglamento Modelo de la CICAD-OEA. 
 
 Blanqueo:   Del francés  "planchamente” y del  portugués "blanqueamiento" 
 
 Reciclaje: Este término deriva del italiano "reciclajito". 
 
Características del lavado de activos 
 
Entre las presentes tenemos: 
 
 Asume perfiles de clientes  normales.  El  lavador de activos tratará de 
asumir perfiles que no levanten sospechas. Trata de mostrase como el "cliente 
ideal".  
 
   "Profesionalismo" y complejidad de los métodos. Las organizaciones 
criminales han "profesionalizado" al lavador de activos quien es normalmente 
un experto en materias financieras quien confunde el verdadero origen  ilícito 
de los bienes objeto del lavado. Su finalidad es reducir la posibilidad 
desvincular los activos con su origen ilícito. Para ello utiliza sofisticados 
modelos o métodos de lavado para ocultar el origen ilícito de su riqueza. 
Crean empresas ficticias o de papel, adquieren empresas lícitas con 





problemas económicos; manejan múltiples cuentas en diversas oficinas o  
entidades, buscan mezclar su dinero sucio con una actividad aparentemente 
lícita, etc67. 
 
 Globalización de las actividades del lavado de activos. Es un fenómeno de 
dimensiones internacionales, sobrepasa fronteras con los cambios de 
soberanía y jurisdicción que ello implica. El desarrollo tecnológico de las 
telecomunicaciones facilita la transferencia de riqueza a través del planeta y 
permite a la delincuencia operar internacionalmente. El lavador tratara de 
acudir o utilizar países que no tienen adecuadas políticas de prevención y a 
aquellos que no ofrecen cooperación judicial internacional e intercambio de 
información para perseguir el lavado de dinero. 
 
  Aprovecha sectores o actividades vulnerables. El sector financiero es uno 
de los más sensibles para ser utilizados por las organizaciones criminales, 
recibe y canaliza la mayor parte de los dineros. Pero no es el único que es 
normalmente utilizado por los delincuentes. 
 
Etapas del lavado de activos 
 
En el delito de Lavado de Activos se siguen tres fases o etapas básicas y 
generales: primera, alejar de los autores los fondos recibidos de toda asociación 
directa con el delito en cuestión. Segunda disfrazar y eliminar todo rastro de la 
procedencia de estos capitales, realizando múltiples operaciones. Tercero retornar 
el dinero al delincuente una vez ocultado su origen geográfico así como la 
actividad de la que procede68. En consecuencia, tres pasos básicos se identifican 
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en el proceso del Lavado de Activos, analicemos en forma más detallada cada uno 
de ellos:  
 
 Colocación del dinero en el sistema financiero: Paso difícil y complejo para 
el delincuente, ya que las cantidades de dinero recibidas deben inyectarlas de 
alguna manera en el torrente financiero legal, mediante diversos modus 
operandi. Para el lavador, esta colocación inicial del dinero, suele ser el paso 
más difícil, ya que los delincuente reciben día a día, cientos de miles en 
efectivo, que tiene que inyectar de alguna manera en el sistema financiare por 
ese motivo la generalidad de los países, hay promulgado leyes de primer 
orden que exigen a la: Instituciones financieras, información sobre la recepción 
de cantidades sustanciales de efectivo. 
 
 Estratificación o Procesamiento: Los delincuente: transfieren fondos (dinero 
físico) o bienes (activos) a través: de uno o varios bancos, con el propósito de 
ocultar la colocación inicial y el destino final de los fondos, La creación de 
estratos monetarios es el segundo paso para el LAVADO DE ACTIVOS. En 
esta fase los delincuente; traspasan el dinero por varias operaciones o 
bancos, con la finalidad de ocultar la colocación primaria y el destino final de 
los fondos, creando con estos movimientos una serie de estratos, que 
dificultan la tarea de ubicar a manera en que los fondos ingresaron en el 
sistema financiero, o la forma de disposición de los mismos. 
 
 Integración o reintegro de los capitales ilícitos: Último paso del proceso, 
del Lavado de Activos, incorporando el dinero disfrazado ahora como lícito 
(dinero legítimo). Esta integración de los fondos se efectúa de varias  
maneras: realizando transacciones de importación y exportación, ya sean 
ficticias o de valor exagerado; mediante pagos por servicios imaginarios y a 
través del pago de intereses sobre préstamos  ficticios,  además,   mediante   




Técnicas (métodos) del lavado de activos 
 
Una técnica del Lavado de Activos, es un procedimiento individual o paso en el 
lavado de productos ilegales, similar a una transacción comercial individual 
legítima. También se le pueden definir como los procesos adoptados por los 
delincuentes para transformar sus fondos y bienes productos de actividades ilícitas 
en fondos y bienes con apariencia de legalidad, a través de la realización de 
operaciones que involucran al sector financiero o cualquier otro sector económico. 
Cuando los métodos usados son exitosos, el lavador los adopta y los sigue 
utilizando frecuentemente en sus operaciones de lavado de activos.69 
 
Objetivos que persigue el lavador de activos   
 
El lavador de activos busca a través de operaciones bancarias o comerciales 
aparentemente normales, evadir los controles de las autoridades para realizar sus 
operaciones ilícitas a través del sector financiero u otras actividades económicas. 
 
Para realizar las operaciones ilícitas el lavador emplea diversos métodos que se 
van sofisticando, a través de la ejecución de los mismos, con el fin de lograr burlar 
el control de las autoridades. 
 
6.5   MÉTODOS TRADICIONALES DE LAVADO DE ACTIVOS 
 
Los principales métodos conocidos hasta ahora son: 
 
A. El pitufeo o estructuración, que consiste en dividir el dinero o lavar en 
pequeñas sumas que no alcanzan el límite establecido por las entidades de 
control o las mismas instituciones financieras, para exigir el lleno de formularios 
que señalan la procedencia y documentación adicional o que obliguen su reporte a 
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las entidades de vigilancia y control, o a sus propias auditorias o revisorías. 
 
B. La corrupción de un negocio lícito, se utilizan algunos negocios lícitos para 
mezclar, con los dineros bien logrados, los provenientes del crimen, y cuyas 
consignaciones despiertan poca inquietud en el banquero, toda vez que está 
acostumbrado a este tipo de transacciones en esas empresas. De esta forma 
podrían utilizarse, indebidamente restaurantes, droguerías, bares, estaciones de 
servicios, grandes cadenas de almacenes, empresas de transporte, etc. 
 
C. Corromper a funcionarios de entidades financieras, para que no reporten a 
sus propias auditorias o a las entidades de vigilancia y control estas operaciones, 
absteniéndose de exigir el lleno de los formularios respectivos a los usuarios y en 
el peor de los casos consignando datos falsos. (Omisión de control). 
 
D. Extraer físicamente el dinero del país de origen, para consignarlo en 
territorios con escasa vigilancia financiera o paraísos financieros. (Se ocultan en la 
persona, en el equipaje, en vehículos, aviones, juguetes etc.) 
 
E. El préstamo plenamente garantizado, el residente de un país abre una 
cuenta en otro país del cual obtiene un préstamo por la suma igual a la que allí 
tiene depositada, para utilizarlo en su lugar de residencia. Como se advertirá, no 
se tiene ningún interés en el préstamo, sino en aparentar que el dinero que usa, 
proviene de una transacción. Se afirma que este procedimiento fue utilizado en la 
defraudación del Banco de Crédito y Comercio Internacional – BCCI-69. 
 
F. La subfacturación o el uso de facturas comerciales excesivamente infladas 
por importaciones, el garantizar préstamos a empresas de terceros, el 
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financiamiento o suscripción de títulos para urbanizaciones, la inversión extranjera 
con dineros ilícitos, la realización de pagos secretos, la utilización de cuentas 
inactivas, la compra de empresas quebradas que generen ingresos por ventas de 
contado, la adquisición de hoteles, agencias de viaje, concesionarias de 
automóviles, compra de casinos, doble facturación etc. 
 
G. El mercado negro de electrodomésticos, donde se vende artículos de 
contrabando a precios que generalmente son inferiores a los de fábrica en los 
países de origen. 
 
H. La sobrefacturación y sobrefacturación de importaciones, al igual que por 
la realización de exportaciones ficticias. Efectuada esta operación, el lavador 
alegara que los recursos los obtuvo en una operación legal de exportación de 
bienes permitida y estimulada por el Estado. 
 
I. El uso de tarjetas de crédito amparadas. ―Con las tarjetas amparadas, 
colocadas en el país de destino del dinero, el lavador procede a efectuar prepago 
en las tarjetas de  las entidades financieras emisoras. 
 
J. La sofisticada acción denominada “peso bróker”, que consiste en 
corredores o comisionistas que convierten a pesos los dólares provenientes del 
narcotráfico, con descuentos hasta del 25% por dólar. Son reducidores de divisas 
expertos en giros irreales o venta de servicios inexistentes. 
 
K. Paso de hormiga, serpiente, ruleteo o carrusel70 , también es conocida 
públicamente, “la modalidad denominada “pasó de hormiga” muy utilizado en la 
frontera con el Brasil en la selva oriental… sistema que consiste en contrabando 
de pequeños cargamentos “, “La serpiente”, que consiste en una caravana 
compuesta hasta por 15 camiones alineados por vehículos guía, con destino a 
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Lima; y el Ruleteo o Carrusel”, el cual es utilizado por bandas más organizadas 
que emplean varias veces el mismo documento legal para sustentar la adquisición 
de mercancías” 
 
L.  Carrusel frontera con Ecuador, en la frontera con Ecuador71, se desarrolla el 
famoso “carrusel” en el que repuestos y otras mercancías que se exportan  
legalmente de Colombia con muchos beneficios arancelarios, son nacionalizados 
en Tulcán e inmediatamente regresan de contrabando a Colombia”, “Asopartes, 
establece que un quince por ciento (15%) del mercado es contrabando, es decir 
300 millones de dólares” 
 
 
6.6 LA INVESTIGACION CRIMINAL FRENTE AL DELITO DE    LAVADO DE 
ACTIVOS 
 
La investigación criminal es el proceso metodológico, continuo, organizado, 
especializado y preciso de análisis y síntesis, que el funcionario investido con 
funciones de Policía Judicial desarrolla a través de un programa metodológico y 
explican la consumación de un injusto penal a fin de lograr su esclarecimiento, 
esta también se nutre de la Auditoria Forense, la contabilidad y análisis contable  
 
Los pasos a seguir se pueden definir de la siguiente manera: 
 
 Investigar los hechos consignados en la noticia criminal, mediante denuncia, 
querella o por petición de autoridad competente. 
 
 Determinar si se ha cometido una conducta punible previamente establecida 
en el Código Penal. 
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 Recolectar y conservar a través de la cadena de custodia, las evidencias 
tangibles y las intangibles 
 
 Identificar, con base en los análisis de resultados técnico-científicos y de 
diligencias judiciales, a los responsables de la conducta ilícita. 
 
 Judicializar a los responsables del ilícito 
 
 Aportar pruebas. 
 
6.6.1 Auditoría Forense 
 
Fundamentalmente es el examen objetivo 72 , sistemático y profesional de las 
operaciones financieras  de las operaciones administrativas efectuado con 
posterioridad a su ejecución como  servicio a la gerencia por personal de una 
unidad de auditoría, completamente independiente de dichas operaciones, con la 
finalidad de verificarlas, evaluarlas y elaborar un informe que contenga 
comentarios, conclusiones y recomendaciones, soportado en evidencias 
convincentes. 
 
La Auditoría es una parte importante del sistema de control interno de la entidad, 
es una herramienta de la gerencia que es indispensable a la administración para la 
toma de decisiones, esta se puede profundizar y especificar con: 
 
6.6.1.1 Auditoría integral 
 
La auditoría integral es una actividad profesional que evalúa de manera integral 
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tanto internamente como en su entorno las unidades económicas, para prevenir, 
detectar y monitorear hechos financieros y no financieros que acontecen 
permanentemente, por ello desde el enfoque administrativo, mas no investigativo, 
está considerada como una función de asesoría.  
 
Por ende el auditor no debe estar autorizado para efectuar cambios en los 
procedimientos en operaciones de la organización, ni para ordenar que éstos se 
efectúen. Su trabajo consiste en hacer análisis y evaluaciones independientes y 
objetivas de los procedimientos y actitudes existentes; informar acerca de la 
situación encontrada y motivar mediante recomendaciones y observaciones 
susceptibles de mejoría cambios y decisiones que deben ser tomadas en 
consideración por los funcionarios encargados de la administración y de las 
operaciones, para evaluar y medir los resultados73. 
 
La auditoría integral, rompe con el paradigma de la administración orientado al 
modelo jerárquico funcional donde se da una especialización por áreas del  
conocimiento, dando prioridad al criterio QUIEN es el responsable, para pasar al 
paradigma nuevo de la administración donde la prioridad la da el QUÉ y el CÓMO, 
se dice, centrándose ya no en las funciones sino en los PROCESOS; para lograr 
que s organizaciones se adecúen a los veloces cambios que caracterizan al 
mundo actual y una de cuyas consecuencias es la globalización donde se vuelve 
crítico el problema de incrementar la productividad para la consecución de 
importantes ventajas competitivas. Es necesario que la Auditoría se reoriente 
como un PROCESO GLOBAL, que tiene por objeto evaluar los demás procesos 
de la organización tanto en el nivel estratégico y táctico como en el nivel operativo. 
Este proceso GLOBAL DE LA AUDITORÍA es lo que se denomina AUDITORÍA 
INTEGRAL cuyo objetivo es no sólo auditar los registros financieros, sino también 
los instrumentos de que se vale la gerencia; para determinar la pertinencia de la 
información para la planeación estratégica y las actividades operativas y a su vez 





poder conceptuar sobre los resultados en los diferentes niveles estratégicos. Ello 
implica evaluar integralmente los procesos en sus fases de planeación, 
organización, dirección, ejecución y control para lo cual es fundamental valorar la 
fidelidad de la formación tanto en los resultados, como en los procesos de toma de 
decisiones, sin perder la visión de la empresa como un sistema. 
 
Se evidencia así, una evolución que se aleja del objetivo primario de la auditoría: 
rendir una opinión respecto a la equidad de las exposiciones de la gerencia, para 
aproximarse más a la opinión respecto a la "equidad de las actuaciones de la 




Es ayudar a los miembros de la gerencia a descargar efectivamente sus 
responsabilidades financieras y administrativas y a lograr sus objetivos 
proporcionándoles información, análisis, evaluación, comentarios y 
recomendaciones pertinentes a las operaciones examinadas74. 
 
"El Auditor no puede ser juez y parte, pero sí está en la obligación de recomendar 
a la gerencia la solución a las observaciones encontradas". 
 
Clasificación de las auditorías         
 
Según el objetivo a evaluar, las auditorías se clasifican en: 
 
•   Financiera (razonabilidad de cifras). 
•   Operativa (productividad en los procesos). 
•   De control interno y cumplimiento (evaluación de normas y su cumplimiento) y 
•   Gestión (medición de resultados en el manejo de recursos). 






6.6.1.2 NORMAS DE AUDITORÍA GENERALMENTE ACEPTADAS (NAGA) 
 
•   Personales (corresponden a la persona; ej.: ética, integridad, idoneidad, 
independencia, debida diligencia, etc.). 
•   Relativas a la ejecución del trabajo (el trabajo debe ser planeado, supervisado y 
con la suficiente evidencia obtenida técnicamente para que respalde el informe, 
además se debe evaluar el sistema de control interno y pronunciarse sobre el 
mismo), 
•   Relativas al informe (imparcial, suficiente, preciso y claro"). 
 
6.6.1.3 CONCEPTOS DE AUDITORIA, APLICADOS AL LAVADO DE DINERO Y 
ACTIVOS  
 
Partiendo del conocimiento de un tema como el lavado de dinero, tanto en su 
concepto, modalidades e interpretaciones jurídicas, como en el análisis de los 
avances logrados desde la década del 90 cuando se inició su tipificación en 
diferentes países, se pretende compartir, la experiencias en el campo de la 
auditoría integral en entidades financieras y corporaciones del sector real y aplicar 
un proceso de auditoría para la prevención y detección de operaciones de lavado 
de dinero y activos, que se inicia con la planeación y la ejecución, para obtener un 
informe válido ante usuarios y autoridades competentes75. 
 
6.6.1.4 PROCEDIMIENTOS DE AUDITORÍA EN LAS INVESTIGACIONES DE 
LAVADO DE DINERO Y ACTIVOS 
 
Las investigaciones de lavado de dinero y activos se deben adelantar de acuerdo 
con una metodología de tipo general que se puede ir adaptando a los requeri-
mientos de cada caso y en ello juega un papel importante las muestras y los docu-





mentos que se analizan. 
 
El proceso investigativo para este tipo de situaciones, presenta unas caracterís-
ticas de común ocurrencia, lo que permite formular procedimientos básicos para la 
planeación y ejecución del trabajo y para la presentación de informes y 
conclusiones, aplicando conceptos metodológicos propios de la Auditoría 
Financiera, que los investigadores deben armonizar con las normas legales 
sustantivas y procesales que regulan este tipo de investigaciones. 
Un elemento fundamental, es el uso de papeles de trabajo o ayudas de memoria 
para ir dejando plasmados o registrados aspectos importantes que contienen los 
diferentes documentos y pruebas allegadas al proceso, de manera que se facilite 
la elaboración del informe final, la explicación y justificación de la información en él 
contenida y la ubicación de los documentos que lo soportan. 
 
6.6.1.5 IMPORTANCIA DE LA CONTABILIDAD EN LAS INVESTIGACIONES DE 
LAVADO Y DELITOS FINANCIEROS 
 
El lavado de activos está considerado como un delito económico y financiero; en 
esta modalidad por lo general quedan diferentes clases de pruebas entre ellas las 
contables, las cuales pueden ser de carácter oficial o confidencial; dentro de las 
prácticas judiciales debidamente respaldadas por autoridad competente, vale la 
pena destacar la importante labor que deben desarrollar aquellos funcionarios que 
tienen el primer contacto físico con empresas, sitios, o personas investigadas76. 
 
6.6.1.6 Análisis de información 
 
Información de Impuestos Nacionales y Secretaría de Hacienda. Las ganancias se 
determinan de acuerdo con las disposiciones tributarias, y la utilidad contable se 
determina basándose en las normas de contabilidad generalmente aceptadas. Las 





ganancias fiscales son diferentes a la utilidad contable. 
Existen dos clases de diferencias a saber: 
 
Diferencias temporales: tienen un efecto directo sobre el cálculo del impuesto ya 
que son susceptibles de aumentarlo o disminuirlo en un período determinado, es 
el caso de las ventas a plazos, provisiones, intereses por cartera en mora y la 
depreciación flexible, entre otros. 
 
Diferencias permanentes: conlleva a la concordancia del cálculo del impuesto con 
el pasivo contabilizado, como el componente inflacionario, los gastos y costos no 
deducibles, los descuentos tributarios y las rentas exentas. 
En el cálculo del impuesto se debe proceder a: 
 
Conciliar renta comercial con la renta fiscal y determinar el impuesto. Determinar 





Datos económicos: (indicadores económicos y análisis de sectores según gremios 
o entidades especializadas). 
 
Bancos 
- Extractos bancarios 
- Recibos de consignación 
- Cheques 
- Notas bancarias - débito y crédito 








Preguntas para establecer: el manejo financiero de las cuentas ("origen o pro-
cedencia, el desembolso, relación de los desembolsos con las inversiones, 
relación de las consignaciones con los ingresos, deudas, etc.)77. 
 
Preguntas para establecer: la no inclusión o tránsito de dineros por los bancos 
(razones de operaciones en efectivo) para demostrar la capacidad económica. 




-    Promesa de compraventa 
-   Recibos de pagos de obligaciones        - Efectivo de pagaré 
- Efectivo o especie. 
-   Hipotecas 
-   Pagarés  
-   Escritura  - Convenio de las partes titularidad y condiciones.       
 -   Análisis técnico 
-   Condiciones de negociación - circunstancias de tiempo, modo, Iugar, y otros. 
-   Oportunidad (momento económico). 




-   Renovación de matrícula mercantil 
-    Contratos 
-   Títulos valores 





-    Pápeles negociables 
-    Escrituras   - Constitución reforma - aumento de capital. 
 
Prueba de la rentabilidad. Mediante la comparación de rentabilidad de los dos 
últimos años se establece la justificación de la variación de los inventarios de los 
bienes78. 
 
Prueba de incrementos. Se busca determinar con su aplicación si existe 
sobrevaluación en los inventarios de bienes u otras cuentas de alto riesgo. 
 
Prueba de los precios. Se efectúa con el fin de determinar la correspondencia que 
existe entre los promedios del costo de lo vendido, inventario de bienes, y 
ganancias con promedio de desembolsos y/o endeudamientos. 
 
Prueba del costo. Se persigue obtener la participación del costo de lo vendido y 
los gastos intermedios de un año a otro en el incremento de las ganancias. 
 
Prueba del activo corriente. Calculando el incremento del activo corriente de un 
año a otro se comprueba su correspondencia con los remanentes obtenidos en un 
año investigado y con los incrementos patrimoniales y decrementos de los 
inventarios de bienes79. 
Como observamos, toda investigación siempre recurre a la información contable 
por lo general y es aquí en donde juegan un papel definitivo, el balance, estados 
de resultados, el flujo de efectivo y el cambio en la situación patrimonial; de su 
análisis e interpretación, dependerá la detección de operaciones ilícitas. 
Las investigaciones de lavado de dinero y activos deben cubrir un proceso basado 
en normas de auditoría para que tengan la efectividad ante las autoridades 
competentes, para ello además de la habilidad técnica, el sano razonamiento, la 








independencia, los aspectos éticos y la integridad deben demostrarse plenamente. 
 
6.6.1.7 PRACTICAS CONTABLES PARA DETECTAR EL LAVADO DE DINERO 
Y EL FRAUDE 
La Contabilidad se utiliza para registrar todas las actividades financieras de un 
ente económico sea persona natural o jurídica y con esta información se toman las  
decisiones necesarias para diseñar un presupuesto, pero la ambición de los 
inescrupulosos y corruptos también la han utilizado para encubrir los actos 
delincuenciales dando una apariencia de licitud al dinero obtenido ilegalmente no 
necesariamente proveniente del narcotráfico. 
 
Los grandes lavadores suelen ser muy ingeniosos y son altamente capacitados en 
temas financieros; se asesoran de expertos que hacen que la detección de estas 
operaciones sea difícil, esto implica que el lavado de activos se realice en varias 
operaciones porque en una sola es difícil de lograr con su objetivo, que es borrar 
el rastro del origen del dinero y para ello utilizan muchas veces el sistema 
financiero internacional. 
Como mecanismo de control, la contabilidad es la mejor herramienta para dejar 
rastro de la historia financiera y económica de cualquier actividad del hombre; es 
por ello que en todos los lugares del mundo existen leyes que establecen cuales 
deben ser los mecanismos en el llamado lenguaje de los negocios, sin embargo, 
en actos criminales la contabilidad confidencial existe para el manejo de toda 
operación y el control efectivo de las innumerables transacciones que se realizan, 
en algunas partes se conoce con el término de la doble contabilidad, la cual se 
hace más compleja cuando se en cripta para evitar el entendimiento de la misma 
por organismos especialmente investigativos; sin embargo, existen también 
mecanismos para interpretarla, analizarla y servirnos de ella como prueba 
contundente que facilite sentencias y disminuya la impunidad80.  








7. IMPORTANCIA DE LA  CAPACITACION EN LOS AGENTES DEL ESTADO 
 
Resulta de vital importancia la capacitación e instrucción que se les suministre a 
los agentes del Estado con funciones de Policía Judicial frente a los temas del 
delito del lavado de activos y el manejo de cadena de custodia. Esta función debe 
estar en cabeza de las diferentes instituciones con funciones de policía judicial 
como son CTI, DAS, POLICIA NACIONAL, capacitación e instrucción que debe 
estar sujeta a una estructura doctrinal. 
 
7.1 RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR FALTA DE CAPACITACION 
 
Es totalmente claro que la responsabilidad civil del Estado es un tema  de 
profundas reflexiones doctrinales y jurisprudenciales por cuanto podemos estar 
frente a un Estado activo, lo que quiere decir, de manera activa incumpliendo las 
funciones que se le fijan para el cumplimiento de su gestión y de manera pasiva y 
negligente, cuando se sustrae del cumplimiento de sus funciones constitucionales 
y principios tan elementales como la buena fe, la confianza legítima y otras más, 
además que la inobservancia de los diferentes regímenes ha llevado a que se 
torne muy repetitivo el tema de la responsabilidad civil del Estado. 
 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 90 de la Constitución Política, el 
Estado tiene el deber de responder patrimonialmente por los daños antijurídicos 
que le sean imputables, causados por la acción o por la omisión de las 
autoridades públicas, norma que le sirve de fundamento al artículo 86 del Código 
Contencioso Administrativo que consagra la acción de reparación directa cuyo 
ejercicio da origen a disimiles discusiones y que establece la posibilidad del 
perjudicado de demandar la reparación del daño cundo su causa sea un hecho, 
una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente 
de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa, es la 
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amplitud del artículo referenciado no obstante, que la norma superior hace más 
concreción en la existencia del daño antijurídico como fuente del derecho a 
obtener la reparación de los perjuicios siempre que le sea imputable a una entidad 
estatal. 
 
Retomando el tema de la responsabilidad del Estado, esta no resultó de un 
momento a otro, se ha venido presentando en el transcurrir del tiempo a través de 
diferentes jurisprudencias, en que el Estado ha visto la necesidad de responder 
pecuniariamente a sus asociados y de igual manera, lo ve como prioridad de 
elevar esa responsabilidad a rango constitucional como elemento base y 
fundamental de la Carta Política. 
 
Ahora bien, la Ley Estatutaria 270 de 1996 modificada por la Ley 1285 de 2009,  
se ocupa nuevamente del tema de la responsabilidad del Estado, ya no como 
norma constitucional sino directamente en lo que tiene que ver con las funciones 
inherentes de los funcionarios y empleados judiciales en sus artículos 65 y 69,  y 
abarca de manera precisa, que el Estado responderá patrimonialmente por los 
daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de 
sus agentes judiciales, es entonces que el Estado responderá por el defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia, por el error jurisdiccional y por la 
privación injusta de la libertad, por tanto, pareciera que aclara o se circunscribe ya 
no para la responsabilidad de todos los servidores públicos sino categoriza a los 
agentes judiciales. 
 
Por otra parte el artículo 69 de la ya trajinada norma estatutaria tiene que ver con 
el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia y nos aclara que 
quien haya sufrido un daño antijurídico, a consecuencia de la función jurisdiccional 
tendrá derecho a obtener la consiguiente reparación.     
 
La Corte estimó que tanto el artículo 65 como el 69 por manera alguna eran 
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exequibles, pues si solamente hacen alusión a la responsabilidad del Estado a 
través de sus agentes judiciales por falla en el servicio, ello no excluye, ni se podrá 
excluir, la aplicación del artículo 90 de la Carta Política en los casos de la 
administración de justicia, basta con saber que el artículo superior nunca podrá ser 
limitado por una ley estatutaria, eso implica una mejor y amplia  interpretación de 
la norma y no se podría dejar sin vigencia el artículo 90 superior. 
 
Teniendo en cuenta y siguiendo un rastro al trabajo que nos ocupa se ve a todas 
luces la responsabilidad del Estado cuando deja de lado la capacitación de sus 
agentes en lo que tiene que ver con el cumplimiento de sus funciones y ya de 
manera más concreta cuando nos remitimos a agentes con funciones de Policía 
judicial, esto es por manera alguna, que se refleja la incapacidad, porque podría 
ocurrir que de una u otra forma el Estado ha proporcionado una pequeña 
ilustración del tema y sus funcionarios no profundizan porque precisamente no 
existe esa capacitación y la llamaríamos  ignorancia supina o negligencia o 
también podría ser por el mal manejo de la Cadena de Custodia en el ya bien 
recurrido delito de Lavado de Activos por parte de esos miembros que ostentan 
esas funciones, precisamente por falta de constante capacitación.   
 
Con base en ese planteamiento tendríamos que vernos abordados en aplicar para 
demandar al Estado por falta de capacitación a sus miembros, porque de una u 
otra manera cualquier asociado se verá inmerso o perjudicado por el daño 
antijurídico que pueda causar un agente que tenga que ver con los daños que bien 
incluyen los artículos 65 y 69, entonces demandaríamos directamente por esta Ley 
que aborda a estos precitados artículos o por el artículo 90 superior? 
 
Es entonces que debemos acatar lo ya establecido por la Corte en cuanto a la 
Constitucionalidad del artículo 90 superior e interpretar de manera clara que 
cualquier daño antijurídico debe ser abordado por este, enunciando de manera 
subsidiaria cualquiera de los dos artículos inferiores en los que trata sobre la 
106 
 
responsabilidad de sus agentes judiciales en un caso concreto, por cuanto este 
artículo constitucional abarca tanto la responsabilidad objetiva como subjetiva de 
cualquier entidad del Estado.  
 
Como quiera que el tema que nos ocupa es la Responsabilidad del Estado por 
falta de capacitación a sus agentes en lo que tiene que ver con el manejo de la 
Cadena de Custodia en el Delito de Lavado de Activos, se hace necesario 
determinar si los agentes con estas funciones específicas son de responsabilidad 
del Ejecutivo o del Judicial, aunque estas ramas del poder público,  hacen parte 
del Estado, solo sería para diferenciarlas y de una u otra manera acudir a los 
artículos Estatutarios ya referenciados anteriormente en el caso que una de estas 
no la cubra el artículo 65 estatutario,  por cuanto los organismos con funciones de 
Policía Judicial unos hacen parte de la rama ejecutiva, como lo es el DAS y la 
SIJIN y otros, como el CTI, hacen parte de la rama judicial, si se tiene en cuenta a 
la Fiscalía  General de la Nación como ente acusador e investigador dentro del 
establecimiento jurídico, por lo que nos preguntaríamos nuevamente si se hace 
necesario o no el llamamiento de los artículos 65 y 69 de la Ley Estatutaria 270 de 
1996 y modificada por la ley 1285 de 2009, en la cual el artículo 65 nos ubica en  
el tema sobre la responsabilidad del Estado y de sus Funcionarios y empleados 
Judiciales y el artículo 69 que nos permite tratar la responsabilidad del Estado por 
el defectuoso funcionamiento de la Administración de Justicia.   
 
Es decir tendríamos que abordar los dos artículos estatutarios al tiempo, cuando el 
Estado es responsable por el daño que causó uno de sus agentes a un particular 
por el mal manejo o que de manera omisiva se realizó un procedimiento por lo 
cual se  estaría inmerso la responsabilidad del Estado por la falla en el servicio por 
parte de sus agentes.   
 
De modo pues que el supuesto fáctico de estos artículos es muy amplio por 
cuanto implica abarcar, la responsabilidad de sus agentes tanto en la acción como 
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en la omisión y de igual manera en la defectuosa aplicación de sus roles.  Es por 
eso que el Estado a través de sus funcionarios con jurisdicción y mando son 
responsables por la nula o mala  capacitación que le brinden a sus subalternos en 
el abordaje de sus respectivas funciones, de tal suerte que el Estado se ve en la 
imperiosa necesidad de responder pecuniariamente con las sentencias en contra 
que día a día están desmembrando el erario a causa de esos daños antijurídicos 
causados a los particulares, de otra manera podríamos afirmar que el objetivo 
legal es bastante proporcionado al sustento fáctico de estos artículos de la Ley 
Estatutaria. 
 
Por tanto, lo más importante de todo este accionar jurídico es que el Estado se vio 
en la imperiosa necesidad de crear unos derechos fundamentales a los asociados, 
como se debe realizar en cualquier ordenamiento jurídico de una nación civilizada 
y de igual manera unos deberes de los entes públicos, para de esa manera darle 
protección a la vida, la honra y los bienes personales y no ser un objeto más, 
como lo advertía Rousseau en el Contrato Social, porque no basta con la intensión 
de entregarle al Estado esa protección sino que este mismo sea capaz de 
brindarle como garantía toda la seguridad necesaria y en el caso dado, en que el 
mismo Estado no cumpla con esta protección sea el Estado mismo quien 
indemnice a ese asociado con una reparación del daño causado por su accionar 
de manera activa u omisiva o también de manera negligente. 
 
¿Cuál podría ser el significado de esta aplicación jurídica como norma?  
 
Si bien en un principio, la responsabilidad del Estado era un dolor de cabeza para 
muchos y se hablaba de manera lacónica en cualquier parte, se hizo imperiosa la 
necesidad de seguir hablando del tema de manera más recurrente y es por eso 
que el Estado ve la necesidad de elevarla a rango constitucional.   
 
Por tanto la razón de la aplicación jurídica de esta norma es que las autoridades 
108 
 
públicas son responsables por infracción de la Constitución y de las leyes y por la 
extralimitación u omisión de sus funciones, es por eso que el Estado será 
responsable patrimonialmente en el evento en que uno o varios de sus agentes 
con funciones de Policía Judicial no apliquen el protocolo de Cadena de Custodia 
en el delito de lavado de activos,  ya sea por el mal uso o manejo de este 
protocolo y por ende causen un daño antijurídico, esto por cuanto es el Estado el 
encargado de la Capacitación de sus propios miembros o subordinados y no sería  
la responsabilidad directa de estos funcionarios porque no son ellos responsables 
de su propia formación institucional, lo que quiere decir, es que no hay una 
responsabilidad subjetiva por parte del Estado sino por el contrario sería una 
responsabilidad objetiva y el ámbito de aplicación se daría en cualquier daño 
antijurídico que se presente con ocasión de la falta de capacitación.  
 
Ya para cerrar el tema se hace importante resaltar lo valiosa que ha sido la 
aplicación tanto de la norma Constitucional como la norma estatutaria en sus 
artículos 65 y 69 de la ley 1285 de 2009, porque de una manera u otra el Estado 
ya es claro y sabe que todo daño antijurídico es susceptible de indemnización y 
por eso es que ya se plantea la insuficiencia de la falla del servicio dentro de la 
cual no cubre todas las actuales formas de responsabilidad patrimonial, como esta 
que hoy estamos tratando y no sabría,  si podríamos incluirla a manera de ubicar 
esta responsabilidad del estado por falta de capacitación como una 
responsabilidad por daño especial.   Porque claro es que, pasa de la 
responsabilidad administrativa, del concepto meramente subjetivo del daño 
antijurídico por la acción del Estado, al concepto objetivo producido por él, y es 
imputable al Estado; para que ocurra la responsabilidad, se hace necesario la 
relación de causalidad entre el daño antijurídico y la acción de una autoridad 
pública, pero no solamente eso, sino que es netamente necesario que se atribuya 
al Estado el deber jurídico de indemnizar, lo que ocurre con este daño antijurídico 
tratado en este trabajo y es por demás aclarar que no resulta excesivo en el 
ejercicio administrativo de la potestad legislativa o reglamentaria, por cuanto la 
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norma ha sido creada solamente para la protección de los miembros de la 
sociedad. 
 
Se advierte que la aplicación de la norma es de suma importancia, porque ya se 
dijo anteriormente, es un amparo que tienen las personas que con ocasión de la 
mala aplicación de las funciones por parte de sus miembros, el Estado se ve en la 
imperiosa necesidad de indemnizar por esos daños antijurídicos causados, que lo 
único que dejan es un disminución bastante grande del erario y la única manera 
de recuperar esos dineros pagados es a través de la figura jurídica de repetición 
en contra del agente causante de ese desmedro económico, por el contrario la no 
aplicación de esta norma sería una inseguridad jurídica para todos sus asociados. 
 
7.2 CAPACITACION INSTRUCCIÓN Y ENTRENAMIENTO SOBRE EL DELITO 
DE LAVADO DE ACTIVOS Y LA CADENA DE CUSTODIA EN COLOMBIA 
 
En este espacio se empleará la información de diferentes escuelas, Institutos de 
formación del Estado, como La Escuela de Investigación Criminal de La Policía 
Nacional,  Departamento de Investigación Criminal, Dijin, El cuerpo Técnico de 
Investigación de la Fiscalía General de La Nación, El Departamento Administrativo 
de Seguridad, a través de su Escuela, para que de esa manera,  sean facilitado 
todos los programas académicos que demuestren la formación de los miembros o 
agentes de cada organismo con funciones de Policía Judicial y determinar su 
capacitación e instrucción frente al manejo del protocolo de la Cadena de Custodia 
en lo que tiene que ver con el delito de Lavado de Activos. 
 
ESCUELA DE INVESTIGACION CRIMINAL DE LA POLICÍA NACIONAL 
 
Mediante derecho de petición, a la Dirección de Investigación Criminal e Interpol, 
se solicitó información respecto de los programas académicos que se realizan 
para la formación de sus agentes investidos con funciones de Policía Judicial, con 
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respecto al manejo de la Cadena de Custodia en el delito de Lavado de Activos, 
para lo cual respondieron de la siguiente manera: 
 
La institución cuenta con escuelas de formación en todo el territorio patrio que 
confieren el título de Técnico profesional en Servicio de Policía, previo al 
cumplimiento de requisitos académicos referidos a las diversas modalidades del 
servicio policial, que incluye formación en policía Judicial, sumado a lo anterior 
cada uniformado puede cursar estudios particulares para profundizar su 
conocimiento, sin que obligatoriamente sean suministrados por la institución. 
 
CUERPO TECNICO DE INVESTIGACION DE LA FISCALIA GENERAL DE LA 
NACION. 
 
Se solicitó a la Dirección Nacional del Cuerpo Técnico de Investigación de la 
Fiscalía General de La Nación, para que informaran sobre los programas 
académicos que se adelantaban para la formación de sus agentes investidos con 
funciones de Policía Judicial en el manejo de la Cadena de Custodia en lo que 
tiene que ver con el delito de Lavado de Activos, para lo cual respondieron: 
 
Currículo, curso de Policía Judicial: 
AREAS DE CONOCIMIENTO: 
Jurídica e Investigación Criminal    416 Horas 
Entrenamiento Operativo para Investigadores  196 Horas 
Pasantías         48 Horas 
 
AREA JURÍDICA E INVESTIGACIÓN CRIMINAL 
1. Metodología y técnicas de Investigación Criminal     48 Horas 
2. Investigación de la Escena del delito CSI      96 Horas 
3. Introducción a la investigación técnica y científica del Delito   25 Horas 
4. Psicología y Sociología jurídica        10 Horas 
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5. Pensamiento divergente         20 Horas 
6. Argumentación oral y escrita de informes de Policía J            24 Horas 
 
RECOLECCION Y PROCESO DE LA INFORMACION EN INVESTIGACION 
CRIMINAL. 
1. Proceso de la Información y fuentes de la información            25 Horas 
2. Técnicas de entrevistas e interrogatorios, clasificación            25 horas 
3. Recolección de la información por medios electrónicos           10 Horas 
 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD (DAS) 
 
Se solicitó a la Dirección del Departamento de Seguridad (DAS), para que 
suministrara información respecto de los programas académicos que le otorgan a 
sus agentes investidos con funciones de Policía Judicial en el manejo de la 
Cadena de Custodia en lo que tiene que ver con el delito de Lavado de Activos 
para lo cual manifestaron lo siguiente: 
 
Para la asignatura Manejo del Lugar de los Hechos, Subtema, Cadena de 
Custodia se estudian los siguientes ítems: 
 
1. Definición e importancia. 
2. Aplicación. 
3. Marco Legal. 
4. Lugares de Almacenamiento. 
5. Documentación del sistema de Cadena de Custodia. 
 
En cuanto toca con el lavado de activos se desarrollan los siguientes temas: 
 











2. Identificar la estructura del sistema cambiario. 
3. Antecedentes históricos del Lavado de Activos. 
4. Identificar las fases del proceso del Lavado de Activos, las tipologías. 
5. Conocer el proceso de extinción de dominio y causales. 
 
7.3 RESULTADOS INVESTIGACION DE CAMPO 
 



















Como se puede observar, el nivel de estudios realizados por los agentes de la 
SIJIN son meramente técnicos y esto crea ciertas falencias.  
NIVEL DE ESTUDIOS / SIJIN 
   
NIVEL DE ESTUDIOS RESPONDIERON 
TOTAL  
ENCUESTADOS 
TECNICOS 2 2 
PROFESIONALES 1 1 
OTROS 0 0 
TOTAL 3 3 
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Tabla 2. Capacitación / Sijin 
 
CAPACITACION / SIJIN 
   CAPACITACION RESPONDIERON TOTAL ENCUESTADOS 
E. I. CRIMINAL PONAL 2 2 
ESTABLECIMIENTO ESTADO 1 1 
ESTABLECIMIENTO PRIVADO 0 0 
TOTAL 3 3 
 












Para la capacitación evidenciamos que en grado sumo es nimia, por cuanto los 
agentes tienen que por su propia iniciativa, si lo quieren y sus propios medios lo 
permiten, abocarse a realizarlo en establecimientos privados como queda 
establecido en las respectivas encuestas, así mismo vemos que el Estado debe de 
mejor proveer una superior capacitación a sus agentes.  
 













Tabla 3. Protocolo Policía / Judicial 
 
PROTOCOLO POLICIA / JUDICIAL SIJIN 
   
PROTOCOLO/POLICIA JUDICIAL RESPONDIERON 
TOTAL 
ENCUESTADOS 
CAPACITACION 2 2 
INSTRUCCIÓN 2 2 
ENTRENAMIENTO 0 0 
TODAS LAS ANTERIORES 1 1 
TOTAL 3 3 
 











Hay que tener en cuenta que si los agentes de la SIJIN, si bien es cierto reciben 
capacitación así sea de manera mínima, igualmente instrucción, el entrenamiento 
es mínimo como lo demuestra el cuadro y el gráfico, ya que todo es basado en las 
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Tabla 4. Desempeño C / Custodia Sijin 
 
DESEMPEÑO C / CUSTODIA SIJIN 
   
DESEMPEÑO/C. CUSTODIA RESPONDIERON 
TOTAL 
ENCUESTADOS 
VESTIDO ANTIFLUIDOS 1 1 
GUANTES 2 2 
BOLSAS PARA EMBALAJE 1 1 
MATERIAL DE ROTULACION 2 2 
CONTENEDORES 1 1 
GRABADORA 1 1 
TABLILLA PARA ESCRIBIR 1 1 
GABINETE FORENSE 1 1 
TOTAL 3 3 
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Tabla 5. Nivel de estudios DAS 
 






TECNICOS 3 3 
PROFESIONALES 1 1 
OTROS 0 0 
TOTAL 3 3 
 
 














En lo que tiene que ver con el Departamento administrativo de Seguridad 
DAS, no cambia el resultado de las encuestas, vemos que el nivel de estudios 

















Tabla 6. Capacitación DAS 
 
CAPACITACION D.A.S. 




A. S. INTELIGENCIA S. PUBLICA 3 3 
ESTABLECIMIENTO ESTADO 1 1 
ESTABLECIMIENTO PRIVADO 0 0 
TOTAL 3 3 
 
 














Estas gráficas nos muestran claramente que la capacitación por parte del Estado 
no es la más completa, por el contrario es insuficiente, demostrando claramente 
que la capacitación para los agentes sea de manera empírica por estos mismos y 
















Tabla 7.  Protocolo Policía / Judicial DAS 
 
PROTOCOLO POLICIA / JUDICIAL D.A.S. 
     
PROTOCOLO/POLICIA JUDICIAL RESPONDIERON 
TOTAL 
ENCUESTADOS 
CAPACITACION 0 0 
INSTRUCCIÓN 0 0 
ENTRENAMIENTO 0 0 
TODAS LAS ANTERIORES 3 3 
TOTAL 3 0 
 
 














Según, los resultados obtenidos demuestran que en el DAS, el manejo del 
protocolo de la Cadena de Custodia es conocido por todos los agentes investidos 



























Los elementos básicos con que cuentan los diferentes gabinetes forenses del 
































































































Tabla 9. Nivel de estudios / CTI 
 
NIVEL DE ESTUDIOS / C.T.I. 
   NIVEL DE ESTUDIOS RESPONDIERON TOTAL  ENCUESTADOS 
TECNICOS 1 1 
PROFESIONALES 1 1 
OTROS 1 1 
TOTAL 3 3 
 
 














En el CTI, de la Fiscalía General de la Nación el nivel de estudios es similar a las 
















Tabla 10. Capacitación / CTI 
 
CAPACITACION / C.T.I. 
CAPACITACION RESPONDIERON TOTAL ENCUESTADOS 
ESCUELA DE LA FISCALIA 2 2 
ESTABLECIMIENTO ESTADO 0 0 
ESTABLECIMIENTO PRIVADO 3 3 
TOTAL 3 3 
 
 














En lo que tiene que ver con la capacitación, es claro que sus agentes, ya sea de 
manera oficiosa o por su propia iniciativa, adelantan estudios en establecimientos 
privados para que sean tenidos en cuenta en el momento de ser calificados por 
sus superiores. 
 












Tabla 11. Protocolo Policía Judicial / CTI 
 
PROTOCOLO POLICIA JUDICIAL / C.T.I. 
PROTOCOLO/POLICIA JUDICIAL RESPONDIERON TOTAL ENCUESTADOS 
CAPACITACION 2 2 
INSTRUCCIÓN 0 0 
ENTRENAMIENTO 1 1 
TODAS LAS ANTERIORES 1 1 
TOTAL 3 3 
 
 













En este cuadro y su respectivo gráfico nos muestra claramente que la capacitación 
es regular, mediana, la instrucción es nula, al igual que el entrenamiento, por lo 
que deja ver a todas luces la preparación de estos agentes del Estado  en lo que 
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Tabla 12. Desempeño C/Custodia CTI 
 
DESEMPEÑO C/ CUSTODIA C.T.I. 
DESEMPEÑO/C. CUSTODIA RESPONDIERON TOTAL ENCUESTADOS 
VESTIDO ANTIFLUIDOS 2 2 
GUANTES 3 3 
BOLSAS PARA EMBALAJE 3 3 
MATERIAL DE ROTULACION 3 3 
CONTENEDORES 3 3 
GRABADORA 0 0 
TABLILLA PARA ESCRIBIR 2 2 
GABINETE FORENSE 0 0 
TOTAL 3 3 
 
 






































DESEMPEÑO C/ CUSTODIA 
124 
 
Para el cumplimiento de este trabajo de campo se hizo necesario recurrir a las 
diferentes Escuelas de formación para investigadores judiciales del Estado, tales 
como Escuela de la Policía Nacional, Escuela del DAS, lo mismo que la Escuela 
de la Fiscalía General de la Nación, mediante Derechos de petición, para de esa 
manera poder  lograr que dichos establecimientos de forma escrita informaran 
cada una sobre el pensum con el que cuentan para la formación de sus agentes 
en materia de Cadena de Custodia en el delito de Lavado de Activos. 
 
La información suministrada por estos establecimientos define claramente la 
ilustración sobre el tema que reciben cada uno de sus miembros; de igual manera 
se realizaron unas entrevistas, en las cuales se plantean preguntas abiertas y 
cerradas a diferentes agentes investidos de Policía Judicial, de las diferentes 
Instituciones que cuentan con dichas funciones  y de esa manera establecer algo 
que nos indique verdaderamente su capacitación al respecto. 
 
Es de anotar que las diferentes personas entrevistadas dejan ver claramente que 
la capacitación no es la mejor, no es completa y difiere una de la otra, lo que 
quiere decir que ninguna de las tres Escuelas unifican los pensum académicos 
para lograr un mejor manejo del protocolo de cadena de custodia en el delito de 
Lavado de Activos y que solo se circunscribe al simple protocolo acostumbrado a 
los delitos comunes.81 
 
7.4 DOCTRINA PARA LA CAPACITACION EN EL MANEJO DE LA CADENA 
DE CUSTODIA EN EL DELITO DE LAVADO DE ACTIVOS. 
 
Como quiera que la doctrina, tanto la parte Estatal como la parte privada a nivel 
mundial han venido realizando campañas conducentes a minimizar la compleja 
conducta de Lavado de Activos y es así como LAS NACIONES UNIDAS81, a 
                                                          
81
 NACIONES UNIDAS, OFICINA CONTRA LA DROGA Y EL DELITO. Riesgo de Lavado de activos en 
Instrumentos Financieros Usuarios y Empleados de instituciones financieras. Introducción. Editorial Scripto 
Ltda.2008 (PP. 10 – 13)  
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través de su oficina CONTRA LA DROGA Y EL DELITO (UNODC) con su trabajo 
especializado denominado Programa de Capacitación Pasantías Financieras 
Especializadas contra el Lavado de Activos y la Financiación del Terrorismo-PFE, 
desarrollado en Colombia con el apoyo de la Embajada Británica. 
 
Con su aporte técnico a PFE, este documento ha permitido un acercamiento entre 
el sector público (autoridades encargadas de hacer cumplir la ley) y privado 
(entidades reportantes / instituciones financieras), estableciendo un intercambio 
efectivo de experiencias, mejorando el entendimiento de los instrumentos 
financieros utilizados como medios para el lavado de activos y el financiamiento 
del terrorismo. 
 
El documento surgió en el contexto del programa de auto-capacitación “juicios 
simulados sobre Lavado de Activos” y otras iniciativas de capacitación como los 
talleres “La prueba indiciaria en el Delito de Lavado de activos”. 
 
En este sentido va dirigido a la necesidad de nuestros beneficiarios  
(investigadores, fiscales y jueces) – según ellos mismos – de mejorar su 
preparación en los campos económico, financiero y contable para investigar, 
acusar y juzgar el delito de lavado de activos.  Por ente esperamos que sea 
utilizado como material de consulta en casos de la vida real. 
 
Este documento será actualizado y complementado periódicamente.  Ya se 
prepara su segunda edición, para incluir otros instrumentos financieros como 
préstamos y banca electrónica. 
 
El documento se compone de cuatro partes 
 
1. Instrumentos financieros conocidos: la cuenta corriente, la cuenta de ahorros, 
el certificado de depósito, el giro internacional y la póliza de seguros. 
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2. Instrumentos financieros especiales: los negocios fiduciarios, bursátiles y de 
comercio exterior. 
3. Transacciones de usuarios. 
4. Empleados de instituciones financieras. 
 
El documento como tal contiene una breve descripción de los instrumentos, sus 
documentos característicos y múltiples señales de alerta (451 en total) que 
podrían o no estar relacionadas con algunas conductas de la posible ocurrencia de 
una actividad delictiva, operación de lavado de activos o se podrían asociar a una 
de las tipologías conocidas. 
 
Por tanto una señal de alerta es simplemente un hecho, información o 
circunstancia particular que rodea la realización de una transacción o actividad 
(vinculación, comportamiento o transacción) de un cliente, usuario o funcionario de 
una entidad financiera que supera lo normal. La particularidad del hecho o 
circunstancia debe ser notoria pues por sus características debe superar lo 
puramente normal, habitual y corriente.  Por lo anterior, las situaciones detectadas 
deben ser objeto de una validación y de su estudio cuidadoso y detallado para 
establecer su frecuencia, particularidades y acciones a tomar. 
 
Cuando se ha efectuado una señal de alerta, a partir de la determinación de 
múltiples situaciones disímiles, es preciso realizar un análisis más profundo y 
exigente para cada una de ellas, sobre todo si el propósito es detectar o analizar 
una posible operación de lavado de activos y/o financiación del terrorismo. 
 
Las señales de alerta que provienen exclusivamente del movimiento transaccional 
de un cliente no son suficientes para identificar alguna actividad ilícita 82 .  Se  
requiere analizar las operaciones, durante un periodo de tiempo adecuado, de 
manera comparativa con su respectivo perfil de actividad. Es importante relacionar 





su actividad económica, con el tipo de persona, con su ubicación geográfica y con 
la frecuencia y características de sus operaciones. Por tal suerte, es necesario 
determinar claramente que este documento quiere simplemente definir y 
estructurar diáfanamente que para una capacitación necesaria para los agentes 
encargados de demostrar, acusar y juzgar, deben basarse básicamente en los 
cuatro partes numeradas anteriormente dentro documento, para lo  cual necesita 
que los miembros investidos de Funciones de Policía Judicial, sean proveídos de 
capacitaciones que verdaderamente los a la vanguardia de agentes investigadores 




En cuanto a la capacitación que reciben los diferentes agentes investidos con 
funciones de Policía Judicial es importante advertir que estos miembros son 
capacitados con programas que cada una de las diferentes entidades del Estado 
establece en sus diferentes centros de formación, y así mismo constitucionalmente 
ejercen las funciones de Policía Judicial; éstas no coinciden con la verdadera 
profundización que deberían otorgarle a esta clase de delitos, ya que pertenecen a 
la clase de punibles complejos  en el tema del manejo de la cadena de custodia y 
que deberían hacer parte de unas políticas públicas más consecuentes con la 
realidad y abordarles más importancia y establecer otros mecanismos más 
profundos para  el manejo de su protocolo. 
 
Así mismo se puede determinar que en lo que tiene que ver con la capacitación en 
el tema del delito de Lavado de Activos; solamente una de las tres entidades 
abordadas para el suministro de la información, incluyó en su informe elementos 
básicos para la formación en dicha conducta delictiva, lo que quiere decir que la 
formación académica de estas tres agencias no coinciden en la estructura de 
información del tema  de sus agentes.  Por tanto y a manera de corolario se 
evidencia claramente que la capacitación en Colombia por parte de los 
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organismos investidos con funciones de Policía Judicial a sus agentes, no es la 
mejor, ya que se concluye claramente que el perfil profesional de estos 
funcionarios dista mucho de ser unos verdaderos técnicos en el manejo de la 






8. RESPONSABILIDAD  DEL ESTADO EN LA PRESERVACION DE LA 
CADENA DE CUSTODIA EN EL DELITOS DE LAVADO DE ACTIVOS 
 
Como quiera que uno de los delitos con más trascendencia social es de Lavado de 
Activos, el interés con este capítulo es el de demostrar la incidencia a nivel 
nacional, sus características, consecuencias, no obstante su repercusión 
financiera, económica y social, sino, cómo es el manejo a nivel investigación 
criminal y obviamente el manejo de su cadena de custodia, por cuanto el Estado 
ha venido siendo responsable por la acción y la omisión por parte de sus agentes 
investidos con funciones de Policía Judicial, en el manejo de esta Gráfico 
procesal, como lo es la cadena de custodia en el delito de Lavado de Activos  
 
8.1   RESPONSABILIDAD DEL ESTADO  
 
Responsabilidad del Estado desde se evolución, para los efectos de la presente 
investigación, podría sintetizarse de la siguiente manera: 
 
En una primera etapa, al igual que aconteció en la evolución de la jurisprudencia 
francesa sobre el tema, la responsabilidad del Estado se fundamenta en las 
disposiciones del Código Civil, relativas a la responsabilidad de las personas 
jurídicas por el hecho de sus agentes. Dentro de este régimen la culpa del agente 
hace presumir la de la persona jurídica, pero ésta puede exonerarse demostrando 
diligencia en su elección y su control; su responsabilidad se fundamenta en la 
denominada culpa in eligiendo y en la culpa in vigilando. 83 
 
La Corte Suprema de Justicia, que hasta el año de 1964 era la competente para 
conocer este tipo de procesos, modifica el criterio de la responsabilidad indirecta.  
 
                                                          
83
 AREVALO REYES, HECTOR DARIO, Responsabilidad del Estado y de sus funcionarios; Ediciones 
jurídicas GUSTAVO IBAÑEZ, 1999 (PP, 21-24) 
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Primero lo atenúa con la teoría organicista en la cual se diferencian órganos y 
subalternos para manejar bajo el régimen de la responsabilidad directa. Dice al 
respecto el doctor JAIME VIDAL PERDOMO, que "Así como las personas físicas 
responden por los daños que cause su mano, porque es órgano que le pertenece, 
así las personas jurídicas responden de los perjuicios que puedan provocar sus 
agentes, porque son también sus órganos los elementos sin los cuales no podrían 
actuar". Y. por último, se afirma que la responsabilidad del Estado es directa, 
aludiéndose ya no sólo al artículo 16 de la Constitución Nacional de 1886, hoy 
artículo 2° de la Constitución de 1991, sobre el cual va a desarrollarse, en 
términos generales en nuestro medio, la teoría de la falla del servicio como 
fundamento principal de la responsabilidad patrimonial del Estado84. 
 
Cuando la Corte aplica la teoría de los órganos, tiene que distinguir entre los 
empleados que actúan con autonomía e iniciativa y con capacidad para encarnar 
la voluntad del Estado", y los que no alcanzan a encamar la voluntad de la entidad 
pública"; en el primer caso la responsabilidad es directa, y en el segundo indirecta. 
 
Sobre este punto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, en 
sentencia de agosto 21 de 1939, señaló: 
 
Esta teoría de la responsabilidad por otro para justificar la del Estado como 
garante de los servicios públicos, derivada de los principios del derecho civil que 
consagran la responsabilidad de los amos por los hechos culposos de sus depen-
dientes, está revaluada por la nueva concepción que quiere fundar la 
responsabilidad culposa en un concepto objetivo principalmente, equivalente al 
deber del Estado de reparar los daños que cause a los ciudadanos por el 
funcionamiento inadecuado de los servicios públicos, con secundaria 
consideración a la falta o culpa imputable a los agentes encargados legalmente de 
poner en actividad esos servicios. No se puede ordinariamente en el análisis de 





estos casos aislar la culpa del funcionario encargado normalmente de accionar el 
servicio público de lo que propiamente es su función oficial. Generalmente son 
faltas de servicio que comprometen la responsabilidad de la administración, salvo, 
naturalmente, los casos de culpa personal del empleado que lo compromete 
individualmente por actividades ajenas a las funciones del servicio mismo o 
independientes de él. No es falta en la selección del personal (culpa in eligiendo la 
base de la responsabilidad estatal, que más bien debe buscarse en la falta de 
previsión hacia los ciudadanos, que va implícita en el mal uso del poder de control 
y dirección que corresponde a los gestores municipales en las actividades de 
servicios adscritos al distrito85. 
 
En vigencia de la Constitución de 1886, la jurisdicción administrativa declaraba la 
responsabilidad de la administración por los daños causados a los asociados con 
ocasión del actuar o de la omisión de las autoridades. Esa responsabilidad no 
tenía una consagración expresa en la Carta Política, pero se dedujo 
jurisprudencialmente de los artículos 16, 20 y 30, normas que preceptuaban el fin 
para el cual estaban estatuidas las autoridades de la República, sus límites y el 
respeto por la propiedad privada y la indemnización previa en caso de 
expropiación. 
 
El incumplimiento por parte de las autoridades de esas funciones y el irrespeto a 
tales derechos habiendo sido instituidas, por expreso mandato constitucional para 
su protección, permitió el desarrollo jurisprudencial de la responsabilidad con falla 
y responsabilidad sin falla: distinguiéndose en el primero, en relación con su 
prueba, la falla presunta de la falla probada. 
 
El régimen general de la responsabilidad del Estado era entonces el denominado  
De la falla en el servicio, en el cual éste respondía de los daños causados porque 
el "servicio funcionó mal, funcionó tardíamente o no funcionó. En dicho sistema la 





prueba del funcionamiento inadecuado, la del daño y la de la relación de 
causalidad, debía aportarla el propio demandante, salvo para los casos en los 
cuales ésta se consideró presunta por la jurisprudencia (ej.: responsabilidad 
médica); en dichos casos era la entidad demandada la que debía demostrar la 
ausencia de falla (diligencia) para exonerarse de responsabilidad86. 
 
AI lado de ese sistema general, se incluye los regímenes de responsabilidad 
objetiva de la administración que junto con la responsabilidad extracontractual del 
Estado empieza a desarrollarse con fundamento en el art. 16 de la Constitución de 
1886 hoy artículo 2°, profiriendo fallos como el del Banco Bananero del Magdalena 
del 28 de octubre de 1976 reiterado en junio 28 de 1984, dentro de los cuales 
debe destacarse el de la responsabilidad presunta (por actividades o instrumentos 
peligrosos) la teoría del daño especial, la responsabilidad por expropiación y por 
ocupación de inmuebles en caso de omisión de las autoridades públicas. 
 
El elemento falla del servicio no entra en juego, ni como onusprobani, a cargo del 
actor, ni como presunción de falla, inversora de la carga de la prueba. Se trata de 
los regímenes que la generalidad de la doctrina denomina objetivos, que también 
reúnen como elementos constitutivos un hecho y un perjuicio causado por aquél. 
En los campos de la actividad administrativa a los cuales se aplica, la 
administración solamente se exonera si demuestra la fuerza mayor o el hecho de 
la víctima.  
 
8.2 ANTECEDENTES DE LAVADO DE ACTIVOS 
 
El punible de lavado de activos, sanciona a quienes, sin haber participado en el 
punible, prestan una ayuda eficaz a los responsables de la delincuencia, bien 
obstruyendo la persecución oficial o colaborando para ocultar y hacer efectivo el 
beneficio del hecho desviado, ha obligado a la tipificación del hecho punible 





autónomo del encubrimiento por favorecimiento o por receptación. 
 
Esta Gráfico ha cobrado inusitada importancia toda vez que los países se han 
preocupado por reducir y procurar la eliminación de las ganancias que generen 
ilícitos de nefastas consecuencias para la sociedad como el narcotráfico, el 
enriquecimiento ilícito, el secuestro, la trata de blancas, la venta de armas, la 
corrupción administrativa, entre otros87. 
 
Para la estructuración del delito se siguió de cerca las recomendaciones 
preparadas por un grupo de 13 expertos de países de América, convocados por la 
Comisión Interamericana para el Control de Estados Americanos (OEA) en el 
documento conocido como Reglamento modelo sobre delitos de lavado 
relacionados con el tráfico ilícito de drogas y delitos conexos, el cual fue aprobado  
por la Asamblea General de la OEA, en su octava sesión plenaria celebrada el 23  
de mayo de 1992. Así mismo, se tomaron en cuenta los parámetros contenidas en 
la citada Convención de Viena suscrita, entre otros países, por Colombia, el 20 de 
diciembre de 1998 y aprobado por la ley 67 de 1993, con algunas reservas. 
 
Debe indicarse que con antelación a la tipificación de la Gráfico, los 
comportamientos vinculados con esta actividad desviada, se sancionaban como 
punibles de enriquecimiento ilícito (Decreto de Estado de sitio 1895 de agosto 24 
de 1989)88, el testaferrato (Decreto de estado de sitio 1856 de agosto 18 de 1989). 
Estos dos decretos se convirtieron en la legislación permanente por mandato del 
Decreto 2266 de 1991)89. 
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 En Colombia, se ha estimado que anualmente puede lavarse hasta 7 billones de pesos como lo deja conocer 
el investigador asociado de Fedesarrollo ROBERTO STEINER SAMPEDRO. De los cuales 3000 se 
atribuyen al contrabando, 3000 al narcotráfico y 1000 a otros delitos. Citado por Hernando Hernández 
Quintero, Los delitos económicos en la actividad financiera Ed. Gustavo Ibáñez. Bogotá 2005. 
 
88
 Publicado en el Diario Oficial No 38951 del 24 de agosto de 1989. 
89
 Publicado en el Diario Oficial No. 40.078 de 5 de octubre de 1991. 
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Una vez se inició la aplicación de la nueva modalidad de receptación, pudo 
advertirse las dificultades que se presentaban, particularmente la imposibilidad de  
sancionar el responsable por el concurso de delitos entre el punible que genera los 
recursos sucios y el propio comportamiento desviado del lavado de activos. Así 
mismo, era evidente la inequidad punitiva al sancionar con penas semejantes a un 
reciclador de activos, que a quien receptaba el producto de un pequeño hurto. 
 
Para superar el inconveniente mencionado en precedencia, el Gobierno Nacional 
presentó, dentro del proyecto de ley ―Para acabar con el Narcotráfico y el Crimen 
Organizado, dos normas específicas sobre lavado de activos (tipificación de la 
conducta: artículo 247 A, y circunstancias específicas de agravación: artículo 
247D, que adicionaron el Decreto 100 de 1980), incluyendo en ellos la sanción del 
funcionario del sector financiero por la omisión en el cumplimiento de los controles  
establecidos en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (artículo 247B 
anterior Código Penal), para evitar que las entidades del sector puedan ser 
utilizadas para tal odioso proceder. 
 
Por su parte, la Superintendencia Bancaria impulsó en el Congreso otro proyecto 
de ley que buscaba aumentar las sanciones administrativas por el incumplimiento 
de los controles para prevenir el lavado de dineros, proponiendo multas 
institucionales hasta de un mil millones de pesos, y personales hasta de cincuenta 
millones de pesos. 
 
Finalmente, las dos iniciativas se fusionaron y fueron aprobadas en la  Ley 365 del 
21 de febrero de 199790, ―Por la cual se establecen normas tendientes a combatir 
la delincuencia organizada y se dictan otras disposiciones.  
Así se creó en el Código Penal, en el Titulo VII, ―delitos contra el Orden 
Económico Social, el Capítulo Tercero, para sancionar el Lavado de Activos, ahora 
recogido en el artículo 323 del Código Penal, Titulo X, capítulo V de la Ley 599 de 
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2000, adicionado por el artículo 8º de la Ley 747 de 2002, reformado por la Ley 
1121 de 2006, en su artículo 17,con el fin de introducir como origen mediato o 
inmediato,  actividades correspondiente a la financiación del terrorismo y 
administración de recursos relacionados con actividades terroristas. Igualmente 
incrementó las penas de prisión de 8 a 22 años (antes 6 a 15 años) y la multa de 
650 a 50.000 salarios mínimos legales vigentes (antes 500 a 50.000 salarios 
mínimos). 
 
8.3 EL LAVADO DE ACTIVOS EN COLOMBIA Y LOS ÚLTIMOS AVANCES Y 
ESTRATEGIAS EN LAPREVENCIÓN Y CONTROL DEL LAVADO DEACTIVOS 
(LA) Y LA FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO (FT) 
 
El lavado de activos y la financiación del terrorismo son amenazas graves que 
afectan a la sociedad, pues no solo comprometen sus estructuras financieras sino 
también la gobernabilidad de los países91. 
 
Por ello, la lucha contra estos delitos ocupa un lugar destacado en la agenda de 
las autoridades nacionales y de las organizaciones multilaterales y regionales. 
 
De acuerdo con las autoridades, los estrictos controles y acciones de prevención 
que han sido emprendidas por el sector financiero colombiano desde hace más de 
una década para impedir el ingreso de dineros ilícitos a sus entidades, han dado 
como resultado que hoy las organizaciones delictivas tengan que mantener buena 
parte de sus dineros ilícitos en caletas. 
En una publicación de la revista Semana Económica menciona entre los 
principales temas y las conclusiones del reciente VII Congreso Panamericano de 
Prevención y Control del Lavado de Activos, La información como fuente de 
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investigación recientemente la UIAF92 ha expedido diversas disposiciones sobre 
reporte de información, que sin duda mejorarán la capacidad de análisis, 
investigación y judicialización por parte de las autoridades encargadas de luchar 
contra los delitos del lavado de activos y la financiación del terrorismo.  
 
De esta forma se complementará la base de información de la cual ya disponen y 
que está conformada de la siguiente manera: 
 
En el caso de los ROS, la UIAF desde el año 2003, implementó un mecanismo de 
evaluación de su calidad, generando una reducción en el número de los reportes. 
Ahora se tienen menos reportes pero de mayor calidad. Del total de los ROS 
reportados desde su creación, la UIAF ha presentado aproximadamente 550 
casos a las entidades encargadas de su judicialización. 
 
De acuerdo con lo anterior y con el propósito de monitorear el comportamiento de 
las transacciones en efectivo del sector real, se está trabajando actualmente en la 
regulación de sectores como el comercio exterior, las comercializadoras de 
vehículos, de metales preciosos, el sector de la construcción y actividades 
profesionales como abogados y contadores. 
 
9. MEDIOS LOGISTICOS PARA PRESERVAR LA CADENA DE CUSTODIA 
 
De la misma manera que en el capítulo anterior,  se elevaron derechos de petición 
a las tres entidades estatales, con las que se ha venido trabajando el proyecto y 
donde se ha realizado los diferentes  trabajos de campo, se hizo la solicitud para 
poder visitar los gabinetes forenses con que estos establecimientos cuentan para 
la preservación de la cadena de custodia en lo que tiene que ver con el delito de 
Lavado de Activos. 
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El Departamento Administrativo de Seguridad, mediante visita que se realizó el 11 
de abril de 2011, manifestó el desconocimiento total sobre los gabinetes forenses 
y que cuando se tenían la necesidad de preservar una EF o un EMP se recurría al 
apoyo de los técnicos criminalísticos y que ellos practicaban el respectivo 
protocolo de cadena de custodia, pero que básicamente no se realizaba o no se 
tenía un protocolo ni mucho menos elementos logísticos para preservar EF y EMP 
que determinaran un posible Lavado de Activos. 
 
De igual manera la Fiscalía General de la Nación a través del CTI, mediante oficio, 
da respuesta aduciendo que el procedimiento. Principios y métodos de cadena de 
custodia para preservar las evidencias físicas y elementos materiales probatorios 
se aplican de manera general para la investigación de los hechos que revisten las 
características de un delito y por ende no hay uno en particular para los 
relacionados con el tema de Lavado de Activos. 
 
9.1 FORMATOS PARA PRESERVAR LA CADENA DE CUSTODIA 
 
Con la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, se establecieron parámetros 
con los cuales se tendría que aplicar la Cadena de Custodia, no obstante que con 
la Ley 600 de 2000 ya se hablaba de Cadena de Custodia, pero no se manejaba 
con un protocolo establecido y de manera responsable, es así que con ocasión de 
la Ley 906 de 2004 se establece un Manual de Procedimiento del Sistema de 
Cadena de Custodia encaminado precisamente a darle ese grado de valor con 
que se debe  manejar toda EMP y/o EF, por cuanto esta Ley pretende darle más 
valor al nuevo sistema Penal Acusatorio y aportarle más énfasis al sistema oral y 
más preponderancia al manejo del material probatorio. 
 
Como se dijo ya, este manual surge, conforme a lo establecido en la Ley 600 de 
2000, en el Capítulo VIII de las Disposiciones Especiales, en su artículo 288, 
posteriormente se reglamenta mediante la resolución 1890 de 2002, 
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seguidamente la Ley 906 de 2004, en su Capítulo V, donde ya aborda claramente 
un verdadero procedimiento, el cual lo lidera la Fiscalía General de la Nación a 
través del Comité de Cadena de Custodia, con participación de otros entes del 
Estado. 
 
Es importante tener en cuenta que este Manual de Procedimiento, creó una serie 
de Formatos, con los cuales se debe ceñir el protocolo del manejo de cadena de 
Custodia, pero que como tal y para remitirnos a nuestro trabajo queremos abordar 
y determinar si llenan las expectativas en el control o la supervisión del manejo de 
la Cadena de Custodia en el delito de Lavado de Activos. 
 
Para el estudio que nos ocupa, se escogieron  los formatos: FPJ-08, que tienen 
que ver con el Registro de Cadena de Custodia, en este formato se debe registrar 
el elemento materia de prueba o evidencia física; FPJ-09 Acta de Inspección a 
Lugares, en este documento se debe registrar cuando se inspeccione el lugar de 
los hechos u otros diferentes; FPJ-13 Informe Investigador de Laboratorio, este 
documento se debe diligenciar por la Policía Judicial cuando se haya solicitado 
intervención técnico-científica; FPJ-18 éste será utilizado por la Policía Judicial, 
cuando sea útil para la investigación; estos documentos se escogieron y se 
tuvieron en cuenta para nuestro estudio, pues son los únicos que se aproximan o 
tienen que ver con el manejo de la  Cadena de Custodia en los EMP y/o EF. 
 
Como quiera que estos formatos hagan parte de un manual establecido para el 
manejo de La cadena de Custodia, miraremos uno por uno si por manera alguna 
llenan las expectativas para el manejo de la Cadena de Custodia en el delito de 
Lavado de activos dentro del trabajo de investigación adelantado. 
 
 
El formato FPJ-08, Registro de Cadena de Custodia, cuenta con una casilla 
donde se va a identificar o ubicar en una bodega de almacenamiento, igualmente 
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cuenta con una casilla donde se va a reconocer el código único del caso, esto es 
muy importante en lo que tiene que ver con el respectivo suceso que llevan las 
autoridades, de modo que no se confundan unos temas con otros, igualmente 
cuenta con una casilla, en la cual se va a identificar a la persona que maneja las 
evidencias físicas o elementos materiales probatorios.   Así mismo cuenta con un 
cuadro donde se señala cual fue el tipo de embalaje que se utilizó en la evidencia 
física, lo mismo que cuenta dentro del formato lugar para describir o procurar 
describir la evidencia física. (Ver figura 1). 
 
El formato FPJ-09, Inspección en el lugar de los hechos; este documento cuenta 
con  identificación dentro del caso específico, se identifica el grupo y el turno de 
quien efectúa la inspección, cuenta con una información generalizada del lugar 
inspeccionado, igualmente con un acápite donde se registran los EMP o EF y se 
inicia la cadena de custodia. (Ver figura 2). 
 
El formato FPJ-13, en este formato se establece el manejo claro y específico que 
le dio cada laboratorio a la EF y/ EMP y el tratamiento específico de la cadena de 
custodia remitida. (Ver figura 3). 
 
El formato FPJ-18, en este formato encontramos el acta de registro y 
allanamiento, todo lo que tiene que ver, obviamente su identificación con el caso 
correspondiente, tiene una casilla donde se pueden relacionar los objetos 
ocupados o incautados y ponerlos a disposición. (Ver figura 4). 
Como podemos observar estos formatos cuentan con casilleros donde va 
información fundamental de cada caso específico, la identificación de los 
funcionarios que tienen que ver con este manejo, todo esto de manera muy 
positiva, pero en ninguno de estos formatos estudiados vemos que se haga o 
presenten casillas específicas para EMP y/o EF, que tengan que ver con el 
manejo especial de los delitos financieros y Lavado de Activos, no se determina 
como debe ser el manejo de la cadena de custodia con la información del sistema 
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informático y demás medios utilizados en estos temas. 
 
Como corolario de este estudio, podemos evidenciar que el protocolo de cadena 
de custodia está creado solo para delitos comunes y no para delitos de alta 
complejidad como el delito de Lavado de Activos o los delitos Financieros y se 


















































































9.2 DOCUMENTOS QUE SE DEBEN TENER EN CUENTA PARA SER        
PRESERVADOS 
 
Este conjunto de documentos  son muy importantes tenerlos en cuenta para el 
análisis financiero e investigaciones judiciales porque suministra información que 
permite identificar o confirmar vínculos, aspectos financieros del titular de la 
cuenta, ubicación y actividad económica, entre tantas que se deben tener al 
efectuar una investigación judicial por parte de agentes del Estado y por tanto 
debe ser preservados de una manera muy especial por la valiosa información que 
se pueda encontrar, tal como huellas dactilares, orígenes de dineros y el manejo 
de fondos y sus destinos: 
 
1. Formato de apertura 
2. Registro de firmas autorizadas 
3. Estado de cuenta 
4. Depósito o consignación 
5. Cheque 
6. Transferencia Local 
7. Transferencia internacional 
8. Registro de firmas autorizadas 
9. Estado de cuenta 
10. Depósitos o consignaciones 
11. Comprobante de retiro de la cuenta de ahorros 
12. Transferencias 
13. Formato de vinculación o apertura de certificado de depósito. 
14. Comprobante de compra de un certificado de depósito 
15. Expedición o renovación de un certificado de depósito 
16. Comprobante de cancelación de un certificado de depósito 
17. Formato de vinculación o apertura de una “cuenta de giros” y comprobantes 
de envío de giros internacionales. 
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18. Comprobante de cobro de un giro internacional 
19. Formato de vinculación o apertura a una compañía aseguradora. 
20. Comprobante de pago de la prima de seguro 
21. Expedición o renovación de la prima de seguro 
22. Comprobante de la cancelación anticipada de la póliza de seguro 
23. Formato de vinculación o apertura de un encargo fiduciario o fiducia mercantil 
24. Comprobante de pago a favor o por cuenta del fideicomitente 
25. Formato de vinculación o apertura de un mandato de inversión 
26. Comprobante para la recepción de dinero o títulos 
27. Formato de comprobante de pago a favor o por cuenta del inversionista 
28. Formato declaración de exportación 
29. Declaración de importación 
30. Formato Transferencia interbancaria de fondos 
31. Formato para registrar la operación cambiaria 



















A. La responsabilidad del Estado es un tema bastante amplio, predominante, 
pero que de una u otra manera no llena la expectativa como política 
pública en lo que tiene que ver con la capacitación del manejo de la 
Cadena de Custodia por parte de los organismos investidos de Policía 
Judicial, en el manejo del delito de Lavado de Activos, la normatividad 
nacional es deficiente, teniendo como principal soporte la normatividad 
internacional, de tal suerte que esto exige una armonía entre el Ministerio 
de Relaciones Exteriores y el sistema judicial en lo que tiene que ver con 
Convenios Internacionales y de esa manera adoptar temas que nos sirvan 
para aplicar procedimientos ya establecidos en otros países, que podamos 
desempeñarnos dentro de la globalización judicial y no vernos 
supeditados a tan importante falencia. 
B. La capacitación y la instrucción de los agentes del Estado comprometidos 
con el delito de Lavado de Activos y el manejo de la Cadena de Custodia 
es nimia, lo cual obliga a establecer doctrinas donde se desarrollen los 
siguientes temas: 
 Instrumentos financieros conocidos: la cuenta corriente, la cuenta 
de ahorros, el certificado de depósito, el giro internacional y la 
póliza de seguros. 
 Instrumentos financieros especiales: los negocios fiduciarios, 
bursátiles  y de comercio exterior. 
 Transacciones de usuarios. 
 Empleados de Instituciones financieras. 
C. Las Instituciones del Estado, responsables de darle cumplimiento a los 
protocolos para el manejo de la Cadena de Custodia, no cuentan con los 
medios logísticos suficientes, así mismo los jefes de Departamento de los 
establecimientos dirigen aportes muy mínimos para esos gastos, lo que 
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conlleva a falencias que no permiten el cumplimiento y el eficaz desarrollo 
del protocolo establecido y de una o de otra manera exigirle excelentes 
resultados a estos agentes con lo poco que se cuenta. 
D. Con la falta y la no aplicación de los anteriores numerales, el Estado pasa 
a ser el responsable como lo establece el artículo 90 superior, de igual 
manera los artículos 65 y 69 de la Ley Estatutaria 270 de 1996 y 
modificada  por la Ley 1285 de 2009, acompañada del artículo 86 del 
C.C.A, por lo que cualquier asociado al ser sujeto  de un daño antijurídico 
por culpa de algún agente del Estado con Funciones de Policía Judicial y 
al no aplicar los protocolos establecidos de Cadena de Custodia se hace 
responsable en el pago de grandes sumas de dinero que desgreñan el 
erario, teniendo como único medio de reivindicación la acción de 
repetición, pero de modo alguno que en este caso el único responsable es 
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LEY 793 DE 200294 
(Diciembre 27) 
Diario Oficial No 45.046 de 27 de diciembre de 2002 
Por la cual se deroga la Ley 333 de 1996 y se establecen las reglas que gobiernan 
la extinción de dominio. 
 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA: 
CAPITULO I. 
DE LA EXTINCIÓN DE DOMINIO. 
 
ARTÍCULO 1o. CONCEPTO. La extinción de dominio es la pérdida de este 
derecho a favor del Estado, sin contra prestación ni compensación de naturaleza 
alguna para su titular. Esta acción es autónoma en los términos de la presente ley. 
ARTÍCULO 2o. CAUSALES. Se declarará extinguido el dominio mediante 
sentencia judicial, cuando ocurriere cualquiera de los siguientes casos: 
 
1. Cuando exista incremento patrimonial injustificado, en cualquier tiempo, sin que 
se explique el origen lícito del mismo. 
2. El bien o los bienes de que se trate provengan directa o indirectamente de una 
actividad ilícita. 
3. Los bienes de que se trate hayan sido utilizados como medio o instrumento para 
la comisión de actividades ilícitas, sean destinadas a éstas, o correspondan al 
objeto del delito. 
4. Los bienes o recursos de que se trate provengan de la enajenación o permuta 
de otros que tengan su origen, directa o indirectamente, en actividades ilícitas, o 
que hayan sido destinados a actividades ilícitas o sean producto, efecto, 




5. Los bienes o recursos de que se trate hubieren sido afectados dentro de un 
proceso penal y que el origen de tales bienes, su utilización o destinación ilícita no 
hayan sido objeto de investigación o habiéndolo sido, no se hubiese tomado sobre 
ellos una decisión definitiva por cualquier causa. 
6. Los derechos de que se trate recaigan sobre bienes de procedencia lícita, pero 
que hayan sido utilizados o destinados a ocultar o mezclar bienes de ilícita 
procedencia. 
Se exceptúan de lo dispuesto en el presente numeral, exclusivamente, los casos 
de títulos que se negocian en centrales de depósito de valores, debidamente 
acreditadas ante la autoridad competente, siempre y cuando los intermediarios 
que actúen en ellas, cumplan con las obligaciones de informar operaciones 
sospechosas en materia de lavado de activos, de conformidad con las normas 
vigentes. 
7. Cuando en cualquier circunstancia no se justifique el origen ilícito del bien 




















LEY 964 DE 2005 
(Julio 08) 
 
Por la cual se dictan normas generales y se señalan en ellas los objetivos y 
criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno Nacional para regular las 
actividades de manejo, aprovechamiento e inversión de recursos captados del 
público que se efectúen mediante valores y se dictan otras disposiciones. 
 






De la Intervención del Gobierno Nacional 
Capítulo Primero 1°. 
 
Objetivos y criterios de la intervención del gobierno nacional 
 
ARTICULO 1. Objetivos y criterios de la intervención. El Gobierno Nacional 
ejercerá la intervención en las actividades de manejo, aprovechamiento e 
inversión de recursos captados del público que se efectúen mediante valores, con 
sujeción a los siguientes objetivos y criterios: 
a) Objetivos de la intervención: 
1. Proteger los derechos de los inversionistas. 
2. Promover el desarrollo y la eficiencia del mercado de valores. 
3. Prevenir y manejar el riesgo sistémico del mercado de valores. 
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4. Preservar el buen funcionamiento, la equidad, la transparencia, la disciplina y la 
integridad del mercado de valores y, en general, la con-fianza del público en el 
mismo. 
b) Criterios de la intervención: 
1. Que se promueva el desarrollo y la democratización del mercado de valores, así 
como su conocimiento por parte del público. 
2. Que la regulación y la supervisión del mercado de valores se ajusten a las 
innovaciones tecnológicas y faciliten el desarrollo de nuevos productos y servicios 
dentro del marco establecido en la presente ley. 
3. Que las normas y los procedimientos sean ágiles, flexibles y claros, y que las 
decisiones administrativas sean adoptadas en tiempos razonables y con las 
menores cargas administrativas posibles. 
4. Que los costos de la supervisión y la disciplina del mercado de valores sean 
eficiente y equitativamente asignados, y que las cargas que se impongan a los 
participantes del mercado sean consideradas, teniendo en cuenta, en la medida 
de lo posible, la comparación entre el beneficio y el costo de las mismas. 
5. Que se evite impedir o restringir la competencia. 
6. Que se dé prelación al sentido económico y financiero sobre la forma, al 
determinar si algún derecho o instrumento es un valor, o si alguna actividad es de 
aquellas que requieran autorización o registro y, en general, cuando expida 
normas dirigidas a la protección de los derechos de los inversionistas. 
7. Que el mercado de valores esté provisto de información oportuna, completa y 
exacta. 
8. Que se garantice que las operaciones realizadas en el mercado de valores sean 
llevadas hasta su puntual y exacta compensación y liquidación. 
9. Que se propenda porque en la regulación y la supervisión se eviten los 








DECRETO 663 ABRIL 2 DE 1993: 
 
“Estatuto Orgánico del Sistema Financiero Colombiano”. 
 
CAPITULO XVI. Prevención de actividades delictivas 
 
Artículo 102. Régimen general 
 
1. Obligación de control a actividades delictivas. Las instituciones sometidas al 
control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria estarán obligadas a 
adoptar medidas de control apropiadas y suficientes, orientadas a evitar que 
en la realización de sus operaciones puedan ser utilizadas como instrumento 
para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento, en cualquier forma 
de dinero u otros bienes provenientes de actividades delictivas, o para dar 
apariencia de legalidad a las actividades activas o a las transacciones y fondos 
vinculados con las mismas. 
 
2. Mecanismos de control. Para los efectos del numeral anterior, esas 
instituciones deberán adoptar mecanismos y reglas de conducta que deberán 
observar sus representantes legales, directores, administradores y 
funcionarios, con los siguientes propósitos: 
 
a) Conocer adecuadamente la actividad económica que desarrollan sus 
clientes, su magnitud, las características básicas de las transacciones en 
que se involucran corrientemente y, en particular, la de quienes efectúan 
cualquier tipo de depósitos a la vista, a término o de ahorro, o entregan 






b) Establecer la frecuencia, volumen y características de las transacciones 
financieras de sus usuarios; 
 
c) Establecer que el volumen y movimientos de fondos de sus clientes guarde 
relación con la actividad económica de los mismos; 
 
d) Reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y 
Análisis Financiero cualquier información relevante sobre manejo de fondos 
cuya cuantía o características no guarden relación con la actividad 
económica de sus clientes, o sobre transacciones de sus usuarios que por 
su número, por las cantidades transadas o por las características 
particulares de las mismas, puedan conducir razonablemente a sospechar 
que los mismos están usando a la entidad para transferir, manejar, 
aprovechar o invertir dineros o recursos provenientes de actividades 
delictivas. 
 
e) Los demás que señale el gobierno nacional. 
 
3. Adopción de procedimientos. Para efectos de implantar los mecanismos de 
control a que se refiere el numeral anterior, las entidades vigiladas deberán 
diseñar y poner en práctica procedimientos específicos, y de designar 
funcionarios responsables de verificar el adecuado cumplimiento de dichos 
procedimientos. 
 
 Los mecanismos de control y auditoría que adopten las instituciones deberán 





 Este organismo podrá en cualquier tiempo formular observaciones a las 
instituciones cuando juzgue que los mecanismos adoptados no son suficientes 
para los propósitos indicados en el numeral segundo del presente artículo, a 
fin de que éstas introduzcan los ajustes correspondientes. Cualquier 
modificación a los mecanismos adoptados deberá ser informada a la 
Superintendencia Bancaria para evaluar su adecuación a los propósitos 
anotados. 
 
4. Alcance y cobertura del control. Los mecanismos de control y auditoría de que 
trata este artículo podrán versar exclusivamente sobre las transacciones, 
operaciones o saldos cuyas cuantías sean superiores a las que se fijen como 
razonables y suficientes. Tales cuantías se establecerán en el mecanismo que 
adopte cada entidad atendiendo al tipo de negocios que realiza, amplitud de su 
red, los procedimientos de selección de clientes, el mercadeo de sus 
productos, capacidad operativa y nivel de desarrollo tecnológico. 
 
Artículo 103. Control de las transacciones en efectivo. 
 
1. Transacciones sujetas a control. Toda institución financiera deberá dejar 
constancia, en formulario especialmente diseñado al efecto, de la información 
relativa a las transacciones en efectivo que realice, en moneda legal o 
extranjera cuyo valor sea superior a las cuantías que periódicamente señale la 
Superintendencia Bancaria. 
 
 Estos formularios deberán contener, por lo menos: 
 
a) La identidad, la firma y dirección de la persona que físicamente realice la 
transacción. Cuando el registro se lleve en forma electrónica, no se 




b) La identidad y la dirección de la persona en nombre de la cual se realice la 
transacción. 
 
c) La identidad del beneficiario o destinatario de la transacción, si la hubiere. 
 
d) La identidad de la cuenta afectada por la transacción, si existiere. 
 
e) El tipo de transacción de que se trata (depósitos, retiros, cobro de cheques, 
compra de cheques o certificados, cheques de cajero u órdenes de pago, 
transferencias, etc.). 
 
f) La identificación de la institución financiera en la que se realizó la 
transacción. 
 
g) La fecha, el lugar, la hora y el monto de la transacción. 
 
 Las transacciones múltiples en efectivo, tanto en moneda legal como 
extranjera que en su conjunto superen cierto monto, serán consideradas 
como una transacción única si son realizadas por o en beneficio de 
determinada persona durante el día o en cualquier otro plazo que fije la 
Superintendencia Bancaria. 
 
 Las transacciones realizadas entre instituciones financieras sujetas a 
control y vigilancia, no requerirán de registro especial. 
 
2. Control de múltiples transacciones en efectivo. Cuando el giro ordinario de los 
negocios de un cliente determinado implique la realización corriente de 
numerosas transacciones en efectivo, la entidad financiera respectiva podrá 
llevar un registro de transacciones en efectivo en lugar del formulario individual 
al que se refiere el numeral anterior, en el cual se anotará, por lo menos, toda 
164 
 
la información que debe consignarse en dicho formulario, salvo por lo previsto 
en el numeral 1º de la letra a) de la presente disposición. Las entidades 
financieras que decidan llevar dichos registros deberán informar 
mensualmente a la Superintendencia Bancaria las personas que sean objeto 
de este procedimiento. 
 
Artículo 104.(Modificado artículo 27 Ley 795 de 2003).- Información periódica. 
Toda institución financiera deberá informar a la unidad de información y análisis 
financiero, UIAF, la totalidad de las transacciones en efectivo de que trata el 
artículo anterior, conforme a las instrucciones que al efecto imparta la 
Superintendencia Bancaria, en aplicación del artículo 10 de la Ley 526 de 1999. 
 
Artículo 105. Reserva sobre la información reportada. Sin perjuicio de la 
obligación de reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y 
Análisis Financiero la información a que se refiere a la letra d) del numeral 2º del 
artículo 102, las instituciones financieras sólo estarán obligadas a suministrar 
información obtenida en desarrollo de los mecanismos previstos en los artículos 
anteriores cuando así lo solicite la Unidad Especial de Información y Análisis para 
el Control del Lavado de Activos del Ministerio de Hacienda y los directores 
regionales o seccionales de la Fiscalía General de la Nación.  
 
Las autoridades que tengan conocimiento de las informaciones y documentos a, 
que se refieren los artículos anteriores deberán mantener reserva sobre los 
mismos. 
 
Las entidades y sus funcionarios no podrán dar a conocer a las personas que 
hayan efectuado o intenten efectuar operaciones sospechosas, que han 
comunicado a la Unidad de Información y Análisis financiero información sobre las 




Artículo 106. Modificación de normas sobre control. Con el fin de asegurar el 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en el numeral 1º del artículo 102 y 
numeral 1º del artículo 103 del presente estatuto, el gobierno nacional podrá 
modificar las disposiciones de este capítulo relacionadas con los requisitos y 
procedimientos que deben adoptar con tal propósito las entidades sometidas al 
control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria. 
 
Artículo 107. Sanciones. El incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 
anteriores por la no adopción o aplicación de los mecanismos de control dará lugar 
a la imposición de las sanciones administrativas correspondientes, sin perjuicio de 





EJERCICIO ILEGAL DE LAS ACTIVIDADES FINANCIERA Y ASEGURADORA 
Artículo 108.- PRINCIPIOS GENERALES 
1. Medidas cautelares. Corresponde a la Superintendencia Bancaria imponer una 
o varias de las siguientes medidas cautelares a las personas naturales o jurídicas 
que realicen actividades exclusivas de las instituciones vigiladas sin contar con la 
debida autorización: 
a. La suspensión inmediata de tales actividades, bajo apremio de multas 
sucesivas hasta por un millón de pesos ($1’000.000.) cada una; 
b. La disolución de la persona jurídica, y 
c. La liquidación rápida y progresiva de las operaciones realizadas ilegalmente, 
para lo cual se seguirán en lo pertinente los procedimientos administrativos que 
señala el presente Estatuto para los 
casos de toma de posesión de los bienes, haberes y negocios de las instituciones 
financieras. 
Parágrafo Primero.- La Superintendencia Bancaria entablará, en estos casos, las 
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acciones cautelares para asegurar eficazmente los derechos de terceros de buena 
fe y, bajo su responsabilidad, procederá de inmediato a tomar las medidas 
necesarias para informar al público. 
Parágrafo Segundo.- La Superintendencia Bancaria podrá imponer las sanciones 
previstas en los artículos 209 y 211 a cualquier persona que obstruya o impida el 
desarrollo de las actuaciones administrativas que se adelanten para establecer la 
existencia de un eventual ejercicio ilegal de actividades exclusivas de las 
entidades vigiladas, así como a aquellas personas que le suministren información 
falsa o inexacta. 
2. Operaciones prohibidas. Las compañías de compra de cartera (factoring) no 
podrán realizar en forma masiva y habitual captaciones de dinero del público. 
3. Autorización estatal para desarrollar la actividad aseguradora. Sólo las personas 
previamente autorizadas por la Superintendencia Bancaria se encuentran 
debidamente facultadas para ocuparse de negocios de seguros en Colombia. En 
consecuencia, se prohíbe a toda persona natural o jurídica distinta de ellas el 
ejercicio de la actividad aseguradora. 
Los contratos y operaciones celebrados en contravención a lo dispuesto en este 
numeral no producirán efecto legal, sin perjuicio del derecho del contratante o 
asegurado de solicitar el reintegro de lo que haya pagado; de las 
responsabilidades en que incurra la persona o entidad de que se trate frente al 
contratante, al beneficiario o sus causahabientes, y de las sanciones a que se 
haga acreedora por el ejercicio ilegal de una actividad propia de las personas 
vigiladas por la Superintendencia Bancaria. 
4. Organismos cooperativos que presten servicios de previsión y solidaridad. En 
ningún caso los organismos de carácter cooperativo que presten servicios de 
previsión y solidaridad que requieran de una base técnica que los asimile a 
seguros, podrán anunciarse como entidades aseguradoras y denominar como 
pólizas de seguros a los contratos de prestación de servicios que ofrecen. 
5. Utilización de la palabra ahorros. Ningún banco, individuo, sociedad, compañía 
colectiva o corporación distinta de una entidad debidamente autorizada para usar 
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la palabra ahorros, podrá hacer uso de las palabras «ahorro» o «ahorros», o sus 
equivalentes, en sus negocios o poner cualquier aviso o señal escrita que 
contenga las palabras «ahorro» o «ahorros», o sus equivalentes ni podrá ninguna 
persona natural o jurídica distinta de una entidad debidamente autorizada solicitar 
o recibir en forma alguna depósitos de ahorros. 
Artículo 109.- LIMITACIONES EN LA PUBLICIDAD 
Ninguna persona o sociedad, excepto el Banco de la República y aquellas 
debidamente autorizadas por el Superintendente Bancario, podrá hacer uso de 
ningún aviso de oficina en el lugar donde haga sus negocios, que contenga un 
nombre artificial u otras palabras que indiquen que aquel lugar u oficina 
corresponde a un banco, corporación financiera, corporación de ahorro y vivienda, 
compañía de financiamiento comercial, sociedad de servicios financieros o 
sociedad de capitalización, ni podrá persona alguna usar o circular membretes, 
encabezamiento de facturas, esqueletos en blanco, documentos, recibos, 
certificados, circulares o cualquier papel escrito o impreso en todo o en parte, que 
contengan un nombre artificial o de entidad, u otra palabra o palabras que 





OTRAS INVERSIONES Y OPERACIONES DE LAS INSTITUCIONES 
FINANCIERAS 
 
Artículo 110.- INVERSIONES 
1. Autorización legal. Los establecimientos de crédito, las sociedades de servicios 
financieros y las sociedades de capitalización sólo podrán participar en el capital 
de otras sociedades cuando para ello hayan sido autorizadas expresamente por 
normas de carácter general. 
2. Inversiones en sociedades de servicios técnicos o administrativos. Previa 
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autorización general del Gobierno Nacional, los establecimientos de crédito, las 
sociedades de servicios financieros y las sociedades de capitalización podrán 
poseer acciones en sociedades anónimas cuyo único objeto sea la prestación de 
servicios técnicos o administrativos necesarios para el giro ordinario de los 
negocios de dichas instituciones. Tales instituciones y sus matrices estarán 
sometidas a las limitaciones consagradas en las letras b. del artículo 119 numeral 
1. Del presente Estatuto, a. y c. del artículo 119 numeral 2. del presente Estatuto y 
en el artículo 119 numeral 3. del presente Estatuto. 
Parágrafo Primero. La Superintendencia de Sociedades ejercerá la inspección y 
vigilancia de las sociedades de servicios técnicos o administrativos no sometidas 
al control de la Superintendencia de Valores, sin perjuicio de que la 
Superintendencia Bancaria pueda decretar la práctica de visitas de inspección a 
las mismas para el ejercicio de sus funciones. 
Parágrafo Segundo. La participación de la matriz en el capital de las filiales 
deberá sujetarse a lo dispuesto en la letra c. numeral 1. del artículo 119 del 
presente Estatuto, salvo cuando estas sociedades se constituyan entre varias 
bolsas de valores, comisionistas de bolsa o entidades sometidas al control y 
vigilancia de la Superintendencia Bancaria. 
3. Inversiones en bienes raíces de las Sociedades de servicios financieros. Las 
sociedades de servicios financieros, con sujeción a las restricciones y limitaciones 
impuestas por las leyes, podrán adquirir y poseer bienes raíces con sujeción a las 
reglas que se señalan en el numeral 6. del presente artículo. 
4. Inversiones no autorizadas en instituciones financieras y entidades 
aseguradoras. Sin perjuicio de la aplicación de las sanciones legales que resulten 
procedentes, en el evento en que los establecimientos de crédito, las sociedades 
de servicios financieros y las sociedades de capitalización efectúen inversiones en 
instituciones financieras o en entidades aseguradoras en cuyo capital no tengan 
capacidad legal para participar, como operación propia de su objeto social, 
deberán proceder a su inmediata enajenación, a más tardar dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la adquisición. 
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Parágrafo. Los establecimientos de crédito, las sociedades de servicios 
financieros y las sociedades de capitalización que mantenían a 31 de Diciembre 
de 1991 inversiones no autorizadas en instituciones financieras deberán 
enajenarlas dentro de los términos fijados en los planes de desmonte que se 
hayan convenido con la Superintendencia Bancaria, de acuerdo a lo previsto en el 
Decreto 57 de 1992; en relación con las inversiones no autorizadas que se 
mantengan en entidades aseguradoras, el plazo para su enajenación expirará el 
31 de Diciembre de 1992, a menos que se acuerde con la Superintendencia 
Bancaria, antes del 30 de Julio de 1992, un plan de desmonte que concluya a más 
tardar el 31 de Diciembre de 1994, tratándose de entidades que se encuentren 
sometidas a vigilancia especial o hayan recibido orden de capitalización, siempre 
que se justifiquen debidamente las razones que sirven de fundamento a la petición 
y que ésta incida favorablemente en la obtención de mejores condiciones de 
enajenación. 
5. Sanciones por incumplimiento de la obligación de enajenación. En el caso de 
que los planes de desmonte de inversiones no autorizadas en instituciones 
financieras o en entidades aseguradoras no se hayan convenido en las 
oportunidades establecidas, o sean incumplidos, o no se produzca la enajenación 
en el plazo máximo autorizado, la Superintendencia Bancaria impondrá a la 
institución que mantenga la inversión no autorizada, hasta que se produzca su 
venta, multas sucesivas por cada mes o fracción de mes no inferiores al cero 
punto cinco por ciento (0.5%) ni superiores al tres y medio por ciento (3.5%) del 
mayor valor del intrínseco de las acciones o aportes cooperativos en los que esté 
representada la inversión y el correspondiente al capital y reserva legal de la 
entidad. En caso de que se celebre un negocio de fiducia mercantil para la 
enajenación de las acciones, la venta a la que hace referencia la presente 
disposición sólo se entenderá cumplida cuando se transfiera a un tercero la 
propiedad fideicomitida. 
6. Inversiones en inmuebles Los establecimiento de crédito y las sociedades de 
servicios financieros, con sujeción a las restricciones y limitaciones impuestas por 
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las leyes, podrán adquirir y poseer bienes raíces con sujeción a las reglas que a 
continuación se indican: 
a. Los necesarios para el acomodo de los negocios de la entidad; 
excepcionalmente, con sujeción a las instrucciones que sobre el particular imparta 
la Superintendencia Bancaria, podrá emplear la parte razonable no necesaria a su 
propio uso para obtener una renta; 
b. Los que le sean traspasados en pago de deudas previamente contraídas en el 
curso de sus negocios, cuando no exista otro procedimiento razonable para su 
cancelación, y 
c. Los que le sean adjudicados en subasta pública, por razón de hipotecas 
constituidas a su favor. 
Todo bien raíz que compre o adquiera una de tales entidades, conforme a las 
letras b. y c. de este numeral, será vendido por ésta dentro de los dos (2) años 
siguientes a la fecha de la compra o adquisición, excepto cuando la 
Superintendencia Bancaria, a solicitud de la junta directiva, haya ampliado el plazo 
para ejecutar la venta, pero tal ampliación no podrá exceder en ningún caso de 
dos años. 
7. Inversiones en muebles. Las entidades mencionadas en el numeral anterior 
podrán recibir bienes muebles en dación en pago con sujeción a lo previsto en la 
letra b. de la citada norma, teniendo la obligación de enajenarlos en los términos 
previstos para los bienes inmuebles 
 
Artículo 111.- OTRAS OPERACIONES 
1. Operaciones de cambio. De conformidad con el artículo 8o. de la Ley 9a. de 
1991, las instituciones financieras autorizadas para operar como intermediarios del 
mercado cambiario, podrán realizar las operaciones de cambio, en las condiciones 
y con los requisitos que determinen las autoridades competentes. 
2. Actividades de intermediación en el mercado de valores. De conformidad con el 
artículo 7o. de la ley 27 de 1990, las entidades sujetas a la inspección y vigilancia 
de la Superintendencia Bancaria podrán realizar actividades de intermediación en 
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el mercado público de valores en la medida 
en que se los permita su régimen legal y con arreglo a las disposiciones que 
expida la Sala General de la Superintendencia de Valores. 
3. Oferta pública de documentos emitidos por las instituciones financieras. Los 
documentos de carácter serial o masivo que emitan los establecimientos de 
crédito vigilados por la Superintendencia Bancaria, en desarrollo de operaciones 
pasivas realizadas de manera regular o esporádica, se entenderán inscritos en el 
Registro Nacional de Valores para todos los efectos legales y podrán ser objeto de 
oferta pública sin que se requiera autorización de la Superintendencia Bancaria o 
de Valores. No obstante lo anterior, la Superintendencia de Valores podrá 
suspender o cancelar la inscripción en los casos previstos por la ley. Sin perjuicio 
de lo anterior, deberá remitirse a la Superintendencia Bancaria la información 
indicada en el artículo 133 numeral 1. Del presente Estatuto, en la oportunidad allí 
prevista. 
Tratándose de entidades de servicios financieros y compañías de seguros, la 
autorización respecto de la oferta pública será emitida por la Superintendencia de 
Valores. 
Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará respecto de las acciones o 
bonos convertibles en acciones que emitan las instituciones financieras o 
entidades aseguradoras. En consecuencia, la oferta pública de los mencionados 












ANEXO  D 
 




Por el cual se fusiona la Superintendencia Bancaria de Colombia en la 
Superintendencia de Valores y se modifica su estructura. 
(Solamente se transcribieron los artículos 38 y 39 relacionados con el tema 
de Lavado de Activos) 
ARTÍCULO 38. DESPACHO DEL SUPERINTENDENTE DELEGADO PARA 
RIESGO DE LAVADO DE ACTIVOS. Además de las funciones previstas en el 
artículo 27 del presente decreto, respecto del riesgo de lavado de activos, el 
Superintendente Delegado para Riesgo de Lavado de Activos tendrá las 
siguientes funciones: 
1. Supervisar la administración y prevención del riesgo de lavado de activos y del 
financiamiento del terrorismo, respecto de todas las personas sujetas a 
inspección, vigilancia o control de la Superintendencia. 
2. Supervisar el cumplimiento de las normas relacionadas con la prevención y 
control de lavado de activos por parte de las entidades sujetas a inspección, 
vigilancia y control. 
3. Las demás funciones que las normas vigentes otorguen o lleguen a otorgar a la 
Superintendencia en materia de supervisión de riesgo de lavado de activos. 
ARTÍCULO 39.DIRECCIÓN DE PREVENCIÓN Y CONTROL DE LAVADO DE 
ACTIVOS. La Dirección de Prevención y Control de Lavado de Activos tendrá las 
siguientes funciones: 
1. Ejercer, en relación con el riesgo de lavado de activos y del financiamiento del 
terrorismo, las funciones señaladas en los numerales 1 al 13 del artículo 29 del 
presente decreto. 
2. Ejercer funciones de policía judicial, en los términos previstos por la ley y bajo la 
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dirección funcional del Fiscal General de la Nación, así como las funciones 
previstas en los numerales 1 al 9 del artículo 30 del presente decreto, dentro del 
ámbito de su competencia. 






























RESOLUCION 02770 DE 2005 
(junio 30) 
Por medio de la cual se modifica el manual de procedimientos del sistema de 
cadena de custodia para el sistema penal acusatorio, adoptado mediante 
Resolución 0-6394 de diciembre 22 de 2004. 
EL FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN, 
en uso de sus atribuciones legales y en especial las que le confieren los 
numerales 1 y 8 del artículo 17 del Decreto 261 de 2000, el artículo 254 de la 
Ley 906 de 2004, y 
CONSIDERANDO: 
Mediante Acto legislativo 03 de 2002, se adoptó el sistema acusatorio en 
Colombia, asignándole a la Fiscalía General de la Nación la función de asegurar 
los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras 
se ejerce su contradicción. 
El artículo 254 de la Ley 906 de 2004 asignó, al Fiscal General de la Nación, la 
facultad de reglamentar lo relacionado con el diseño, aplicación y control del 
sistema de cadena de custodia, de acuerdo con los avances científicos, técnicos y 
artísticos. 
Mediante Resolución 0-6394 de diciembre 22 de 2004, el Fiscal General de la 
Nación adoptó el manual de procedimientos de cadena de custodia para el 
sistema penal acusatorio. 
Transcurridos seis meses de la implementación del sistema penal acusatorio en 
los Distritos Judiciales de Bogotá, Armenia, Pereira y Manizales, resulta necesario 
modificar el manual de cadena de custodia, para optimizar el manejo de los 
elementos materiales probatorios. 
En razón de lo expuesto, 
RESUELVE: 
Artículo  1º. Modificar la actividad quinta del procedimiento 7.13 FGN-CC-DFEMP: 
Disposición Final de los Elementos Materia de Prueba o Evidencias, en el numeral 
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5, el cual quedará como sigue: "Registra el cumplimiento de lo ordenado en el 
formato de continuidad de cadena de custodia y lo archiva". 
Artículo  2º. Adicionar los aspectos relevantes del procedimiento 8. FGN-CC-
DSCC: Documentación del Sistema de Cadena de Custodia, en el siguiente 
sentido: 
● Quien encuentre, embale o rotule un EMP o EF así como quien entregue o 
reciba el elemento en el almacén transitorio, bodega de evidencias o laboratorio, 
deberá registrarse en el formato establecido para este fin. 
Las demás personas que entren en contacto con el elemento material probatorio, 
al interior del almacén transitorio, bodega de evidencias o laboratorio, se 
registrarán en los sistemas de información de dichas áreas, de tal manera que se 
puedan suministrar a la autoridad judicial que así lo disponga. 
● La cadena de custodia y los registros establecidos para la prueba de 
identificación preliminar homologada PIPH, adoptados mediante Acuerdo 002 de 
1999, por el Consejo Nacional de Policía Judicial, hacen parte integral del 
presente manual. Asimismo, harán parte de este manual los formatos utilizados 
por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, para el manejo de 
las evidencias que se deriven de su actuación pericial. 
● El formato del registro de continuidad de cadena de custodia, una vez realizada 
la disposición final del elemento, se archivará en la bodega de evidencias del lugar 
o en el laboratorio según sea el caso, donde se someterá a las normas 
establecidas por el Archivo General de la Nación, para el manejo documental. 
Artículo 3º. Modificar los formatos descritos en el procedimiento 8. FGN-CC-
DSCC: Documentación del Sistema de Cadena de Custodia, y que hacen 
referencia a: Rótulo Elemento Materia de Prueba o Evidencia Física y Registro de 
Cadena de Custodia, cuyo texto hace parte integral de la presente resolución. 
Artículo 4º. Adicionar en el procedimiento 8. FGN-CC-DSCC: Documentación del 
Sistema de Cadena de Custodia los formatos del Instituto Nacional de Medicina 




Dada en Bogotá, D. C., a 30 de junio de 2005. 
Publíquese, comuníquese y cúmplase. 
El Fiscal General de la Nación, 
Luis Camilo Osorio Isaza. 
(C.F.) 
NOTA: Publicada en el Diario Oficial 45963 de julio 08 de 2005. 
